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editorial

Si como suscriptor tiene interés en que tratemos algún tema,

escríbanos a economist@difusionjuridica.es

Materias importantes

Este número especial de Economist&Jurist, aborda materias de gran tras-
cendencia en nuestro ordenamiento jurídico.

Por un lado, a propósito de las últimas reformas en materia hipotecaria se 
analiza, y evidencia, que la propia vaguedad de la denominación “cláusula abu-
siva” es incompatible con la seguridad, contundencia y eficacia que ha de predi-
carse de la obligación principal, amparada por el derecho sucesorio real cual es 
la hipoteca. Éste análisis aporta, además, la solución al problema.

Por otro, la prescripción y la caducidad, figuras clave en la seguridad de las 
relaciones jurídicas, son sometidas a un análisis práctico en las distintas ramas 
del derecho, con el objetivo de eliminar todas las dudas sobre su aplicación, 
gracias a la utilización de un lenguaje profundo, preciso y pragmático. 

direccioncontenidos@difusionjuridica.es
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08       En portada
	 Precisiones en torno a las llamadas cláusulas abusivas y 

prevención del fraude de ley

La hipoteca constituida de acuerdo con sus características na-
turales, era algo que fenológicamente pedía calificarse como 
muy próximo al pago. Y era algo muy próximo al pago diferido 
porque conducía a él de manera poco menos que inexorable.

Cuando se ha efectuado un pago ilícito, que no debía hacer-
se, lo hecho, hecho está. El pago no podía deshacerse. Solo, 
mediante un procedimiento restitutorio se podía reclamar su 
importe, y en su caso daños y perjuicios.
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4   Economist & Jurist   

información
al día

1998-2001, Plan de Vivienda 2002-2005 y Plan de Vivien-
da 2005-2008. (BOE núm. 64, de 15 de marzo de 2016)

En las normativas reguladoras de dichos planes, se es-
tablecieron también, los momentos, fechas o periodicidad 
y los métodos aplicables para efectuar las revisiones esta-
blecidas, de los tipos de interés efectivos anuales, aplica-
bles a los préstamos cualificados y convenidos.

Jurisprudencia

Silencio Administrativo
No cabe el silencio negativo en una 
norma reglamentaria
Tribunal Supremo. Sala de lo Contencioso-Administrativo 
– 02/03/2016 

La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Ma-
drid desestimó los recursos de alzada interpuestos contra 
resoluciones anteriores que denegaban la devolución de 
documentos, entendiendo, entre otros motivos, que el si-
lencio de la administración era un silencio negativo. 

El recurso aducía que se lesionaba el artículo 43.2 de 
la Ley 30/1992, sobre el silencio administrativo, pues el 
silencio negativo establecido en el Real Decreto precisaba 
de una norma con rango de ley.

El alto tribunal dispone que “una norma reglamen-
taria, como es el Real Decreto 2134/2008, de 26 
de diciembre, por el que se regula el procedimiento 
a seguir para la restitución a particulares de los do-
cumentos incautados con motivo de la Guerra Ci-
vil, no puede atribuir al silencio administrativo una 
eficacia negativa.” Pues el Reglamento establecía que si 
en el plazo máximo para resolver y notificar no se hubiese 
dictado resolución expresa, el interesado podría entender 
desestimada su solicitud. Estableciendo, por tanto, expre-
samente un silencio administrativo de carácter negativo.

Puede leer el texto completo en www.ksp.es Margi-
nal: 69718146

información al día

SUMARIO
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Legislación
– Se modifican los tipos de interés de las 
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Legislación
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AL DÍA ADMINISTRATIVO
Legislación

Se modifican los tipos de interés 
vigentes para los préstamos 
cualificados o convenidos de varios 
Planes de Vivienda
Resolución de 2 de marzo de 2016, de la Secretaría de Es-
tado de Infraestructuras, Transporte y Vivienda, por la que 
se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 26 de 
febrero de 2016, por el que se revisan y modifican los tipos 
de interés efectivos anuales vigentes para los préstamos cua-
lificados o convenidos concedidos en el marco de los progra-
mas 1995 del Plan de Vivienda 1992-1995, el programa 
1998 del Plan de Vivienda 1996-1999, Plan de Vivienda 
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AL DÍA fiscal
Legislación

Se desarrollan las normas de 
liquidación y pago de la tasa por 
certificados e inscripciones en el 
Registro de Auditores de Cuentas
Real Decreto 73/2016, de 19 de febrero, por el que se de-
sarrolla el régimen de autoliquidación y pago de la tasa del 
Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas por la ex-
pedición de certificados o documentos a instancia de parte, 
y por las inscripciones y anotaciones en el Registro Oficial 
de Auditores de Cuentas. (BOE núm. 54, de 3 de marzo de 
2016)

La Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuen-
tas, a través de su artículo 88, ha creado la tasa del Insti-
tuto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas por la expe-
dición de certificados o documentos a instancia de parte, 
y por las inscripciones y anotaciones en el Registro Oficial 
de Auditores de Cuentas. El apartado 7 de dicho artículo 
88 establece que las normas de liquidación y pago de la 
citada tasa se determinarán reglamentariamente. 

Este real decreto, en uso de dicha autorización, da 
cumplimiento al desarrollo reglamentario de las normas 
de liquidación y pago, y completa la regulación de la tasa, 
incrementando la seguridad jurídica de sus destinatarios 
principales, las autoridades que deben aplicarla y los suje-
tos obligados a satisfacerla.

AL DÍA laboral
Legislación

El reconocimiento de las 
prestaciones por maternidad y 
paternidad, cuando no se tenga que 
aportar ninguna documentación, se 
producirá de forma automatizada
Resolución de 25 de febrero de 2016, de la Intervención 
General de la Administración del Estado, por la que se 
aprueban las normas para adaptar el control interno a las es-
pecialidades derivadas de la actuación administrativa auto-
matizada en el reconocimiento del derecho de las prestacio-
nes por maternidad y paternidad del sistema de la Seguridad 
Social. (BOE núm. 54, de 3 de marzo de 2016)

El INSS ha decidido la implantación de este proceso 
automatizado para el reconocimiento del derecho de las 
prestaciones por maternidad y paternidad en aquellos su-
puestos en que el ciudadano no tenga que aportar ninguna 
documentación. Para ello, ha modificado el Real Decreto 
295/2009, de 6 de marzo, por el que se regulan las pres-
taciones económicas del sistema de la Seguridad Social 
por maternidad, paternidad, riesgo durante el embarazo 
y riesgo durante la lactancia natural, en orden a facilitar 
la no aportación de documentos. Asimismo, también ha 
procedido a la modificación del artículo 130 del TRLGSS, 
a efectos habilitar a la Dirección General del INSS para 
determinar el procedimiento o procedimientos a los que 
se refiera dicha automatización, el órgano u órganos com-
petentes, según los casos, para la definición de las espe-
cificaciones, programación, mantenimiento, supervisión y 

¡ATENCIÓN!

Se revisan los tipos de interés efectivos anuales de determinados préstamos hipo-
tecarios cualificados y convenidos. Más información en Al día Administrativo pág. 4 
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¡NOTA IMPORTANTE!

No cabe el silencio negativo en una norma reglamentaria. Más información en Al 
día Administrativo pág. 4

control de calidad y, en su caso, auditoría del sistema de 
información y de su código fuente, y el órgano que debe 
ser considerado responsable a efectos de impugnación.

AL DÍA MERCANTIL
Legislación

Se modifica el funcionamiento del 
Fondo de Inversión en el Exterior de 
las Pymes
Real Decreto 72/2016, de 19 de febrero, por el que se mo-
difica el Real Decreto 1226/2006, de 27 de octubre, por el 
que se regulan las actividades y el funcionamiento del Fondo 
para Inversiones en el Exterior y el Fondo para Operaciones 
de Inversión en el Exterior de la Pequeña y Mediana Empre-
sa. (BOE núm. 60, de 10 de marzo de 2016)

El objetivo de este real decreto es modificar el Real 
Decreto 1226/2006, de 27 de octubre, por el que se re-
gulan las actividades y el funcionamiento del Fondo para 
Inversiones en el Exterior y el Fondo para Operaciones 
de Inversión en el exterior de la Pequeña y Mediana Em-
presa para adaptarlo a las novedades que introduce la 
Ley 18/2014, de 15 de octubre, en la ley de creación de 
FONPYME. 

La reforma que ahora se plantea es similar a la llevada 
a cabo para FIEX mediante el Real Decreto 321/2015, de 
24 de abril, que, entre otros, tenía como objetivo adap-
tar varios artículos a la reforma introducida en la Ley 
66/1997, de 30 de diciembre por la Ley 14/2013, de 27 
de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su inter-
nacionalización.

A estos efectos, la disposición final segunda apartado 1 
de la Ley 18/2014, de 15 de octubre, habilita al Gobierno 
y a los titulares de todos los departamentos ministeriales, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, para dictar 
las disposiciones y adoptar las medidas necesarias para 

el desarrollo y ejecución de lo dispuesto en dicha ley. Por 
otro lado, la disposición final cuarta apartado dos de la 
Ley 66/1997, de 30 de diciembre, autoriza al Gobierno, 
a propuesta del Ministerio de Economía y Hacienda, ac-
tualmente Ministro de Economía y Competitividad, para 
el desarrollo de los artículos por los que se constituye, en-
tre otros fondos, el Fondo para Operaciones de Inversión 
en el Exterior de la Pequeña y Mediana Empresa.

AL DÍA PENAL
Jurisprudencia

Responsabilidad de la persona 
jurídica
No cabe responsabilidad penal de la 
empresa si no ha sido previamente 
imputada
Tribunal Supremo. Sala de lo Penal (16-03-2016)

La Sala Segunda establece que la imposición de penas 
a las personas jurídicas –multa, disolución y pérdida defi-
nitiva de su personalidad jurídica, suspensión, clausura de 
sus locales y establecimientos, inhabilitación e interven-
ción judicial- exige del fiscal el mismo esfuerzo probatorio 
que le es requerido para justificar la procedencia de cual-
quier otra pena cuando ésta tenga como destinataria a una 
persona física. En este sentido, rechaza que el proceso pe-
nal discurra con una doble vía probatoria: una, la prueba 
de la acción de la persona física y otra, la declaración de 
responsabilidad penal de la personalidad jurídica.

Asimismo, explica que la responsabilidad de los entes 
colectivos, no puede afirmarse a partir de la simple acre-
ditación del hecho delictivo atribuido a la persona física. 
Sobre todo porque ésta no es responsable penalmente de 
todos y cada uno de los delitos cometidos en el ejercicio 
de actividades sociales y en su beneficio directo o indi-
recto por las personas físicas del artículo 31 bis 1 b. Sólo 
responde cuando se hayan “incumplido gravemente los 
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deberes de supervisión, vigilancia y control de su activi-
dad, atendidas las circunstancias del caso”.

La sentencia, indica que en la medida en que el de-
fecto estructural en los modelos de gestión, vigilancia y 
supervisión constituye el fundamento de la responsabi-
lidad del delito corporativo, la vigencia del derecho a la 
presunción de inocencia impone que el fiscal acredite la 
concurrencia de un incumplimiento grave de los deberes 
de supervisión. Todo ello, sin perjuicio de que la persona 
jurídica que esté siendo investigada se valga de los me-
dios probatorios que estime oportuno para demostrar su 
correcto funcionamiento desde la perspectiva del cumpli-
miento de la legalidad.

En contra de lo que sostiene el fiscal, la Sala afirma 
que la vigencia de algunos de los principios estructurales 
del proceso penal no puede pasar a un segundo plano, 
cuando se opte por un modelo de responsabilidad vica-
rial. En este sentido, señala que “la responsabilidad de las 

personas jurídicas sólo puede declararse después de un 
proceso con todas las garantías” y la imposición de cual-
quiera de las penas –que no medidas- previstas en el artí-
culo 33.7. del Código Penal, sólo puede ser el desenlace 
de una actividad jurisdiccional sometida a los principios 
y garantías que legitiman la actuación del ius puniendi”.

La sentencia concluye que la pena impuesta a la per-
sona jurídica sólo puede apoyarse en la previa declaración 
como probado de un hecho delictivo propio. Nuestro sis-
tema, subraya la Sala, no puede acoger fórmulas de res-
ponsabilidad del otro, aunque ese otro sea un ente ficticio 
sometido, hasta hace bien poco, a otras formas de respon-
sabilidad.

Puede leer el texto completo en www.ksp.es Margi-
nal: 69719162
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en portada

Precisiones en torno a las llamadas 
cláusulas abusivas y prevención del fraude 
de ley

José Juan Pintó Ruiz. Doctor en Derecho – Abogado

La hipoteca constituida de acuerdo con sus características naturales (1) era algo que fenológicamente 
pedía calificarse como muy próximo al pago. Y era algo muy próximo al pago diferido porque conducía 
a él de manera poco menos que inexorable.

SUMARIO

1.	 La consecuencia de la reforma
2.	 El procedimiento del art. 131 de la L.H antes de su reforma
3.	 La ejecución actual y su debilidad
4.	 Conclusión: la solución
5.	 La protección al débil
6.	 Hacia una conclusión											         

	 a) Visión global											         
	 b) Operatividad Fáctica										        
	 c) El Camino Operativo										        
	 d) Conclusión

      	1  Arts. 104 y siguientes de la Ley Hipotecaria. Vide sic. art. 114 y 115; 1.874 a 1.880 del Cc español. En el tomo VII de la obra de Ramón María Roca 
sastre y Luis Roca-Sastre Muncunill, Barcelona, 1998, pág. 113 se dice lo siguiente: «Sin pretensiones técnicas y con el exclusivo fin de ofrecer una 
noción descriptiva de la hipoteca inmobiliaria, cabe entender que ésta  es un derecho real que, ya de momento, sujeta y vincula lo hipotecado, cual-
quiera que sea su titular, al poder exigir eventualmente la realización de su valor así como la adopción de medidas dirigidas a salvaguardarlo, todo en 
seguridad o garantía de la efectividad de alguna obligación dineraria, y cuyo derecho es de carácter accesorio indivisible, de constitución registral, y 
grava bienes inmuebles, ajenos y enajenables, que permanecen en posesión en posesión de su propietario o titular, y el cual implica un poderoso ins-
trumento del crédito territorial.».											         
Evacuar la cita que los citados autores efectúan en la obra citada, pág. 131 de De la Cámara. Notas críticas sobre «La Naturaleza de la Hipoteca como 
derecho real» en RDP 1949, pág. 415.											         
Al evacuar esta última cita, considerar que se menciona el problema de si su naturaleza es procesal o sustantiva. Cuestión esta bizantina, cuando la 
realidad es que, como ocurre con todas las instituciones civiles, su respeto, vigencia y operancia,  de no respetarse  su normativa  hay que acudir al 
procedimiento para hacer valer sus postulados, procedimiento, que no su regulación y naturaleza, que atrae naturalmente el derecho procesal, pero la 
regulación misma, la determinación  de los derechos y obligaciones, y la definición y precisión de sus efectos, naturalmente que tiene contenido subs-
trativo, y se  ven el propio derecho civil, y dentro de él, al derecho registral, también llamado hipotecario.					   
A pesar de toda la tendencia de los procesalistas dirigida a ocupar la plenitud de la regulación de la hipoteca continúa. Si examinamos quién triunfa en 
la batalla, parece que poco a poco la regulación hipotecaria va basculando para remansarse cada vez más en la legislación procesal. Al principio era la 
Ley hipotecaria  la que en su célebre art. 131 (131 de la L.H.) regulaba con minucia, claridad y precisión el procedimiento mismo de ejecución. Y era 
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Cuando se ha efectuado un pago ilícito que no debía hacerse lo hecho, hecho está. El pago no podía 
deshacerse. Solo mediante un procedimiento restitutorio se podía reclamar su importe y, en su caso, 
daños y perjuicios.

De la misma manera, la constitución de hipoteca protegía tanto al acreedor que en la práctica se 
acercaba mucho al mismo pago, porque, de una manera propiamente irreversible, a costa del valor 
potencial del bien hipotecado el pago no se realizaba en el momento de la constitución de la hipoteca, 
pero ineludiblemente se había de hacer a su vencimiento. Y, aunque no procediera, este pago había de 
efectuarse. Si era ilegal o indebido,  no había otro remedio que proceder, por vía de restitución en otro 
pleito, para conseguir así la devolución del importe. Por esto el art. 131 de la LH (antes de la reforma 
última) no permitía, salvo casos singulares, revisión ni oposición alguna ni tenía prevista discusión, ad-
vertencia, ni contemplación(2). Y, repetimos, de la misma manera que si un pago ya se había ejecutado 
(quiero decir, que si una persona ya ha pagado a otra) solo, aun siendo indebido, precisa del ejercicio 
de otra acción (vía civil o penal) para que se lo devuelvan; de esta misma manera la clásica ejecución 

natural porque atendiendo a razones substativas derivadas de la naturaleza de la hipoteca (y sobre todo de su contundencia, simplificación y eficacia) 
era la Ley Hipotecaria la que regulaba (art. 131 de la L.H.) en el procedimiento de ejecución.						    
Pero, en el momento presente la posición ha cambiado radicalmente. Basta leer los arts. 681 y siguientes de la ahora vigente LEC, y la rúbrica que 
precede a dichos preceptos (titulado «de las particularidades de la ejecución sobre bienes hipotecados o pignorados»).			 
Como se analiza en el texto posterior de esta ponencia, se debilita muy sustancialmente  la contundencia hipotecaria como consecuencia de la regula-
ción que se halla ya, en sede, en partes sustancialmente importantes de la Ley procesal y no de la Ley hipotecaria.				  
Pese a todo, la hipoteca es, y debe ser, un derecho real accesorio de garantía.							     
Lo sustancial es considerar que la constitución de hipoteca comporta el efecto substantivo de asemejarse muy sustancialmente, al mimo pago o cum-
plimiento de la obligación garantizada. La finalidad perseguida propia de la naturaleza de la hipoteca es que su efecto es muy próxima y semejante al 
mismo pago o cumplimiento, porque éste es tan ineludible e inevitable que es casi lo mismo que si se pagara en el mismo momento de constituirse 
la hipoteca. Y de la misma manera que cuando se ha pagado algo, aun injustamente, el pago ya ha existido y como ya se ejecutó es inevitable, y solo 
cabe, de ser injusto o indebido, una acción de restitución, pero anular el pago no es posible porque ya existió. Pues bien, cuando se hipoteca en garan-
tía de una obligación (que ha de ser dineraria) una finca, la venta en pública subasta de la finca, es inevitable si no se cumple la obligación, y por esta 
razón solo cabe una acción de restitución para el caso de ser improcedente; nunca la evitación del pago. Llegada la ejecución hipotecaria, como las 
causas de suspensión son tan limitadas no se puede evitar la ejecución. Si acaso, la misma ejecución fuera injusta, solo cabría la rescisión en otro 
proceso, pero no la evitación de la subasta.										        
Al permitir, en trance de ejecutar, una verificación de si hay cláusulas abusivas, es evidente que se genera un golpe mortal a la Naturaleza del 
derecho real de hipoteca. Pues, si se puede instar un procedimiento, evidentemente dilatorio, que permita una verificación, la certeza, automatis-
mo, eficacia y contundencia de la hipoteca están ya comprometidos.								      
Vide «La retroactividad parcial de la declaración de nulidad de la cláusula suelo: los discutibles argumentos de la STS de 25 de marzo de 2015» por 
Achón Bruñen, Mª José, en el diario semanal La Ley (22 al 28 de junio de 2015) págs. 23 y sgtes.; «Urge un consentimiento informado (que no 
desinformado) para la ejecución hipotecaria» por Callejo Carrión, Soraya y De Padra Rodríguez, Mercedes, en el diario semanal La Ley (14 al 20 
de septiembre de 2015), págs. 25 y sgtes; «Negativa de inscripción de cláusula suelo en préstamo hipotecario. Resolución DGRN de 21/10/2015. 
BOE 23/11/2015» en Revista Escritura Pública Nº 97 (enero-febrero 2016), apartado Resoluciones de Justicia, págs. 23 y 24;«Intervención judicial 
activa e incidencia del principio iura novit curia en la declaración de nulidad de las cláusulas abusivas: quiebras en la doctrina del TJUE» por 
García Alguacil, Mª José en Revista Doctrinal Aranzadi Civil-Mercantil, núm. 11/2015; «Notas sobre la jurisprudencia del tribunal de justicia 
respecto a las cláusulas abusivas» por Arias Rodríguez, José Manuel, en el diario La Ley nº 8694 (3 de febrero de 2016); «Intereses moratorios en 
contrato de préstamo hipotecario. Cláusula abusiva. Nulidad o moderación judicial (Comentario a la STJUE, Sala Primera, de 21 de enero de 2015, 
Caso Unicaja Banco, S.A. y Otros V José Hidalgo Rueda y Otros» por Saber Bayle, Elsa en Revista Doctrinal Aranzadi Civil-Mercantil, núm. 
3/2015; «Cuál es el alcance de las facultades integradoras del juez sobre las cláusulas abusivas» por Marcos Francisco, Diana en Actualidad Jurídi-
ca Aranzadi, Núm. 905/2015; «Cláusulas abusivas, préstamo hipotecario y legislación interna: su reforma a “remolque” de la doctrina del Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea» por Pérez Conesa, Carmen en Revista Doctrinal Aranzadi Civil-Mercantil, Núm. 5/2015 y «Cláusula abusiva. 
Antecedentes legislativos. Tratamiento procesal actual» por Román Llamosi, Sofía en VLEX (http://libros-revistas-derecho.vlex.es/vid/clausula-
abusiva-antecedentes-legislativos-583056579).										        
2  Vide nota anterior. Una cosa es que el art. 131 de la L.H. (antes de la reforma) permitiera una oposición limitada a casos concretos, explícitos, 
precisos y perfectamente definidos, y otra cosa es que se prevea (como ocurre después de la reforma) una oposición cuando aparezcan «cláusulas 
abusivas» concepto éste genérico, nada específico y vago.									       
Esta cuestión ha suscitado una bibliografía amplísima. Citamos al efecto, entre otras muchas, también muy valiosas, las siguientes:		
En RDP Julio-Agosto 2015, pág. 3 y siguientes, aparece un depurado, limpísimo y edificante artículo, digno de la mayor consideración de Ángeles 
López Cánovas, titulado «La bona fides como límite en la contratación bancaria de productos complejos». Aunque tiene mucho de aspiración es 
expresión de una «desiderata» interesantísimo.										        
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hipotecaria era eficaz y solo podía recuperarse por vía de reclamación posterior restitutoria porque no 
podía evitarse, es como si ya se hubiera realizado el pago (vide el antes vigente art. 131 de la LH con 
sus limitadísimas causas de oposición. Todas las demás quedaban excluidas).

La razón es clara. Mientras en un procedimiento hipotecario se pueda discutir la legalidad, la pro-
cedencia, o la eficacia del deber de pagar, ya se comprende que, exista o no razón, si hay cauce para 
discutir, el deudor infiel (o apurado) hará oposición y, hasta que ésta se resuelva, habrá ganado tiempo, 
para él a lo mejor precioso, pero dañino para el acreedor. Si hay cauce de verificación de la proce-
dencia, el pago de la deuda garantizada con hipoteca es claro que, aún sin que haya razón, el deudor 
necesitado o incluso el inmoral, van a dilatar el pago mediante una oposición. En la hipoteca cuya 
ejecución regulaba el derogado art. 131 de la L.H. se alcanza la realización del bien a su tiempo de 
manera poco menos que automática, ineludible. Aun siendo a lo mejor injusta, no había otro cauce 
reparatriz que el de pedir la restitución en otro procedimiento.

En Notario del siglo XXI Septiembre-Octubre 2014, pág. 64 por Juan Pérez Hereza «Reflexiones en torno a la Sentencia del T.S. de Justicia de la 
Unión Europea de 17 de Julio de 2014». Se comenta que por Real-Decreto de 5 de septiembre del 2014 ante «ambas partes» recurso frente al 
auto 	 que resuelve la oposición.											         
En La Ley, 8 a 13 de diciembre de 2014 por Soraya Callejo Carrión «La hipoteca como instrumento del proceso de ejecución hipotecaria», págs.11 
y siguientes.													           
En La Ley, 31 de agosto a 6 de septiembre del 2015, págs. 3 y siguientes, por Ignacio Navas «La protección del hipotecado pendiente de Luxem-
burgo»													           
También en La Ley, 25 al 31 de enero de 2016, Alexandro Borrallo Veiga, págs. 9 y siguientes «El TSJUE confirma que las hipotecas multidivisas 
no son un instrumento financiero».											         
3  Véase  el contundente artículo 132 de la Ley Hipotecaria anterior a la reforma							     
4  Vide las dos notas anteriores

LA CONSECUENCIA DE LA 
REFORMA

No es otra, inmediata, que la des-
naturalización de la carga hipoteca-
ria, es decir, su propia inutilización. 
El deber de pagar la deuda es siempre 
claro y, a tenor del art. 1.911 del Cc, 
todos los bienes del deudor, presentes 
y futuros, están afectos «in genere».

Como más adelante precisaremos 
hay que considerar que todo deu-
dor, en virtud de lo dispuesto en el 
art. 1.911 del Código Civil, tiene 
afectos todos sus bienes presentes 
y futuros a la responsabilidad de 
su deber de pagar. Pero esta respon-
sabilidad, que es amplísima, no impi-
de que dichos bienes, todos, puedan 
ser objeto de disposiciones diversas, 
de tal manera que esta masa universal 

de responsabilidad es movible y altera-
ble. Y, además, los procedimientos de 
reclamación pueden ser largos y com-
plicados.

Por esta razón, el derecho real 
de hipoteca, como derecho acce-
sorio de garantía al servicio de la 
eficacia de una deuda determina-
da y concreta, permite al acreedor 
perseguir el bien concreto hipo-
tecado para realizarlo (subasta) 
mediante un procedimiento expe-
dito, breve y contundente, que en los 
términos del hoy derogado art. 131 de 
la LH era propiamente eficaz. Queda-
ba así garantizada la perseguibilidad 
eficaz de este bien concreto, su rango, 
(en función del momento de la ins-
cripción) el carácter preferente (sobre 
este bien) frente a otros acreedores y 
la brevedad, impidiendo prácticamen-

te (3) todo trámite de oposición. Se 
trataba, pues, el «auxilio» de esta hi-
poteca, de un auxilio real, contunden-
te y eficaz. El art. 131 de la LH era, 
en este sentido, admirable. La firmeza 
hipotecaria generaba el bien de que 
el propietario hipotecante, sin perder 
la propiedad antes del vencimiento, 
gozará del valor potencial líquido de 
parte del bien.

EL PROCEDIMIENTO DEL ART. 
131 DE LA L.H. ANTES DE SU 
REFORMA

Este precepto no permite prácti-
camente género alguno de oposición. 
Fuera de las previstas (4) era contun-
dente – art. 132 LH – cuando decía: 
«Todas las demás reclamaciones que 
puedan formular, así el deudor como 
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“Todo deudor, en virtud de lo dispuesto en 
el art. 1.911 del Código civil, tiene afectos 
todos sus bienes presentes y futuros a la 
responsabilidad de su deber de pagar”

LEGISLACIÓN

www.ksp.es

•	 Ley Hipotecaria. (Normas básicas. Marginal: 3669).Arts.; 18, 19 y 
19bis, 65, 104, 129, 131, 132, 133, 145, 1101, 1275, 1396 y 
1902

•	 Código civil de 1997. (Normas básiCas.Marginal:3716). Arts.; 3, 7, 
22.4, 114, 115, 1.874 a 1.880 y 1991

•	 Real Decreto 751/2014, de 5 de septiembre, por el que se aprueba 
la Estrategia Española de Activación para el Empleo 2014-2016. 
(Normas básicas. Marginal: 6922871)

•	 Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. (Normas bási-
cas. Marginal: 6928029). Arts. 317.4 ,649.2,  681 a 698

los terceros poseedores y los demás 
interesados, incluso las que versen 
sobre la nulidad del título o de 
las actuaciones o sobre venci-
miento, certeza, extinción o cuantía 
de la deuda, se ventilarán en el jui-
cio declarativo que corresponda, sin 
producir nunca el efecto de sus-
pender, ni entorpecer el procedi-
miento que establece la presente 
Ley». Ya se ve que la subasta – y per-
dida de la finca para el deudor – son 
inexorables.

Es más, la previsión del legisla-
dor es tan precisa y contundente 
que regula incluso la posible me-
dida cautelar que sea tributaria 
del otro juicio que promueva el 
deudor.

Tampoco por vía de acogimiento de 
una medida cautelar solicitada en el 
declarativo interpuesto por el deudor 
va a poder suspenderse el trámite de 
subasta (5) pues, a lo máximo, el dine-
ro conseguido mediante la realización 
del bien (subasta) quedará retenido, 
pero la realización del bien hipoteca-
do, la subasta nunca se va a suspender.

En resumen, el deudor siempre ha 
de pagar. Cuando consiente la hipote-
ca, sabe que a su vencimiento ha de 
pagar. La injusticia del caso solo es 
reparable por vía de restitución («res-
titutio integrum,») sin suspenderse 
nunca la realización del bien.

Además, el deudor que no paga 
va a sufrir, a instancia potestati-
va del acreedor de inmediato, la 
pérdida de la posesión y admi-
nistración de la finca hipotecada 
que, por vía «posesión y adminis-
tración interina», (art. 133 LH) se 
transfiere al acreedor.

La ejecución hipotecaria es, pues, 

sumamente enérgica y dura. Y es una 
ejecución que nada tiene que ver con 
una reclamación ordinaria. Se trata de 
una regulación hipotecaria. Y por esto 
esta regulación no estaba radicada en 
la LEC, sino en la Ley y en el Regla-
mento Hipotecario.

LA EJECUCIÓN ACTUAL Y SU 
DEBILIDAD

El art. 129 de la actual Ley Hi-
potecaria dice lo siguiente: 

«1. La acción hipotecaria podrá 
ejercitarse:

a) Directamente contra los bienes 

hipotecados sujetando su ejercicio 
a lo dispuesto en el Título IV del 
Libro III de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, con 
las especialidades que se estable-
cen en su Capítulo V.

Se dispone, pues, la defunción 
del viejo y antes aludido art. 131 
de la LH. En su lugar, serán de 
aplicación los arts. 681 a 698 de 
la hoy vigente LEC. Como vamos 
a ver, no se trata solo de un cambio 
de sede, sino de algo mucho más pro-
fundo. El carácter rígido, enérgico, es 
decir, contundente, del art. 131 de la 
LH, cede paso a una regulación que 
carece de aquella contundencia.

      	5  Vide antepenúltimo páfo. del art. 132 de la antigua LH.
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En efecto:

Aunque ciertamente es una venta-
ja para el acreedor la posibilidad 
de suplir para el caso de no tener 
éste en su poder la primera copia 
del título ejecutivo (tradicional exi-
gencia del art. 317, núm. 4 de la propia 
LEC) consistente en poder presentar 
en su lugar una certificación del Re-
gistro (substitución expresamente per-
mita por el art. 685.2, inciso 2º de la 
hoy vigente LEC), aparecen diversas 
situaciones lesivas de suspensión:

a) La del art. 691, núm. 5 de la vi-
gente LEC, que dice: «Cuando le 
conste al Secretario judicial la de-
claración de concurso del deudor, 
suspenderá la subasta aunque ya 
se hubiera iniciado. En este caso 
se reanudará la subasta cuando se 
acredite, mediante testimonio de la 

resolución del Juez del concurso, 
que los bienes o derechos no son 
necesarios para la continuidad de la 
actividad profesional o empresarial 
del deudor, siendo de aplicación lo 
dispuesto en el apartado 2 del artí-
culo 649. En todo caso el Registra-
dor de la Propiedad notificará a la 
Oficina judicial ante la que se siga 
el procedimiento ejecutivo la ins-

cripción o anotación de concurso 
sobre la finca hipotecada, así como 
la constancia registral de no estar 
afecto o no ser necesario el bien a la 
actividad profesional o empresarial 
del deudor.»

b) Pero lo más grave es lo siguiente:

El art. 695 de la hoy vigente 

“El acreedor hipotecario, que entrega 
una determinada cantidad con garantía 
hipotecaria, aspira a que en tanto que 
dicha cantidad se recibe por el deudor, la 
devolución en sus términos pactada, sea 
ineludible”
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“Si las cláusulas abusivas por su afectación 
esencial, anulan el contrato, es más sencillo 
y menos traumático que éste desaparezca 
ab initio, en lugar de desaparecer más 
tarde, al vencimiento, y después de que el 
deudor ya había percibido indebidamente 
la cantidad mutuada quedando el acreedor 
gravemente perjudicado”

LEC que establece el elenco de 
las causas	 de oposición men-
ciona, entre ellas, la de núm. 4 
que reza así:

«4º. EL carácter abusivo (6) de 
una cláusula contractual que 
constituya el 	fundamento de la 
ejecución o que hubiere deter-
minado la cantidad exigible».

El carácter abusivo  es, pues, un 
concepto próximo a la propia 
indeterminación.

La constitución de una garantía 
hipotecaria requiere plena percep-
ción del contenido de su objeto al 
otorgar la escritura de hipote-
ca, no después. Por esto, la es-
critura de constitución de hipoteca 
exige certeza, tanto en la obligación 
principal como en la propia garan-
tía hipotecaria accesoria y, por ello, 
es preciso esencialmente  el aleja-
miento de discrecionales inefica-
cias.

Las consecuencias de esta nueva 
regulación no pueden ser más noci-
vas. El párrafo inmediatamente si-
guiente al antes transcrito (art. 695, 
1, 4º LEC) dice esto:

«Formulada la oposición (solo 
dice “formulada”, y no dice estima-
da) a la que se refiere el apartado 
anterior (7) el secretario judicial 	
suspenderá la ejecución y con-
vocará a la partes a una 	
comparecencia ante el Tribunal que 
hubiere dictado la orden general de 
ejecución, debiendo mediar quince 
días desde la citación, comparecen-

cia en la que el Tribunal oirá a las 
partes, admitirá los documentos 
que se presenten (todos, pues no se 
establece normas de criterio 	 de 
admisión) y acordarán en forma de 
auto lo que se estime (?) proceden-
te dentro del segundo día».

A su vez, el páfo. 2º del núm. 3 del 
citado artículo 695 de la vigente 
LEC dispone lo siguiente:

«De estimarse la causa 4ª, se 
procederá al sobreseimiento de 
la ejecución cuando la cláusula 
contractual fundamente  la eje-
cución. En otro caso   se conti-
nuará la ejecución con la inapli-
cación de la cláusula abusiva».

Pero, a la sazón, el deudor  ya tiene 
en su poder, ya ha cobrado a título 
de prestatario, la cantidad mutua-
da.

El acreedor hipotecario que 
entrega una determinada canti-

dad con garantía hipotecaria as-
pira a que en tanto que, dicha 
cantidad se recibe por el deudor 
la devolución en sus términos 
pactada sea ineludible. Quiere, en 
fin, que la verificación de su acepta-
ción, prestación del consentimiento, 
se realice en el momento de la en-
trega y de la consiguiente constitu-
ción e inscripción constitutiva. Por 
esto, a veces, dado lo dispuesto en 
el art. 145 de la L.H. (La hipoteca 
no existe si no esta inscrita en el 
Registro) algunos bancos no entre-
gan al deudor la cantidad que le 
prestan hasta después de inscrito 
el título hipotecario en el Registro.

La verificación de la legalidad 
se efectúa, al tiempo de la constitu-
ción, después de pasar los siguientes 
filtros:

Primero – La augusta verificación 
notarial. El notario es una propia 
autoridad que está especialmente 
llamado a verificar la legalidad del 

      	6  La expresión «carácter abusivo» proporciona una evidente inseguridad jurídica, por su vaguedad e impresión. «El carácter abusivo» es una expresión 
vaga, imprecisa, totalmente alejada del establecimiento de unos límites claros y precisos que excluyan cualquier posibilidad de oposición en su propio 
fundamento. Su vaguedad debilita extraordinariamente la contundencia e imperativa seguridad de que si no se paga, si no se cumple, la finca sale a 
subasta.													           
7  La oposición «a que se refiere el apartado anterior» es tan vaga, imprecisa, abierta y pluriopresiva, que prácticamente carece de límites, pues se 
refiere al «carácter abusivo» de una cláusula contractual que constituya el fundamento de la ejecución o que hubiese determinado la cantidad exigible. 
Así pues, es esencialmente «el carácter abusivo» - concepto vago e impreciso – el que determina la posibilidad de oposición; es decir este «carácter» 
no tiene nada que ver con la precisa determinación de un carácter concreto, determinado y apreciable.
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acto (8) que lo autentica, en tanto que 
aprecia como no contrario a Derecho, 
sino como permanente legítimo. No 
hace falta insistir en que por su pre-
paración y honestidad esta primera 
calificación del Notario es sumamente 
reveladora.

Segundo – El Registrador, que en 
su función calificadora, determina 
o deniega la inscripción del título. Y 
en este caso, dado el carácter cons-
titutivo (9) de la inscripción para el 
nacimiento y existencia del derecho 
real de hipotecas, excusado es decir 
la importancia y seriedad de una ca-
lificación responsable. Es bastante 
extendida la costumbre de que la en-
tidad financiera prestamista no librea 
como tal acreedor la cantidad objeto 

del préstamo al deudor, hasta que el 
derecho real accesorio de garantía, es 
decir, el derecho real de hipoteca, al-
canza su efectiva existencia constituti-
va con la inscripción (10).

El más elemental sentido común 
indica que la verificación de la lega-
lidad la puntualización, todo ello ha 
de ser objeto de la oportuna reflexión 
responsable, en el momento de consti-
tuir. De aquí que sea en este momen-
to – el de constituir – en el que una 
debida reflexión de quienes califican 
pueda evitar el daño.

En resumen: La vaguedad pro-
pia de la denominación «cláusula 
abusiva» es incompatible con la 
rigurosa contundencia y eficacia 

que ha de predicarse de la obli-
gación principal, amparada por el 
derecho sucesorio real cual es la 
hipoteca.

Cuando la cláusula abusiva es pa-
tente y claramente intencional para 
causar daño, creemos sinceramen-
te que lo ilícito puede sobrepasar el 
mero ilícito civil. El empleo de la hi-
poteca como medio claro para defrau-
dar comporta una actitud grave, aviesa 
,que debe evitarse ab initio y utili-
zando aquel medio que sea el idóneo 
(vide art. 3 Cc) según el ordenamiento 
jurídico. Y es alarmante que estas si-
tuaciones se extiendan.

Pero, a su vez, el acreedor hipoteca-
rio sano y recto debe ser rigurosamen-

      	8  La experiencia notarial, autorizando negocio jurídico tras negocio jurídico, lo que constituye, la principal actividad de su función propia, claro está 
que le permite captar la exigida coincidencia de declaraciones de voluntad que manifiestan el consentimiento creador. Y esta es su ocupación funda-
mental, que unida a aquella preparación tan profunda que se exige  en las oposiciones notariales, conduce a la conclusión que ve, siente y comprende 
el sentido, alcance, intensidad y consiguiente legalidad de las cláusulas. Su potencia en conocer y su presumible honestidad en su quehacer, le propor-
cionan aquella suma autoridad (no se engaña porque sabe, ni engaña porque es honesto) para apreciar la legalidad. Creemos pues, firmemente que esta 
visión de la legalidad o ilegalidad del negocio, le permite proporcionar con plena justicia y eficacia, el control de legalidad. Y esto debería bastar.	
En realidad, nadie como el Notario está capacitado para entender el carácter específico de una cláusula concreta; nadie como él, puede efectuar una 
determinación, una concreción que el enunciado legal no precisa. El mismo legislador entiende y asume que el Notario está sumamente capacitado 
para generar una concreción en cada caso, cuyas características no resultan explícitamente de la Ley. Véase sino «ad exemplum» el apartado f) 
del numero 1 del art. 129 de la LH vigente.										        
Así pues, si el notario puede apreciar la legalidad o ilegalidad de una cláusula concreta integrada en la escritura que él autoriza, dado el principio de 
legalidad, es evidente que puede impedir que se otorgue la escritura ilegal.								     
Encima, si uno piensa en el criterio popular (art. 3 Cc) y en la autoridad del refrán «más vale prevenir que curar». ¿No seria evidentemente mucho 
mejor que las escrituras nocivas no se otorgaran?									       
Hay que hacer mérito del excelente artículo del Decano del Colegio Notarial de Cataluña, D. Juan Carles Ollé, que en la pág. 25 en la Revista Escri-
tura Pública núm. 93, mayo-junio del 2015, donde dice lo siguiente: «La mejor solución del problema de las cláusulas abusivas pasa por atribuir a los 
notarios un control de legalidad efectivo que nos permita rechazarlas. Una excelente noticia de la Jornada fue el anuncio por parte de la Subsecretaria 
del Ministerio de Justicia de que Gobierno tenía previsto aprobar próximamente una reforma legal precisamente en esta dirección. Es una reforma 
inexcusable y urgente, que generará consenso entre los operadores y será muy beneficiosa para los ciudadanos.»				  
9  Con la función calificadora del Registrador de la Propiedad, (función la dicha que es una proyección del principio de legalidad que informa el sistema 
hipotecario español) ocurre lo mismo. Pero con señalada intensidad (arts. 18, 19 y 19bis de la LH). Dado que la hipoteca solo existe cuando, superando 
la función calificadora del Registrador, se inscribe en el Registro gravado la hipoteca, de tal manera que, dado el carácter de inscripción constitutiva 
(repito núm. 2 art. 145 LH), solo existe la hipoteca cuando el título de ésta ha sido inscrito.						    
Ya se comprende que sin la inscripción en el Registro (en el folio correspondiente a la finca hipotecada) no hay hipoteca, y no hay inscripción, sin que el 
registrador haya calificado, salvaguardando el principio de legalidad, repito, legalidad del título (expresivo del contenido y características de la hipoteca 
garante de la obligación principal) – insisto – del título a inscribir.								      
Consideremos pues, la enorme trascendencia que por todo ello tiene el acto calificador del Registrador de la propiedad, ya que sin él (puesto que sin 
él no hay inscripción) ni siquiera existe (ni siquiera inter-partes) la hipoteca.							     
O se respetan aquellos preceptos de la Ley que tiene carácter imperativo («ius cogens») o las instituciones pierden todo sentido.			 
Con la claridad y rigurosa contundencia de cuanto se acaba de mencionar ¿cómo es posible que después resulte que un título hipotecario inscrito, 
no es válido porque, dado el contenido de sus cláusulas, es ilegal?								      
Nos parece que dada la absoluta exigencia de que el Registrador no puede inscribir sin calificar la legalidad del título que se inscribe y que por tanto no 
puede inscribir un título ilegal (tratándose de una ilegalidad que devendría del contenido mismo de las mismas cláusulas que figuran en él) ¿cómo es 
posible que se aprecie «a posteriori», en el proceso de ejecución, la existencia de una ilegalidad que el Registrador (llamado a calificar, como propio Juez 
territorial, como dicen, los juristas alemanes) no lo ha estimado, sino que, al revés, ha dicho (al calificar) que estaba acorde con el derecho, ejercitando 
éste su obligada función calificadora?											         
¿Acaso el Registrador (art. 65 LH) no sabe apreciar el valor y legalidad, el título, apreciando en su conjunto el título a inscribir?			 
E, insisto, no es mejor evitar el daño de efectuar la entrega del importe mutuado, y después sostener una ilegalidad, que ya era, acaso patente, en el 
mismo momento de su otorgamiento, sin que razón alguna justifique que un jurista autorizado en el cumplimiento de su deber dice que el negocio es 
válido y después, tendiendo exactamente a los mismo antecedentes y solo a ellos, se pueda sostener que alguna cláusula es inválida.			
10  Vide art. 145 L.H. vigente.



   Economist & Jurist   15

te respetado. La falta de sentido moral 
crea hoy sumas dificultades (11).

CONCLUSIÓN: LA SOLUCIÓN

Los resortes de verificación de 
la legitimidad jurídica y moral de 
la constitución de hipoteca hay 
que centralizarlos básicamente, 
al momento del otorgamiento de 

la escritura pública. Si una hi-
poteca es jurídica, socialmente 
deleznable, no debe escriturarse. 
El esfuerzo investigador de la legali-
dad ha de verificarse diligente-
mente al momento que precede al 
otorgamiento de la escritura pública 
de hipoteca. Si es una hipoteca 
inadmisible lo lógico, justo y so-
cialmente conveniente es que no 
se escriture, no que el mal de su 

otorgamiento pretenda remediarse 
con una oposición a la realización de 
valor, cuyos límites se presenten de 
una forma vaga, imprecisa, inoportu-
na y que generan el que en lo suce-
sivo puedan no otorgarse hipotecas 
útiles y de suma utilidad ante la pér-
dida de la confianza ante la carencia 
de confianza que suscita la debilidad 
de la carga (12).

      	11  El sentido moral informa clarísimamente nuestro Derecho  (ad exemplum vide arts. 7; 22.4, 1.275 y 1.396, etc. del Cc)			 
En realidad, el sentido moral, tiene un peso específico en el Derecho, del que no se debe, ni puede, ni es práctico prescindir. En este sentido, el art. 3 
del Cc al consagrar la influencia de la equidad es fundamental. Celso en aquella cita de Ulpiano dijo que «ius est ars boni et Aequi (D.I,1,1)».		
Siguiendo a Del Vechio podemos decir, que el Derecho (positivo) y la moral, puede representarse mediante dos círculos concéntricos; uno grande de 
más radio y otro (concéntrico) de radio más pequeño, de menor radio, representa el Derecho. Y es que el derecho, no comprende toda la moral (círculo 
grande), sino aquel mínimo ético, es decir, solo parte de la moral, que es indispensable (evidente sabor kantiano) para hacer posible indispensablemen-
te la convivencia social.												          
Así se entiende que por ejemplo aquellos malos deseos aquel odio consentido, aquel pensar como puedo hacer daño a mi enemigo, o aquel sentimiento 
profundo de desprecio o de asco e indiferencia con respecto a los hijos o indiferencia de estos frente a los padres, son todos ellos actos inmorales, ac-
tos, mejor sentimientos, que la moral prohíbe, pero están fuera del Derecho, están dentro del círculo más grande que es la moral, pero están fuera del 
círculo más pequeño que es el del Derecho. Solo cuando el pensamiento se traduce en actos externos, palabras, hechos, actos, decisiones, acciones, 
solo cuando este «hacer» tiene trascendencia externa estamos dentro del círculo más pequeño que es el derecho. Mientras estamos dentro del círculo 
más pequeño que es el derecho. Mientras yo desee el mal para mi enemigo,  y piense que deseo matarle, estoy en una despreciable actitud moral, pero 
el delito (campo jurídico, círculo pequeño) lo cometeré, cuando mate, o cuando  haya hecho lo posible para matar (delito frustrado) o haya hecho actos 
insuficientes encaminados a matar (tentativa), solo entonces se abre la puerta al Derecho Penal, o en actos de menor licitud al derecho civil; acciones 
indemnizatorias (art. 1.101 – contractual – o 1.902 extracontractual). Cuando yo pienso que quizá podría incumplir un contrato, o votar en contra de 
acuerdos convenientes para la sociedad de la que soy socio, estoy en la zona que solo es moral (círculo grande) pero cuando pase a la acción, y vota 
o incumpla, entonces ya he penetrado en el círculo del Derecho. Total: Que el derecho siempre es moral, ha de ser moral («Lex erit honesat» decía 
San ISIDORO, Obispo de Sevilla). La moral, en cambio, no es todo Derecho, sino que solo es Derecho aquella parte mínima que es necesaria para la 
convivencia social.												          
12  Vide supra notas 8 y 9.
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LA PROTECCIÓN AL DÉBIL

1. Claro que, enérgicamente, hay 
que proteger la débil. Claro que máxi-
me, en situaciones de conmoción eco-
nómica, hay que evitar el aprovecha-
miento del débil en beneficio injusto 
,socialmente del más poderoso. Eso sin 
duda.

Pero es más sano evitar el mal, que 
no conociendo su realidad, aceptar y 
permitir su constitución, para después 
procurar remediar el mal causado. Es 
evidente que lo más racional, oportu-
no, justo y socialmente conveniente 
es adoptar dispositivos encaminados a 
evitarlo (13).

Esto quiere decir sencillamente que 
todo el peso legislativo debe gravitar – 
máxime en este caso – en agrandar el 
esfuerzo de verificación al momento 
de otorgar la escritura de  hipoteca, 
antes de librar la cantidad mutuada. 
Evitar el abuso, evitar el imperio 

y el mal de las cláusulas abusivas, 
claro que debe efectuarse, pero 
debe efectuarse impidiendo que 
se inicie la ejecución del abuso, ya 
desde el principio. Si el mal está en 
la constitución de un préstamo con hi-
poteca repugnante y abusivo que se ve 
y se percibe en la existencia de «cláusu-
las abusivas», estas cláusulas ya están 
en el momento de escriturar el repug-
nante artilugio; lo justo, lo debido y 
lo socialmente conveniente es no 
dejar constituir el artilugio. Quiero 
decir que debe evitarse toda banalidad, 
toda superficialidad, toda ligereza en 
el acto de constituir la hipoteca. En 
suma, es inconcuso que lo oportu-
no – si se puede – es evitar el daño. 
Lo peor, en cambio, es por una como-
didad constitutiva permitirlo y después 
intentar repararlo.

2. Bajo un punto de vista de pira fe-
nomenológica, la génesis del mal que 
sufre el sujeto pasivo del abuso está en 
el préstamo mismo o en causas ante-

riores. No siempre está en el préstamo 
mismo. Una víctima grave de un abu-
so anterior, claro que antes de perecer, 
prefiere equivocadamente prolongar 
su agonía y hasta hipotecar su vivien-
da habitual. Que desastre. Pero el mal 
no radica en la hipoteca, sino en causas 
sociales más profundas, es decir, ade-
cuadas.

Queremos decir empero que toda la 
atención, toda la verificación, debe in-
cidir en prevenir y evitar la génesis del 
mal. Si éste se produce, si este daño ya 
impide al desafortunado rehacerse, es 
malo para él agravarle el daño permi-
tiéndole la constitución de la hipoteca. 
Aún se arruina más y antes.

Si, en cambio, lo que se quiere es 
auxiliar al necesitado mediante instru-
mentos legales, hay que crear de lege 
ferenda instrumentos oportunos en lu-
gar de disponer, por vía indirecta, como 
auxiliante a sectores distintos de la 
sociedad extraños a la generación del 

      	13  Vide supra notas 8y 9.
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daño. La reparación debe estar a car-
go, bien del contratante (art. 1.101 del 
Cc), bien del que haya causado el daño 
sin ser contratante (art. 1.902 del Cc) 
y, en último término, toda la sociedad.

3. Debilitar la hipoteca, como he-
mos visto, no es la solución. No es 
este el camino. Y es que la riqueza no 
la genera el Derecho, ni sus reformas. 
La riqueza se alcanza con la mejor acti-
vidad que la genera – y su fomento – y 
con la justa y socialmente correcta dis-
tribución, sin olvidar que el estímulo de 
quien la genera es indispensable.  No es 
objeto de este modesto ensayo indicar 
como se hace para mejorar la situación 
social. Solo indicar que ensañarse o 
hacer desaparecer la hipoteca no es la 
solución. La hipoteca es un derecho 
real accesorio de garantía que suma 
utilidad, como dejó bien claro Roca 
Sastre (14).

4. Si los prestamistas no disponen 
de un medio serio que garantice la 
recuperación  del dinero, los presta-
tarios serán gravemente perjudicados 
(precisamente como parte débil) en 
sus intereses, porque les será mucho 
más difícil alcanzar préstamos. Y a los 
prestamistas, las entidades financieras, 
también, pues perderán un lucro lícito 
que contribuye a su indispensable con-
tribución a la fluidez de la circulación y 
distribución de los bienes, a semejan-
za del aparato circulatorio del cuerpo 
humano. Sin circulación no hay vida 
económica.

La justicia social exige la debida 
asistencia a los más necesitados, sobre 
todo si su situación, como tantas veces 
ocurre, no es debida a su conducta des-
viada e imprevisión, sino al contexto 
social. La justicia social  tiene sus im-
perativos que, aún no siendo objeto de 

este análisis, sí que evidentemente de-
ben ser atendidos pero la destrucción 
o debilitación hipotecaria en nada con-
tribuye a esta ansiada satisfacción del 
debido equilibrio social.

5. En suma, que la excesiva pro-
tección convierte al hiperprote-
gido en desprotegido. El deudor 
hipotecario, excesivamente protegido 
por una debilitación de la hipoteca, se 
queda sin ella y consecuentemente sin 
préstamo y por ello sin auxilio.

HACIA UNA CONCLUSIÓN

Visión global

1. Claro que hay que evitar que 
la  hipoteca resulte perjudicada como 
efectiva garantía real de los negocios 
jurídicos normales, exigibles y no con-
taminados. El hecho de quedar perjudi-
cado un complejo negocial hipotecario 
ordinario, para proteger legislativamen-
te una situación especial (dañando la 
eficacia de todos las hipotecas, incluso 
de las ordinarias y normales), es social-
mente inoportuno y jurídicamente in-
justo. Hay que evitarlo.

2. Por otro parte, y prescindiendo de 
lo expuesto en el número anterior, no 
es claro que contemplando solamente a 
la constitución de hipoteca en garantía 
de un préstamo, atendiendo al sentido 
de las cláusulas que se integran en tal 
negocio jurídico, se consiga un remedio 
que es operativo después de iniciada 
la ejecución, ampliando las causas de 
oposición.

Es evidente que es mejor evitar des-
de el inicio el defecto. Y ello es posible.

3. Como ya se ha explicado (15), el 

ensanchar las causas de oposición es 
propiamente nocivo (máxime si son 
evitables porque las causas ya son cla-
ramente visibles al momento de perfec-
cionar el contrato).

4. Consecuentemente, creemos 
que un negocio jurídico nefasto y cier-
tamente repudiado por la consciencia 
social queda contaminado si, pese a la 
visibilidad y fácil detectación del mal, 
(pues todo depende del texto literal de 
las cláusulas y de su lectura se deduce 
su perversidad) se mantiene vigente y 
operativo para alcanzar  solo una subsa-
nación al final de la vida del contrato, 
después del vencimiento, ya en trámite 
de oposición. Los inconvenientes que 
ello comporta son:

a) El transcurso de un tiempo en 
donde aparece como vigente y  váli-
do aquello que no lo es. Transcurre, 
pues, un tiempo equivocado y por 
ende perdido.

b) Vencido el contrato se abren más 
las causas de oposición y hay que 
denunciar así el contrato, siguiendo 
entonces tardíamente el trámite.

c) Si la oposición se estima por ra-
zón de cláusulas abusivas no esen-
ciales, como desaparecen las cláu-
sulas abusivas, se torna operativo un 
contrato que no es el mismo que se 
pactó, sino otro en el que aparece la 
supresión de las cláusulas abusivas, 
y así, el consentimiento operativo ya 
no es el mismo querido, sino otro con 
objeto distinto.

d) Si las cláusulas abusivas por 
su afectación esencial anulan el 
contrato es más sencillo y menos 
traumático que éste desaparezca 
ab initio, en lugar de desapare-

      	14  El derecho hipotecario glosado en las sucesivas ediciones del tratado, escritas por Roca Sastre, después por Roca Sastre en colaboración muy 
importante y docta con su hijo Luis Roca-Sastre Moncunill, y después la edición con autoría de ambos y colaboración de Bernà, merecen la máxima 
atención. 													           
15  Vide supra «IV.- La ejecución actual y su debilidad»
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cer más tarde, al vencimiento, y 
después de que el deudor ya había 
percibido indebidamente la cantidad 
mutuada, quedando el acreedor gra-
vemente perjudicado.

e) Aunque es deber social proteger 
al débil y menos ducho en artilugios 
jurídicos, la limpieza y claridad que 
se proyecta de evitar el desaguisado, 
más la limpieza que genera – con una 
función pedagógica , la frustración ab 
initio de convenios nefastos o repro-
bables, induce a inclinarse por la evi-
tación del mal, como algo mejor que 
efectuar una preservación de éste, 
tardía y mediante la creación – por 
la autoridad judicial – de un negocio 
jurídico modificado que ciertamente 
no es el consentido, al menos por 
ambas, y en realidad por ninguna de 
ellas.

f) Si se atiende a los inconvenientes 
que el sistema de tardía modificación 
acarren, afectando a situaciones co-
rrectas y normales, como hemos vis-
to, es obvio que hay que optar por la 
evitación del mal en lugar de optar 
por una modificación tardía y nociva.

Operatividad Fáctica

1. El complejo negocial (estableci-
miento del mutuo más la constitución 
del derecho real accesorio de garantía 
cual es la hipoteca) que al tiempo de 
perfeccionarse requiere el otorgamiento 
en escritura pública más – constitutiva-
mente – la inscripción en el Registro de 
la propiedad, extendida en el folio co-
rrespondiente a la finca hipotecada (art. 
145 L.H.) y siendo  las cláusulas abusi-
vas – de existir – una más de la cláusulas 
del negocio jurídico y siendo por tanto 
abiertas y visibles, por profesionales 
competentes (vide supra notas 8 y 9), 
más que por el deudor atribulado, atur-

dido y necesitado que busca tener dine-
ro es clarísimo que estos profesionales 
importantes, están plenamente capaci-
tados (16) para ponderar las cláusulas, 
entenderlas y detectar las abusivas.

2. ¿Quiénes son estos profesionales? 
Dejando aparte los letrados asesores – 
que no siempre los hay para el deudor 
que quiere confiar en la entidad banca-
ria con el menor gasto posible –, están 
el Notario autorizante y el Registrador 
de la propiedad. Ellos sí pueden verlos, 
son entendidos y presumiblemente, con 
mucha razón, – honestos. Solo hace 
falta reforzar y amparar su deber 
de verificaficación con el estableci-
miento de una mayor explicitación 
de tal deber jurídico.

3. El necesario amparo del No-
tario. El establecimiento expre-
so de este deber jurídico, por ley, 
ampara al Notario y al Registrador 
frente al Banco de una manera es-
pecial. El Notario no puede aparecer 
como un exagerado, (vulgarmente un 
tiquismiquis) sino como rigurosamente 
obligado, quedando así generalizada 
la obligación para todo Notario porque 
ni él ni ningún otro pueden prescin-
dir de su rechazo a autorizar un negocio 
jurídico no legítimo. Claro que basta su 
auténtica honestidad natural y su autori-
dad (tienen autoridad porque saben y no 
se engañan y porque son rigurosamen-
te honestos y no engañan a los demás), 
pero la disposición legislativa ad hoc 
hace inútil cualquier intento de la 
entidad financiera (no creemos en ta-
les intentos, dada la corrección general 
de las entidades financieras) de susti-
tuir a un Notario por otro imagi-
nado al que, por su amabilidad, erró-
neamente le atribuyen un más amplio 
criterio. Se trata de universalizar y expli-
citar el deber de no escriturar todo aquel 
negocio jurídico que contenga cláusulas 

abusivas (vide supra final nota de pie de 
página núm. 8 la opinión del Decano del 
Colegio Notarial de Cataluña, D. Joan 
Carles Ollé).

4. Establecido más claramente legis-
lativamente este deber, ocurrirá que el 
Notario no autorizará la escritura, y sin 
escritura (art. 145 LH) no hay hipoteca 
(17).

Lo mismo hay que decir de la segun-
da barrera que es la función calificadora 
del Registrador de la Propiedad, que – 
aún sin ser necesario – recurrirá la clara 
explicitación de la prohibición de que en 
la finca a hipotecar se inscriban el título 
que sirve para constituir la hipoteca.

Así, si fallara la prohibición notarial, 
la falta de inscripción (necesaria: art. 
145 LH) evitaría entonces el desaguisa-
do dado el texto – repito – del art. 145 
de la LH.

5. Ante la sucesiva imposibilidad 
de dar variabilidad y eficacia a los con-
tratos con cláusulas abusivas, bien pron-
to los acreedores no perderán el tiempo 
y el coste operativo de transformación 
con preparación de negocios jurídicos 
que no pueden alcanzar viabilidad. En 
muy poco tiempo quedará su existencia 
borrada de la realidad (18).

Erradicar un mal definitivamente 
es, no solo un bien para las víctimas y 
para los otorgantes de contratos recha-
zables, sino que es un bien social, por 
el hondo sentido que tiene esta peri-
clitación del mal. Es un bien evitar un 
mal, evitémoslo.

6. Ya sé que los Notarios y Registrado-
res pueden pensar – y no sin razón – que 
se les carga con un deber, a la postre, ex-
cesivo. Pero solo han de pensar que, tan 
pronto cumplen con la obligación que 

      	16  Es importante estar supra a las notas de pie de página 8 y 9.								      
17  Vide supra nota 8.												          
18  Vide supra nota 8.



   Economist & Jurist   19

tienen (y máxime con el remedio que 
se patrocina), bien pocas veces más ten-
drán que actuar tales deberes, porque 
rápidamente estos contratos nocivos 
enseguida desaparecerán.

El Camino Operativo

En todo el territorio Nacional el poder 
legislativo, con sus poderosos medios de 
asesoramiento jurídico, y la autoridad 
de las comisiones legislativas y diversos 
órganos, puede crear la oportuna norma 
jurídica que, derogando expresamente la 
actual reforma, suprima esta apertura o 
ensanchamiento de las causas de oposi-

ción y refuerce este deber de proteger la 
legalidad, específicamente en cuanto a 
tales cláusulas abusivas.

E, insisto – así las cosas – este mal 
pasará a la historia. n

Conclusiones

•	 Esta es la solución. Erradicar el mal es un bien. El proceso de erradicación será breve, muy breve. Y mucho 
mejor que una ampliación de las causas de oposición que debilitan todas las hipotecas, incluso las correctas, 
y causan así un mal general

•	 Una disfunción requiere remedios específicos. No es conveniente arreglar una disfunción específica, compro-
metiendo la regulación general
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La prescripción y la caducidad en 
derecho Administrativo
Dos Instituciones vinculadas al espacio temporal 

del comienzo y finalización del procedimiento 

Javier Such Martínez. Letrado Director de los Servicios Jurídicos de la Universidad de 
Málaga. Miembro del Consejo Asesor de Gaona Abogados S.L.P

Cuando analizamos las figuras de la prescripción o de la caducidad irremediablemente, los juristas 
vinculamos tales conceptos al espacio temporal al que queda condicionado cualquier procedimiento. 
Prescripción y caducidad son instituciones jurídicas distintas aunque ambas quedan relacionadas con 
los momentos claves del inicio o de la terminación de cualquier procedimiento. A mi juicio ambas figu-
ras ponen de manifiesto un principio fundamental contemplado en nuestra Constitución como es el de 
legalidad y el de seguridad jurídica, estableciéndose con las dos figuras unas reglas esenciales que han 
de vincular por igual a la Administración y al administrado.

SUMARIO

1.	 La prescripción
2.	 La caducidad
3.	 La prescripción en el procedimiento sancionador
4.	 La interrupción del plazo de prescripción
5.	 La caducidad en el procedimiento sancionador

LA PRESCRIPCIÓN

Decimos que un acto -normalmen-
te objeto de sanción- o una acción 
está prescrita cuando ha transcurri-
do un espacio temporal contemplado 
en la norma que impide el inicio del 

procedimiento bajo un amparo de la 
legalidad.

No sería posible pues, legalmente, 
iniciar un procedimiento sancionador 
frente a una infracción cometida en 
el pasado más allá del límite tem-

poral que, en cada momento (depen-
diendo de la infracción), establece la 
Norma: por ej.: Seis meses para in-
fracciones de carácter leve; dos años 
para las graves, etc…depende por tan-
to del plazo de prescripción que para 
cada supuesto establezca la respecti-
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va Norma Legal, de manera tal que, 
una vez transcurrido dicho plazo, 
la Administración pierde la oportu-
nidad de iniciar el procedimiento 
sancionador contra el administrado. 
La infracción ha prescrito y ya no 
puede ser sancionada.

De manera similar resulta de apli-
cación la institución de la prescrip-
ción, cuando se trata de ejecutar las 
sanciones resultantes del procedi-
miento sancionador. Tales sanciones, 
una vez impuestas y sin posibilidad 
de recurrirse en vía administrativa, es 
decir firmes, solamente pueden mate-
rializarse en el espacio de tiempo que, 
para cada caso, establece la respecti-
va Norma Legal de tal manera que, 
transcurrido dicho plazo sin haberse 
ejecutado, la sanción queda asimismo 
prescrita. La Administración por 
tanto, desde ese momento pierde 
toda acción para ejecutar la san-
ción.

Por consiguiente, las consecuen-
cias de la prescripción son in-
dudablemente determinantes, la 
extinción de la responsabilidad 
del infractor o del sancionado, 
de manera tal que observada la 
prescripción de oficio por la Ad-
ministración o invocada y proba-
da por el interesado, se extingue 
definitivamente la responsabili-
dad, sin que sea posible, desde 

ese momento, iniciar o continuar 
el procedimiento, pues éste sim-
plemente ya ha fenecido.

LA CADUCIDAD

A diferencia de la prescripción, 
cuando se invoca la figura de la ca-
ducidad nos estamos refiriendo al es-
pacio temporal máximo que pue-
de durar un procedimiento; esto es: 
el plazo máximo que puede abarcar 
el procedimiento desde su inicio 

“Observada la prescripción de oficio por la 
Administración o invocada y probada por 
el interesado, se extingue definitivamente 
la responsabilidad, sin que sea posible, 
desde ese momento, iniciar o continuar el 
procedimiento”
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“En ningún caso, la reanudación del plazo 
significa que se le habrá de sumar el 
tiempo pasado hasta entonces, a efectos de 
computar la prescripción”
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hasta su fin; de manera que, cuando 
se inicia un procedimiento sancio-
nador necesariamente debe quedar 
finalizado dentro de esos márgenes 
temporales que para cada supuesto 
establece la norma ya que, si tal espa-
cio temporal se sobrepasa o se excede 
sin justificación, indefectiblemente 
debe ponerse fin al procedimiento en 
el estado en que se encuentre, decla-
rándose caducado y debiéndose co-
menzar de nuevo desde la casilla de 
salida; claro está, siempre que para 
entonces la infracción no hubiera 
prescrito.

El Tribunal Supremo (sentencia de 

13 de enero de 2010 rec.1279/2007) 
ha declarado que la caducidad de 
los procedimientos sancionado-
res es una institución jurídica 
con la que se trata de evitar la 
tardanza injustificada en resolver 
aquéllos, por entender el legisla-
dor que los sujetos expedientados 
se encuentran en una situación 
desfavorable que no ha de alargar 
indebidamente la Administración 
sancionante.

La caducidad, por tanto, es la 
consecuencia inmediata que se 
produce ante el incumplimiento 
de los plazos máximos que tiene 

la Administración para comen-
zar y finalizar un procedimiento. 
Excedida de esos plazos, el procedi-
miento caduca; ahora bien, como a 
continuación observaremos, ese plazo 
máximo puede quedar interrumpi-
do, excepcionalmente, por las causas 
expresamente admitidas en la norma 
que rige el procedimiento, por ejem-
plo: la prejudicialidad penal; esto es: 
el estar pendiente en los Tribunales de 
lo penal una causa basada en la mis-
ma infracción, en cuyo caso, queda 
suspendido el plazo máximo de reso-
lución del procedimiento sancionador 
hasta que se resuelva la causa penal.

LA PRESCRIPCIÓN EN EL 
PROCEDIMIENTO SANCIONADOR

 La institución jurídica de la pres-
cripción en el marco del procedi-
miento sancionador queda expresa-
mente recogida, actualmente, en el 
artículo 132 de la Ley 30/1992, sobre 
Régimen jurídico de las Administra-
ciones Públicas y Procedimiento Ad-
ministrativo Común. Dicho precepto 
viene a regular la prescripción tanto 
de las infracciones cometidas como 
de las sanciones impuestas.

En efecto, respecto a las infrac-
ciones, el precepto citado realiza en 
primer lugar una remisión expresa a 
lo que en cada caso venga a disponer 
la Ley que regule el procedimien-
to sancionador. No obstante, si nada 
dice la respectiva Ley, con carácter 
supletorio el artículo 132 establece 
unos plazos de prescripción asociados 
al tipo de infracción: Muy graves tres 
años; graves dos años; leves seis me-
ses. De igual manera, establece ese 
régimen supletorio en lo que se refiere 
al plazo de prescripción de las sancio-
nes: Muy graves tres años; graves dos 
años y leves al año. Este apartado del 
precepto es prácticamente idéntico al 
que se contiene en el artículo 30 de 
la nueva legislación, esto es, la Ley 
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“Las causas más frecuentes de suspensión 
son; la existencia de una prejudicialidad 
penal según ya comentábamos, la 
necesidad de solicitar un informe preceptivo 
y determinante para la Resolución que se 
ha de dictar, o la solicitud excepcional de 
ampliación del plazo máximo que realice el 
instructor al órgano que ha de resolver”

40/2015 de 1 de octubre, de Ré-
gimen Jurídico del Sector Público 
que entrará en vigor el próximo día dos 
de octubre del presente año 2016.

Cuestión esencial viene a ser el de-
nominado “díes a quo”, o inicio del 
plazo para el comienzo del cómputo 
de prescripción de la infracción; esto 
es, el inicio del cronómetro proce-
dimental o de la cuenta atrás. Sobre 
dicha cuestión, la Ley es clara al 
respecto: el comienzo de la pres-
cripción arranca desde el día en 
que fue cometida la infracción.

Sin embargo, en ocasiones, nos po-
demos encontrar con situaciones sin-
gulares o especiales, cual es el caso de 
comisión de faltas continuadas. En 
tales supuestos, un sector impor-
tante de la jurisprudencia consi-
dera que el comienzo del cómputo 

o el díes a quo a tener en cuenta 
para el plazo de prescripción se 
producirá solo desde el momento 
en que se deje de cometer la falta, 
o se cese en la infracción objeto 
del procedimiento sancionador. 

(Entre otras, sentencia de la Sala de lo 
Social del Tribunal Superior de Justi-
cia de Andalucía, con sede en Málaga, 
de fecha 19 de abril de 2012, tratando 
una falta disciplinaria de un empleado 
público).
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Esta última cuestión no contem-
plada en el vigente artículo 132 de la 
Ley 30/1992, y por ello suplida por la 
jurisprudencia, queda ya de manera 
expresa solucionada en la citada Ley 
40/2015, de Régimen del Sector 
Público, que como hemos anticipa-
do entrará en vigor el próximo octu-
bre; concretamente en el ya referido 
artículo 30 de dicha Ley, viene a 
disponer:

“El plazo de prescripción de las in-
fracciones comenzará a contarse desde 
el día en que la infracción se hubiera 
cometido. En el caso de infraccio-
nes continuadas o permanentes, 
el plazo comenzará a correr desde 
que finalizó la conducta infracto-
ra.”

LA INTERRUPCIÓN DEL PLAZO 
DE PRESCRIPCIÓN

Volviendo a la actualidad, el hasta 
ahora vigente artículo 132 de la Ley 
30/1992, viene a indicar expresamen-
te que el plazo de prescripción se 
interrumpe, y en consecuencia 

comienza de nuevo, con el inicio 
del procedimiento sancionador; 
ahora bien, si el procedimiento una 
vez iniciado estuviera paralizado du-
rante el plazo de un mes por causas 
ajenas al imputado, se reanudará de 
nuevo el plazo de prescripción. 
Respecto a las posibles dudas 
que pudiera suscitar el concep-
to que utiliza el precepto- “rea-
nudándose el plazo”- resulta muy 
ilustrativa la aclaración realizada por 
la reciente Sentencia de nuestro Tri-
bunal Supremo, Sala Tercera de 9 de 
febrero de 2015, indicándose en sus 
fundamentos lo siguiente:

“Cuando está corriendo el plazo 
de prescripción de las infracciones, su 
cómputo queda interrumpido por la 
incoación del procedimiento (o, en su 
caso, según las legislaciones sectoriales, 
por actos previos de investigación). A 
partir de esta interrupción si el proce-
dimiento sancionador incoado se para-
liza injustificadamente durante más de 
un mes comienza un cálculo nuevo del 
plazo, de modo que el tiempo anterior 
hasta entonces transcurrido deviene 
irrelevante con lo que, por emplear la 

expresión gráfica alguna vez utilizada, 
el “contador se pone a cero”. En algu-
na lejana sentencia de esta Sala (de 2 
de junio de 1987) decíamos que la in-
terrupción del curso de la prescripción 
determinaba que quedara ‘volatilizado’ 
el tiempo ya transcurrido y se iniciara 
un nuevo cómputo del plazo (en aquel 
caso quinquenal) de prescripción.

Es decir, según esta doctrina acu-
ñada por el Tribunal Supremo, el pla-
zo de prescripción comenzaría de 
nuevo una vez transcurrido el mes 
de paralización sin causa imputa-
ble al interesado, pero en ningún 
caso, la “reanudación” significa 
que se le habrá de sumar el tiem-
po pasado hasta entonces a efec-
tos de computar la prescripción.

Quizás por no resultar muy acerta-
do el término “reanudará”, la nue-
va Ley de Régimen Jurídico del 
Sector Público de nuevo corrige ese 
ambiguo concepto al indicar el artícu-
lo 30 de la Ley lo siguiente:

“Interrumpirá la prescripción la ini-
ciación, con conocimiento del interesa-
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do, de un procedimiento administrativo 
de naturaleza sancionadora, reinicián-
dose el plazo de prescripción si el 
expediente sancionador estuviera para-
lizado durante más de un mes por causa 
no imputable al presunto responsable.”

Queda pues más claro ahora, con el 
término reinicio, que empieza a com-
putar de nuevo el plazo.

Por otro lado, y en lo que se refiere 
a la prescripción de las sanciones, 
hemos de destacar como polémica 
aún viva en los Tribunales, si resulta 
computable a efectos de ganar la pres-
cripción, el tiempo que puede tardar la 
Administración en resolver un recurso 
administrativo contra la sanción im-
puesta o, por el contrario, ese tiempo 
al quedar fuera del procedimiento no 
se ha de contar para invocar la posible 
prescripción de la sanción.

Viene al hilo la anterior cuestión 
ante la redacción vigente del ya citado 
artículo 132 de la Ley 30/1992:

“3. El plazo de prescripción de las 
sanciones comenzará a contarse 
desde el día siguiente a aquél en que 
adquiera firmeza la resolución por 
la que se impone la sanción.”

La cuestión no deja de ser intere-
sante, una vez más, por la posible in-
fracción al principio de seguridad jurí-
dica que puede suponer el encontrarse 
ante una situación indeterminada y 
latente en la ejecución de la sanción 
hasta que sea resuelto un recurso ad-
ministrativo por la Administración sin 
que, mientras tanto, corra plazo algu-
no de prescripción de dicha sanción.

Pues bien esa cuestión quedó re-
suelta inicialmente por La STS, Sala 

Tercera, de 22 de septiembre de 2008, 
dictada en recurso de casación en 
interés de Ley y fijando la siguiente 
doctrina legal: “interpuesto recurso de 
alzada contra una resolución sancio-
nadora, el transcurso del plazo de tres 
meses para la resolución del mismo no 
supone que la sanción gane firmeza ni 
que se convierta en ejecutiva, de modo 
que no puede iniciarse el cómpu-
to del plazo de prescripción de la 
sanción».

Esta postura viene siendo avalada, 
de un parte, por la Sentencia del 
Tribunal Constitucional 37/2012, 
de 19 de Marzo, que no obstante 
contó con cuatro votos particulares 
discrepantes con el sentir del resto 
de magistrados, siendo el argumento 
esencial de esa discrepancia la vulne-
ración del principio de seguridad 
jurídica.
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Sin embargo, la más reciente Sen-
tencia de nuestro Tribunal Supremo 
de fecha 15 de febrero de 2013, ape-
nas ha movido un ápice, (con la sal-
vedad, de un voto particular dis-
crepante) de la doctrina establecida 
con anterioridad por el mismo Tribu-
nal, al indicar de nuevo lo siguiente:

“El transcurso del plazo legalmente 
previsto para la resolución del recurso 
de alzada no determina la firmeza del 
acto administrativo sancionador sino 
que ello únicamente habilita al in-
teresado para interponer recurso 
contencioso-administrativo con-
tra la desestimación presunta del 
recurso de ese alzada”.

Es decir, si la Administración tar-
da en resolver el recurso de alzada 
interpuesto contra una sanción más 
allá del plazo previsto para ello, (tres 
meses), solo conlleva que el admi-
nistrado pueda interponer recurso 
contencioso contra el silencio, e in-
cluso pedir responsabilidades por la 
tardanza en resolver, pero ese retraso 
en modo alguno implica la firmeza del 
acto sancionador ni por consiguiente, 
el comienzo del cómputo para lograr la 
prescripción. Por sí solo, por tanto, la 
desestimación presunta no conlleva la 
firmeza de la sanción recurrida, requi-
sito previo para que comience el plazo 
de su prescripción.

Pues bien, probablemente aten-
diendo a esas discrepancias por 
parte de un sector de la magistratura, 
la nueva Ley de Régimen Jurídico 
del Sector Público, (Ley 40/2015, 
de 1 de octubre), se hace eco de ello 
aportando como gran novedad en esa 
cuestión la siguiente redacción que 
entendemos es más clarificadora y 
sobretodo, más respetuosa con el 
principio de seguridad jurídica:

“3. El plazo de prescripción de las 
sanciones comenzará a contarse des-
de el día siguiente a aquel en que 

sea ejecutable la resolución por 
la que se impone la sanción o 
haya transcurrido el plazo para 
recurrirla.

Interrumpirá la prescripción la ini-
ciación, con conocimiento del intere-
sado, del procedimiento de ejecución, 
volviendo a transcurrir el plazo si aquél 
está paralizado durante más de un mes 
por causa no imputable al infractor.

En el caso de desestimación 
presunta del recurso de alzada 
interpuesto contra la resolución por 
la que se impone la sanción, el plazo 
de prescripción de la sanción co-
menzará a contarse desde el día 
siguiente a aquel en que finalice 
el plazo legalmente previsto para 
la resolución de dicho recurso.

Así pues, por un lado, se sustituye 
el término de firmeza de la vía admi-
nistrativa por el de “que sea ejecu-
table la sanción”

Pero especialmente, en defensa de 
esa seguridad jurídica auspiciada por 
un sector de la magistratura, se inten-
ta romper con esa indeterminación o 
condicionamiento que hasta ahora 
hay, dependiendo el inicio de la pres-
cripción de la voluntad de Resolución 
por parte de la Administración.

En efecto, con la nueva Ley 
40/2015 de 1 de octubre, (recorde-
mos que con entrada en vigor el 
próximo 2 de octubre del presente 
año), el comienzo de la prescrip-
ción de las sanciones impuestas 
se produce cuando finaliza el 
plazo para resolver el recurso de 
alzada, haya o no sido resuelto de 
manera expresa este último.

LA CADUCIDAD EN 
EL PROCEDIMIENTO 
SANCIONADOR

Ya indicamos en la introducción 
realizada sobre esta figura, que la 
institución de la caducidad queda, al 
igual que la prescripción, muy vincu-
lada al principio constitucional de se-
guridad jurídica. Una vez comenzado 
el procedimiento la Administración 
tiene un tiempo marcado para su 
terminación incurriendo, caso de ex-
ceder ese tiempo sin haber resuelto, 
en la caducidad de todo lo actuado. 
La particularidad que tiene la cadu-
cidad es que, una vez declarada la 
misma, no interfiere en el cómputo 
de la prescripción, esto es, caducado 
un procedimiento sancionador por el 
exceso del tiempo empleado en su 
inicio, tramitación y resolución, si se 
decidiera comenzar de nuevo, habría 
que verificar que la posible sanción 
no estuviera ya prescrita pues el tiem-
po empleado en el procedimiento ca-
ducado, queda completamente “bo-
rrado” y no afecta a la interrupción 
del plazo de prescripción.

Ahora bien, como ya anticipába-
mos, el plazo máximo para resolver un 
procedimiento sancionador podría 
quedar suspendido por los motivos 
justificados y previstos en la Norma, 
con lo cual, también quedaría retrasa-
do el plazo de caducidad. Las causas 
más frecuentes de suspensión del 
procedimiento en la vigente Ley 
30/1992, viene a ser, bien la exis-
tencia de una prejudicialidad pe-
nal según ya comentábamos, bien 
la necesidad de solicitar un in-
forme preceptivo y determinante 
para la Resolución que se ha de 
dictar, o bien la solicitud excep-
cional de ampliación del plazo 
máximo que realice el instructor 
al órgano que ha de resolver. En 
los anteriores supuestos el tiempo de 
suspensión no deberá abarcar más de 
tres meses, o en su caso, el contem-
plado en la norma sectorial que regu-
le el procedimiento sancionador.n
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PRESCRIPCIÓN

1. Los plazos de prescripción aparecen definidos en el artículo 132 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y atenderán a lo 
dispuesto en las leyes que establezcan 

En caso de no fijar plazos, serán los siguientes: infracciones muy graves, 3 años; infracciones graves, 2 años; infraccio-
nes leves, 6 meses

Estos plazos son idénticos a los fijados en el artículo 30 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público (en vigor a partir de 2 de octubre de 2016)

2.	 El cómputo de la prescripción de las infracciones comenzará desde el día en que la infracción fue cometida

3.	 El cómputo de la prescripción de las sanciones comenzará desde el día siguiente a aquel en que adquiera 
firmeza la resolución por la que se impone

4.	 La nueva Ley 40/2015, prevé en su artículo 30, que dicho plazo comenzará desde que la sanción sea ejecutable 
y si se interpone recurso de alzada, se computará desde que éste se resuelva de manera expresa o presunta 

CADUCIDAD

1.	 A tenor de los artículos del Reglamento del Procedimiento para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora, el 
cómputo del plazo de caducidad será el de la iniciación del procedimiento

2.	 El día final es el de la notificación al inculpado de la resolución sancionadora

Conclusiones

•	 La prescripción y la caducidad son figuras diferentes aunque ligadas ambas al procedimiento

•	 La prescripción afecta favorablemente al interesado, imposibilitando el inicio de un procedimiento por haber 
prescrito la infracción, o la ejecución de una sanción al haber prescrito la misma, una vez transcurrido el plazo 
en que pudo ejecutarse

•	 Las Instituciones de la Prescripción y Caducidad atiende básicamente al Principio de Seguridad Jurídica

•	 La Jurisprudencia ha venido resolviendo algunas dudas en la aplicación de ambas figuras, aunque con criterios 
discrepantes por parte de un sector de la doctrina

•	 La nueva Ley de Procedimiento del Sector Público, (Ley 40/2015, de 1 de octubre) que entrará en vigor el 
próximo día 2 de octubre, realiza algunas modificaciones en el procedimiento sancionador y clarifica algunas de 
esas dudas, respecto a la prescripción



   Economist & Jurist   29

Tel. 91 426 17 84 / info@libros24h.com

Acceda de una forma ágil y sencilla



30   Economist & Jurist   

derecho
civil

La prescripción y la caducidad en 
derecho civil

Julia Bañales Troncoso. Abogado. Montero-Aramburu Abogados
José María Martínez Solís. Abogado. Montero-Aramburu Abogados

Resulta innegable la influencia del tiempo en el mundo del Derecho, tanto objetivo como subjetivo. El 
transcurso del tiempo unido a la inacción del titular del derecho subjetivo, puede producir la extinción 
de la relación jurídica, del derecho o de la acción para ejercitarlo (prescripción extintiva o prescripción 
propiamente dicha; caducidad). Pero el transcurso del tiempo, unido a la existencia de una relación 
jurídica defectuosa en sus orígenes, también puede provocar la consolidación de esa relación jurídica y 
del derecho subjetivo a favor del titular de la misma (prescripción adquisitiva o usucapión).

Existen diversas teorías sobre el fundamento de la prescripción que pueden clasificarse en dos grupos: 
aquellas que ponen el fundamento de la prescripción en el abandono o renuncia que la inacción del 
titular de un derecho parece implicar (teorías subjetivistas), y aquellas otras que lo fundan en razones 
de necesidad y utilidad social y en beneficio de la seguridad jurídica (teorías objetivistas).

SUMARIO

1.	 Supuestos especiales											         
	 a) Modificación del plazo de prescripción de las acciones personales					   
	 b) Dies a quo

2.	 Interrupción de la prescripción
3.	 Jurisprudencia

En el Título XVIII del Libro IV 
del Código Civil se regula tanto la 
prescripción extintiva como la pres-
cripción adquisitiva o usucapión. El 
artículo 1.930 del C.C., primero del 

citado Título, se refiere al contenido 
de ambos tipos de prescripción, la ad-
quisitiva o usucapión, como modo de 
adquirir el dominio y demás derechos 
reales, y la extintiva, como modo de 

extinción de los derechos y las accio-
nes de cualquier clase.

La prescripción adquisitiva o 
usucapión, que puede definir-
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se como el modo de adquirir el 
dominio y demás derechos rea-
les por la posesión continuada 
y a título de dueño en el tiempo 
señalado por la Ley, puede ser 
ordinaria o extraordinaria. La pri-
mera se da a favor del usucapiente en 
que concurre la buena fe en su ad-
quisición y un justo título, siendo el 
tiempo de posesión exigido para los 
bienes muebles de tres años y, para 
los inmuebles, de diez si es entre pre-
sentes y de veinte entre ausentes. La 
segunda se funda exclusivamente en 
la posesión y no requiere ni buena fe 
ni justo título. El plazo de posesión 
exigido para esta es de seis años para 
los bienes muebles y treinta para los 
bienes inmuebles.

En relación a la prescripción 
extintiva, esta puede definirse 
como el modo de extinción de 
los derechos y las acciones por 
la inacción del titular de los mis-
mos durante el transcurso no 
interrumpido del tiempo deter-
minado por la Ley. Se suele dis-
tinguir de la caducidad o decadencia, 
a pesar de que ambas instituciones 
comparten los elementos del trans-
curso del tiempo e incidencia sobre 
una acción. La caducidad, conforme 
señala el Tribunal Supremo (Sala de 
lo Civil, Sección 1ª) en su sentencia 
núm. 594/2008 de 12 junio de 2008, 
“surge cuando la Ley o voluntad de 

LEGISLACIÓN

www.ksp.es

•	 Código Civil. (Normas básicas. Marginal: 3716).Arts.; 6.3, 21.4, 43, 
75, 76, 132, 133,136, 137, 140, 141, 168, 179, 180, 279, 293, 
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•	 Constitución Española. (Normas básicas. Marginal: 1). Art. 9.3

•	 Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, por el que se 
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“Las relaciones jurídicas nacidas entre el 
7 de octubre de 2005 y el 7 de octubre 
de 2015 prescribirán en todo caso el 7 de 
octubre de 2020”
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“La reforma de la LEC modifica el artículo 
1964 del Código Civil reduciendo de quince 
a cinco años el plazo de prescripción 
extintiva establecido para las acciones 
personales que no tengan señalado término 
especial”

los particulares señalan un plazo fijo 
para la duración de un derecho, de tal 
modo que transcurrido no puede ser ya 
ejercitado, nota característica que la 
diferencia de la prescripción, pues así 
como ésta tiene por finalidad la extin-
ción de un derecho ante la razón obje-
tiva de su no ejercicio por el titular, y a 
fin de evitar la inseguridad jurídica, en 
la caducidad se atiende sólo al hecho 
objetivo de la falta de ejercicio dentro 
del plazo prefijado, hasta el punto de 
que puede sostenerse en realidad que 
es de índole preclusiva, al tratarse de 
un plazo dentro del cual, y únicamente 
dentro de él, puede realizarse un acto 
con eficacia jurídica, de tal manera 
que transcurrido sin ejercitarlo impone 
la decadencia fatal y automática de tal 
derecho en razón meramente objetiva 
de su no utilización”. En consecuen-
cia, los principales efectos de esta 
distinción son:

–– Las acciones sujetas a caduci-
dad deben ser necesariamente 
ejercitadas dentro del plazo 
señalado, mientras que las so-
metidas a prescripción pueden 
perpetuarse por medio de la 
interrupción e, incluso, de la 
suspensión.

–– La caducidad puede ser apre-
ciada de oficio, a diferencia de 
la prescripción, que funciona 
siempre como excepción.

–– El favorecido por la prescripción 
puede renunciar a ella, mientras 
que la caducidad es irrenunciable.

Por otro lado, nuestra doctrina es-
tima que existen otras instituciones 
afines a la prescripción y a la caduci-
dad, entre las que cabe mencionar el 
plazo preclusivo, el no uso y la pres-
cripción inmemorial. 

Se conoce como plazo preclu-
sivo el plazo dentro del cual pue-
de realizarse un acto con eficacia 
jurídica. Existe discusión sobre si 
constituye una institución separada 
de la caducidad. Algunos autores se-
ñalan que la caducidad trata de dere-
chos existentes, mientras que el plazo 
preclusivo afecta a un derecho que 
no ha llegado a nacer. No obstante, la 
mayoría de la doctrina se muestra dis-
conforme con esta posición, por consi-
derar que tal distinción carece de valor 
práctico.

El no uso consiste en la extin-
ción de un derecho por falta de                         
aprovechamiento económico o mate-
rial de la cosa sobre la que el derecho 
recae. Albaladejo cita como casos de 
no uso los artículos 546. 2º y 548 del 
Código Civil, respecto a las servidum-
bres.

La llamada prescripción inmemo-
rial, según Ennecerus, no es en rigor 

una prescripción, pues el ejercicio 
o no ejercicio de un derecho desde 
tiempo inmemorial, no da lugar a la 
adquisición o pérdida de un derecho; 
simplemente origina una presunción 
jurídica de que el derecho ha nacido o 
se ha extinguido.

SUPUESTOS ESPECIALES

Modificación del plazo de 
prescripción de las acciones 
personales

Como hemos mencionado anterior-
mente, los plazos de prescripción se en-
cuentran, en su mayoría, regulados en 
el Título XVIII del Libro IV del Código 
Civil, cuyo régimen se ha mantenido 
inalterado desde su publicación hasta 
la reciente Ley 42/2015, de 5 de octu-
bre, de reforma de la Ley 1/2000, 
de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil, que entró en vigor el 7 de 
octubre de 2015 y modifica, entre 
otras cuestiones, el artículo 1964 
del Código Civil reduciendo de 
quince a cinco años el plazo de 
prescripción extintiva establecido 
para las acciones personales que 
no tengan señalado término espe-
cial, como es el caso de las que tengan 
por objeto exigir el cumplimiento de 
obligaciones contractuales. 

El objetivo de dicha trascen-
dental modificación, según se in-
dica en la exposición de motivos 
de la citada Ley, es la obtención 
de un equilibrio entre la conser-
vación de la pretensión e intere-
ses del acreedor y la necesidad de 
asegurar un plazo máximo. Cabe 
señalar que a nivel europeo existe una 
tendencia generalizada hacia el acor-
tamiento y la unificación de los plazos 
de prescripción.1

Este nuevo plazo general de pres-

      	1  Artículo InDret 3/2009 “La prescripción en los PECL y en el DCFR”. Andrés Domínguez Luelmo y Henar Álvarez Álvarez.
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cripción resultará de aplicación a las 
obligaciones nacidas a partir de la 
fecha de entrada en vigor de la Ley 
42/2015. Para las obligaciones naci-
das con anterioridad a esta fecha, la 
Disposición Transitoria Quinta de la 
mencionada Ley establece un régi-
men transitorio según lo dispuesto en 
el artículo 1939 del Código Civil que 
indica que “la prescripción comenzada 
antes de la publicación de este código se 
regirá por las leyes anteriores al mismo; 
pero si desde que fuere puesto en obser-
vancia transcurriese todo el tiempo en 
él exigido para la prescripción, surtirá 
ésta su efecto, aunque por dichas leyes 
anteriores se requiriese mayor lapso de 
tiempo”. De todo ello cabe deducir –
sin perjuicio de futuras interpretacio-
nes jurisprudenciales—las siguientes 
reglas sobre el plazo de prescripción 
extintiva de las referidas acciones per-
sonales que no tengan establecido tér-
mino especial:

–– A las relaciones jurídicas na-

cidas a partir de la fecha de 
entrada en vigor de la citada 
Ley 42/2015 (7 de octubre de 
2015) les resultará de aplica-
ción el nuevo plazo de prescrip-
ción de cinco años. 

–– Las relaciones jurídicas naci-
das entre el 7 de octubre de 
2005 y el 7 de octubre de 2015 
prescribirán en todo caso el 7 
de octubre de 2020.

–– A las relaciones jurídicas nacidas 
entre 7 de octubre de 2000 y 7 
de octubre de 2005 les resultará 
de aplicación el anterior de plazo 
general de prescripción de quince 
años. 

–– Finalmente, las relaciones jurídicas 
nacidas con anterioridad al 7 de 
octubre de 2000 estarían prescritas 
en la actualidad. 

De esta forma, el plazo de prescrip-

ción extintiva de las acciones perso-
nales que no tengan establecido un 
plazo especial se equipara al de aque-
llas previstas en el artículo 1966 del 
Código Civil que tengan por objeto el 
pago de: (i) pensiones alimenticias, 
(ii) rentas derivadas de arrendamien-
tos rústicos o urbanos o (iii) cualquier 
otro que se deba realizar por anualida-
des o en plazos. 

Dies a quo

El paso del tiempo extingue dere-
chos y acciones, sin embargo para em-
pezar a contar los plazos de prescripción 
extintiva y caducidad es importante en 
la práctica forense establecer con cer-
teza cuál es el dies a quo o fecha en que 
comienza a correr el plazo. Rige el prin-
cipio actio nodum nata non praescribi-
tur (la acción que todavía no ha nacido 
no puede prescribir)2, en consecuen-
cia, tal y como prevé el artículo 1969: 
“el tiempo para la prescripción de toda 
clase de acciones, cuando no haya dispo-

      	2  Vid. Sentencias del Tribunal Supremo de 27 de febrero de 2004, 24 de mayo de 2010 y 12 de diciembre 2011.
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“La posibilidad de interrumpir la 
prescripción extintiva por la vía de la 
reclamación extrajudicial, que tiene por 
efecto el reinicio del cómputo del plazo, 
puede realizarse por cualquier acto 
unilateral del acreedor que tenga por objeto 
la pretensión cuya prescripción está en 
curso, se efectué por su titular o cualquier 
persona legitimada y que se dirija contra el 
sujeto pasivo de la misma”

sición especial que otra cosa determine, 
se contará desde el día en que pudieron 
ejercitarse.” 

En efecto, el dies a quo es el día en 
que las acciones pudieron ejercitarse 
y coincide con el momento en que se 
disponga de los elementos fácticos y 
jurídicos idóneos para fundar una si-
tuación de aptitud plena para litigar. 
Dado que se trata de un concepto in-
determinado, el dies a quo deberá fi-
jarse atendiendo a las circunstancias 
concretas de cada caso.

El derecho a reclamar obligaciones 
derivadas de la culpa o la negligencia 
ex artículo 1902 del Código Civil, que 
prescribe en el plazo de un año, nace 
el momento en que “lo supo el agravia-
do” (artículo 1968 del Código Civil). 
Momento que la jurisprudencia mayo-
ritaria entiende, coincide con la fecha 
en que conoce la cuantificación exacta 
del daño causado.

Como excepción a lo anterior, la 
Jurisprudencia retrasa el comienzo del 

plazo de prescripción extintiva en los 
supuestos de daños continuados o de 
producción sucesiva e ininterrumpida 
hasta la fecha de producción definitiva 
del resultado del daño.3

El Tribunal Supremo (Sala de 
lo Civil, Sección 1ª) en su recien-
te sentencia núm. 589/2015 de 14 

diciembre, distingue entre daño 
continuado y daño duradero o 
permanente, indicando que, en 
los supuestos de daño continua-
do, el comienzo del plazo de pres-
cripción se computa a partir de la 
fecha de producción del definiti-
vo resultado, mientras que en los 
casos de daño duradero o perma-

      	3  Vid Sentencia del Tribunal Supremo de 14 de junio 2011.



36   Economist & Jurist   

derecho
civil

nente, el dies a quo es el día en 
que lo supo el agraviado.

En esta misma línea, la Sentencia 
del Tribunal Supremo núm. 544/2015 
de 20 de octubre de 2015 sobre recla-
mación por la responsabilidad civil de 
la farmacéutica alemana Grünenthal 
Pharma, S.A. que comercializó el fár-
maco conocido como Talidomida se-
ñala que: “El daño permanente es aquel 
que se produce en un momento determi-
nado por la conducta del demandado, 
pero persiste a lo largo del tiempo con 
la posibilidad, incluso, de agravarse por 
factores ya del todo ajenos a la acción u 
omisión del demandado. En este caso de 
daño duradero o permanente, el plazo 
de prescripción comenzará a correr “des-
de que lo supo el agraviado”, como dis-
pone el art. 1968. 2º CC, es decir desde 
que tuvo cabal conocimiento del mismo 
y pudo medir su trascendencia mediante 
un pronóstico razonable, porque de otro 
modo se daría la hipótesis de absoluta 
imprescriptibilidad de la acción hasta 
la muerte del perjudicado, en el caso 
de daños personales, o la total pérdida 
de la cosa, en caso de daños materiales, 
vulnerándose así la seguridad jurídica 
garantizada por el artículo 9.3 de la 
Constitución y fundamento, a su vez, 
de la prescripción (SSTS 28 de octubre 
2009; 14 de junio 2001).”

Por otra parte, la Sentencia del 
Tribunal Supremo núm. 769/2014 
de 12 enero de 2015, dispone que: 
“en relaciones contractuales complejas 
como son con frecuencia las derivadas 
de contratos bancarios, financieros o de 
inversión, la consumación del contrato, 
a efectos de determinar el momento ini-
cial del plazo de ejercicio de la acción de 
anulación del contrato por error o dolo, 
no puede quedar fijada antes de que el 

cliente haya podido tener conocimiento 
de la existencia de dicho error o dolo. El 
día inicial del plazo de ejercicio de la 
acción será, por tanto, el de suspensión 
de las liquidaciones de beneficios o de 
devengo de intereses, el de aplicación de 
medidas de gestión de instrumentos hí-
bridos acordadas por el FROB, o, en ge-
neral, otro evento similar que permita la 
comprensión real de las características y 
riesgos del producto complejo adquirido 
por medio de un consentimiento viciado 
por el error.”

INTERRUPCIÓN DE LA 
PRESCRIPCIÓN 

Dice el artículo 1973 del Código Ci-
vil que la prescripción de las acciones 
se interrumpe por su ejercicio ante los 
Tribunales, por reclamación extrajudi-
cial del acreedor y por cualquier acto 
de reconocimiento de la deuda por el 
deudor. 

La posibilidad de interrumpir 
la prescripción extintiva por la vía 
de la reclamación extrajudicial, 
que tiene por efecto el reinicio 
del cómputo del plazo, puede rea-
lizarse por cualquier acto unila-
teral del acreedor que reúna, al 
menos, estos tres requisitos4: (i) 
tener por objeto la pretensión cuya 
prescripción está en curso, identifi-
cando claramente el derecho que se 
quiere conservar; (ii) efectuarse por su 
titular o cualquier persona legitimada 
para ello (representante legal, abogado 
o mandatario verbal)5 y (iii), finalmen-
te, dirigirse contra el sujeto pasivo de 
la misma. No se exige ningún requi-
sito formal, existe en principio liber-
tad de forma, debiendo realizarse por 
medio en que conste expresamente 

la voluntad conservativa del acreedor 
y la persona frente a la que se quiere 
hacer valer. Por último, y pese a que 
la Jurisprudencia no es pacífica6 a este 
respecto, la tendencia mayoritaria exi-
ge que el acto volitivo del acreedor sea 
recibido por el deudor.

Así, no es suficiente con que se re-
mita una comunicación al deudor in-
dicando la voluntad de interrumpir la 
prescripción, será necesario concretar 
la prestación cuyo cumplimiento se 
reclama. En este sentido, la Audiencia 
Provincial AP de Asturias (Sección 7ª) 
Sentencia num.152/2012 de 30 marzo 
no entendió que se había interrumpi-
do la prescripción ya que: “no se efec-
túa una auténtica reclamación, pues no 
se expresa cantidad alguna a pagar, ni 
se ofrece dato concreto del que pudiera 
deducirse cual pudiera ser la reclama-
ción”.

Es reiterada la jurisprudencia7 que 
entiende que, para que el acto ten-
ga valor de reclamación extrajudi-
cial con efecto interruptivo, debe 
aparecer clara y suficientemente 
manifestada la voluntad conser-
vativa del derecho, no siendo sufi-
ciente para ello la mera manifestación 
externa de la existencia del derecho 
sin el acto volitivo de una verdadera 
reclamación a la persona obligada.

Pese a que la prescripción extintiva, 
como limitación al ejercicio tardío de 
los derechos en beneficio de la segu-
ridad jurídica reconocida en el artícu-
lo 9.3 de la Constitución Española, 
debe ser interpretada de forma res-
trictiva, si queda probado el ánimo de 
conservación del titular de la acción, 
debe entenderse como interrumpida 
la prescripción ya que lo contrario se-

      	4  vid. Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de mayo de 2009									      
5  vid. SSTS, 1ª, 21.7.2008; y 2.11.2005											        
6  Vid. STS, 1ª, 16.1.2003 señala que «cuando se ponga de relieve un simple atisbo de «animus conservandi» [del derecho sometido a prescripción] 
(…) habrá de entenderse interrumpido el plazo de prescripción»								      
7  Vid. Sentencias del Tribunal Supremo de 6 de Febrero de 2.007, 22 de noviembre de 2005, 16 de noviembre de 1998 10 de marzo de 1983, 18 de 
abril de 1989, 6 de diciembre de 1968, 6 de diciembre de 1968, entre otras.
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ría incompatible con el abandono de 
ésta.8

JURISPRUDENCIA 

El Tribunal Supremo (Sala de lo Ci-
vil, Sección 1ª) en su Sentencia núm. 
478/2015 de 14 septiembre, donde se 
ejercitaban de forma acumulada una 
acción de responsabilidad civil contrac-
tual contra el centro médico y otra de 
responsabilidad civil extracontractual 
contra el facultativo, determinó que 
existía “un concurso de acciones” des-
estimando la acción de responsabilidad 
extracontractual al haber transcurrido 
el plazo de un año previsto en el artícu-
lo 1968.2 del Código Civil.

En cuanto a la prescripción de 
la acción de repetición del asegu-
rador prevista en el artículo 10 del 

Real Decreto Legislativo 8/2004, de 
29 de octubre, por el que se aprue-
ba el texto refundido de la Ley sobre 
responsabilidad civil y seguro en la 
circulación de vehículos a motor, la 
Sentencia núm.580/2015 de 28 octu-
bre del Tribunal Supremo (Sala de lo 
Civil, Sección 1ª) señala que “es la fe-
cha del pago realizado por quien ejerce 
su derecho de repetición la que marca 
el inicio del plazo de prescripción de la 
acción correspondiente pues es precisa-
mente ese el momento de nacimiento de 
la acción con independencia de que tal 
pago se haga directamente a los perjudi-
cados o a quien, como deudor solidario, 
adelantó a aquellos la totalidad de la 
indemnización.”

Destacar por último las Sentencias 
del Tribunal Supremo de 16 de enero 
de 2015 y 20 de mayo del 2015 que 
determinan la inaplicación de lo 

dispuesto en el artículo 1974 del 
Código Civil -“La interrupción de 
la prescripción de acciones en las 
obligaciones solidarias aprovecha 
o perjudica por igual a todos los 
acreedores y deudores”- en los ca-
sos de responsabilidad solidaria 
de los agentes de la edificación 
por las garantía previstas en la 
Ley 38/1999 de 5 de noviembre, 
de Ordenación de la Edificación 
(“LOE”), cuando no es posible indi-
vidualizar la responsabilidad de cada 
agente por no poder concretar el grado 
de intervención de cada uno en la cau-
sación del daño. Y ello por entender 
que dicha responsabilidad solidaria no 
puede asemejarse al vínculo solidario 
previsto en el artículo 1137 del Códi-
go Civil, por tratarse de una responsa-
bilidad que viene determinada por una 
resolución judicial. En consecuencia, 
la reclamación realizada frente a cual-

	 8  Vid. Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de noviembre de 2005.
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Conclusiones

•	 Aunque la prescripción y la caducidad hayan podido contemplarse como instituciones inamovibles, con una 
regulación legal prácticamente intacta desde la publicación de nuestro Código Civil, lo cierto es que las últimas 
modificaciones legislativas y la continua interpretación que la jurisprudencia hace de ellas, ponen de manifiesto 
que ambas figuras no son ajenas a los continuos cambios de nuestro Ordenamiento Jurídico. A la vista de la 
actual tendencia existente en los países de nuestro entorno, que apuntan a hacia la unificación y reducción de 
los plazos de prescripción, no descartamos futuras reformas en este sentido

quiera de los agentes no interrumpe 
la prescripción con respecto al resto, 
a excepción del promotor para el que 
la LOE establece una responsabilidad 
solidaria inicial por lo que- como han 

sostenido las tres Sentencias del Tri-
bunal Supremo de 17 de septiembre 
de 2015 - la interrupción de la pres-
cripción con respecto de cualquiera 
de los agentes de los que responde 

el promotor, también interrumpiría la 
prescripción con respecto a este últi-
mo. n

PLAZOS DE PRESCRIPCIÓN EN EL CÓDIGO CIVIL

a) Prescripción adquisitiva:

Concepto Plazo Cómputo

El dominio y demás derechos reales sobre bie-
nes inmuebles con buena fe y justo título entre 
presentes

10 años (art. 1957 
C.C.)

Desde que se inició la posesión en la forma 
exigida 

El dominio y demás derechos reales sobre bie-
nes inmuebles con buena fe y justo título entre 
ausentes

20 años (art. 1957 
C.C.)

Desde que se inició la posesión en la forma 
exigida

El dominio y demás derechos reales sobre bie-
nes inmuebles sin necesidad de título ni de bue-
na fe

30 años (art. 1959 
C.C.)

Desde que se inició la posesión en la forma 
exigida

ervidumbres continuas y aparentes 20 años (art. 537 
C.C.)

Desde que se inició la posesión

El dominio y demás derechos reales sobre bie-
nes muebles con buena fe

3 años (art. 1955 
C.C.)

Desde que se inició la posesión en la forma 
requerida

El dominio y demás derechos reales sobre bie-
nes muebles sin necesidad de otra condición

6 años (art. 1955 
C.C.)

Desde que se inició la posesión en la forma 
requerida



   Economist & Jurist   39

b) Prescripción extintiva:

I. Acciones reales sobre bienes inmuebles:

Concepto Plazo Cómputo

Regla general 30 años (art.1963 C.C.) Desde el día en que pudo ejercitarse la acción

Acción hipotecaria 20 años (art.1964 C.C.) Desde el día en que pudo ejercitarse la acción

Acción para recobrar o retener la po-
sesión

1 año (art. 1968 C.C.) Desde la pérdida de la posesión

Reclamación de los réditos del censo 5 años (art. 1966.3 C.C.) Desde el último pago de la renta o del interés

Reclamación del capital del censo 
consignativo

59 años (art. 1964 C.C.) Desde el último pago de la renta o del interés

Reclamación del capital de los censos 
enfitéutico o reservativo

510 años (art. 1964 C.C.) Desde el último pago de la pensión o renta

Acción de anulabilidad del testamento 511 años (art. 1964 C.C.). Sin 
embargo, existe doctrina que 
considera que cuando se tra-
te de defectos materiales se 
aplica el plazo de 4 años (art. 
1301 C.C.)

Desde que el heredero aparente inició la po-
sesión de la herencia comportándose como 
tal heredero. Aunque hay jurisprudencia que 
considera que se cuenta desde la muerte del 
causante

Acción de petición de herencia 30 años (art. 1963 C.C.) Desde que el heredero aparente inició la po-
sesión de la herencia comportándose como 
tal heredero. Aunque hay jurisprudencia que 
considera que se cuenta desde la muerte del 
causante

Acción de petición de reducción de 
disposiciones inoficiosas

5  años (art. 1964 C.C.). La 
jurisprudencia y doctrina no 
son pacíficas en este extremo, 
considerando parte de la doc-
trina que es aplicable el plazo 
de 4 años (art. 1299 C.C.), o 
incluso el de 5 años (art. 646 
C.C.)

Desde la muerte del causante

Acción de preterición 513 años (art. 1964 C.C.) Desde la muerte del causante

Acción de suplemento de legítima 30 años (art. 1963 C.C.) Desde la muerte del causante

      	9  Para las acciones nacidas con posterioridad al 7 de octubre de 2015. A las nacidas con anterioridad a esta fecha les resulta de aplicación el régimen 
previsto en la Disposición Transitoria Quinta de la Ley 42/2015 de 5 de octubre de 2015.						    
10  Ver nota 1													           
11  Ver nota 1													           
12  Ver nota 1													           
13  Ver nota 1.
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II. Acciones reales sobre bienes muebles:

Concepto Plazo Cómputo

Regla general 6 años (art. 1962 C.C.). Excepciones: a) 
que el poseedor haya ganado el dominio por 
menos término (art. 1955 C.C.); y b) en los 
casos de extravío y venta pública, hurto y 
robo (art. 1955.3 C.C.)

Desde la pérdida de la posesión

Acciones pignoraticias 6 años (art. 1962 C.C.) Desde el día en que se pudo recuperar 
la posesión del bien pignorado

III. Acciones personales:

Concepto Plazo Cómputo

Regla general 514 años (art. 1964 C.C.) Desde que pudo ejercitarse el derecho

Pago de pensiones alimenticias 5 años (art. 1966.1 C.C.) Desde que pudo ejercitarse el derecho

Pago del precio de los arriendos, sean estos de fin-
cas rústicas o urbanas

5 años (art. 1966.2 C.C.) Desde que pudo ejercitarse el derecho

Otros pagos que deban hacerse por años o en pla-
zos en más breves

5 años (art. 1966.3 C.C.) Desde que pudo ejercitarse el derecho

Pago a los jueces, abogados, registradores, nota-
rios, escribanos, peritos, agentes y curiales de los 
honorarios, derechos, gastos y desembolsos reali-
zados en el desempeño de sus cargos en los asun-
tos a que sus obligaciones se refieran

3 años (art. 1967.1 C.C.) Desde que dejaron de prestarse los res-
pectivos servicios

Satisfacción a los Farmacéuticos por las medicinas 
que suministraron

3 años (art. 1967.2 C.C.) Desde que dejaron de prestarse los ser-
vicios

Satisfacción a los profesores y maestros sus hono-
rarios y estipendios por la enseñanza que dieron, o 
por el ejercicio de su profesión, arte u oficio

3 años (art. 1967.2 C.C) Desde que dejaron de prestarse los res-
pectivos servicios

Pago a los menestrales, criados y jornaleros, el im-
porte de sus servicios, y el de los suministros o 
desembolsos que hubieren hecho concernientes a 
los mismos

3 años (art. 1967.3 C.C.) Desde que dejaron de prestarse los res-
pectivos servicios

El abono a los posaderos de la comida y habitación 3 años (art. 1967.4 C.C.) Desde que dejaron de prestarse los res-
pectivos servicios

      14  Ver nota 1
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El abono a los mercaderes del precio de los géne-
ros vendidos a otros que no lo sean, o que siéndolo 
se dediquen a distinto tráfico

3 años (art. 1967.4 C.C.) Desde que dejaron de prestarse los res-
pectivos servicios

Acción para exigir la responsabilidad civil por in-
juria o calumnia

1 año (art. 1968.2 C.C.) Desde que lo supo el agraviado

Obligaciones derivadas de la culpa o negligencia 
de que se trata en el art. 1902 C.C. 

1 año (art. 1968.2 C.C.) Desde que lo supo el agraviado

Revocación de donaciones por sobreveniencia o 
supervivencia de hijos

5 años (art. 646 C.C.) Desde que se tuvo noticia del naci-
miento del último hijo o de la existencia 
del que se creía muerto

Revocación de donaciones por causa de ingratitud 1 año (art. 652 C.C.) Desde que el donante tuvo conoci-
miento del hecho y posibilidad de ejer-
citar la acción

Acción de los hijos para exigir la rendición de 
cuentas de los padres que ejercieron la patria po-
testad

3 años (art. 168 C.C.) Desde que terminó la patria potestad

Acción de saneamiento por evicción 515 años (art. 1964 C.C.) Desde que haya recaído sentencia fir-
me, por la que se condene al compra-
dor a la pérdida de la cosa adquirida o 
de parte de la misma

Acción para exigir la rendición de cuentas del tu-
tor

5 años (art. 279 C.C.) Desde la terminación del plazo estable-
cido para efectuarlo

Cumplimiento defectuoso de la obligación de en-
trega ex art. 1469, 1470 y 1471 C.C.

6 meses (art. 1472 C.C.) Desde el día de la entrega

IV. Acciones imprescriptibles:

Acción de partición de herencia entre coherederos (art. 1965 C.C.)

Acción de división de la cosa común entre coherederos (art. 1965 C.C.)

Acción de deslinde de las propiedades contiguas (art. 1965 C.C.)

Acción de reclamación de filiación matrimonial que corresponde a la madre, al padre o al hijo (art. 132 C.C.)

Acción de reclamación de filiación no matrimonial que corresponde al hijo (art. 133 C.C.)

La acción de nulidad, cuando se trate de la nulidad absoluta o radical (art. 6.3, 1261 C.C., …)

      15  Ver nota 1
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PLAZOS DE CADUCIDAD EN EL CÓDIGO CIVIL

a) En el Libro I “De las Personas”:

Concepto Plazo Cómputo

Concesiones de nacionalidad por carta de natu-
raleza o por residencia

180 días (art. 21.4 
C.C.)

Siguientes a la notificación si el interesado 
no comparece en este plazo ante funcionario 
competente

Acción de resarcimiento por los gastos hechos y 
las obligaciones contraídas en consideración al 
matrimonio prometido

1 año (art. 43 C.C.) Desde el día de la negativa a la celebración del 
matrimonio

Acción de nulidad del matrimonio por minoría 
de edad de uno de los contrayentes

1 año de conviven-
cia de los cónyuges 
(art. 75 C.C.)

Desde que alcance la mayoría edad el contra-
yente menor

Acción de nulidad del matrimonio por el cónyu-
ge que hubiera sufrido error, coacción o miedo 
grave

1 año de conviven-
cia de los cónyuges 
(art. 76 C.C.)

Desde que se desvaneció el error o cesó la 
fuerza o causa del miedo

Acción de reclamación de la filiación no matri-
monial sin posesión de estado que corresponde 
a los herederos en caso de fallecimiento del hijo 
antes de transcurrir 4 años desde que alcance 
la plena capacidad o durante el año siguiente al 
descubrimiento de las pruebas en que se funde 
la demanda

Por el tiempo que 
faltare para com-
pletar los plazos 
anteriores (art. 133 
C.C.)

Desde que se alcanza la plena capacidad y 
desde que se descubran las pruebas en que se 
funda la demanda

Acción de impugnación de paternidad por el 
marido 

1 año (art. 136.1 
C.C.)

Desde la inscripción de la filiación en el Re-
gistro Civil

Acción de impugnación de paternidad por los 
herederos del marido si éste falleciere antes de 
transcurrir el plazo de un año desde la inscrip-
ción en el Registro Civil

Por el tiempo que 
faltare para comple-
tar dicho plazo (art. 
136.2 C.C.)

Desde el fallecimiento del marido

Acción de impugnación de paternidad por los 
herederos del marido si hubiese fallecido sin co-
nocer el nacimiento

1 año (art. 136.3 
C.C.)

Desde que se conozca el nacimiento por los 
herederos

Acción de impugnación de paternidad por el 
hijo cuando exista posesión de estado

1 año (art. 137 
C.C.) impugnació

Desde la inscripción de la filiación en el Re-
gistro Civil. Si el hijo fuera menor o incapaz, 
el plazo contará desde que alcance la mayoría 
de edad o la plena capacidad legal

Acción de impugnación de filiación no matrimo-
nial cuando exista posesión de estado

4 años (art. 140 
C.C.)

Desde que el hijo, una vez inscrita la filiación, 
goce de la posesión de estado correspondiente
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Acción de impugnación del reconocimiento de 
filiación realizado mediante error, violencia o in-
timidación

1 año (art. 141 
C.C.)

Desde el reconocimiento o desde que cesó el 
vicio de consentimiento

Acción del adoptado para pedir la exclusión del 
adoptante

2 años (art. 179.2 
C.C.)

Desde que alcance la plena capacidad

Acción de los padres que, sin culpa suya, no hu-
bieren intervenido en el expediente de adopción 
del hijo

2 años (art. 180.2 
C.C.)

Desde la adopción

Acción de anulabilidad de actos jurídicos reali-
zados sin la intervención de curador cuando ésta 
sea preceptiva

4 años (293 C.C.) Desde que el sometido a curatela saliera de 
ella

b) En el Libro III “De los diferentes modos de adquirir la propiedad”:

Concepto Plazo Cómputo

Revocación de donaciones por incum-
plimiento de cargas

4 años (art. 647 C.C.)II Desde que el donante tuvo conocimiento del 
hecho y posibilidad de ejercitar la acción

Protocolización de testamento ológrafo 5 años (art. 689 C.C.) Desde el día del fallecimiento

Testamento otorgado en peligro de 
muerte o epidemia

2 meses (art. 703 C.C.) Desde que el testador haya salido del peligro 
de muerte o cesado la epidemia

Testamento otorgado en peligro de 
muerte o epidemia si el testador fallece 
en el plazo de 2 meses contados desde 
que haya salido del peligro de muerte o 
desaparecido la epidemia

3 meses (art. 703 C.C.) Siguientes al fallecimiento y no se acude al 
Tribunal competente para que se eleve a es-
critura pública

Testamento militar 4 meses (art. 719 C.C.) Desde que el testador haya dejado de estar en 
campaña

Testamento marítimo 4 meses (art. 730 C.C.) Desde que el testador desembarque en un 
punto donde pueda testar en la forma ordina-
ria

Petición de inventario del heredero po-
seedor de los bienes de la herencia

10 días, si reside en lugar del 
fallecimiento del causante; y 
30 días, si reside fuera (art. 
1014 C.C.)

Desde que supiere ser tal heredero

Petición de inventario del heredero no 
poseedor de los bienes de la herencia

10 días, si reside en lugar del 
fallecimiento del causante; y 
30 días, si reside fuera (art. 
1015 C.C.)

Desde el día siguiente al en que expire el plazo 
que el Juez le hubiese fijado para aceptar o re-
pudiar la herencia conforme al art. 1005 C.C., 
o desde el día en que la hubiese aceptado o 
hubiera gestionado como heredero
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Retracto de coherederos 1 mes (art. 1067 C.C.) Desde que el coheredero ponga la transmisión 
en conocimiento de los otros coherederos 

Acción de rescisión de partición por 
causa de lesión

4 años (art. 1076 C.C.) Desde que se hizo la partición

c) En el Libro IV “De las obligaciones y contratos”:

Concepto Plazo Cómputo

Acción Pauliana 4 años (art. 1111 C.C.) Desde que pudo ejercitarse la acción

Acción rescisoria 4 años (art. 1299 C.C.) Desde que pudo ejercitarse la acción. Para las 
personas sujetas a tutela, desde que haya ce-
sado la incapacidad; y para los ausentes, desde 
que sea conocido su domicilio

Acción de anulabilidad por intimida-
ción o violencia

4 años (1301 C.C.) Desde el día en que cesó la intimidación o la 
violencia

Acción de anulabilidad contractual por 
error, dolo, o falsedad de la causa

4 años (1301 C.C.) Desde la consumación del contrato

Acción de anulabilidad de contratos ce-
lebrados por menores e incapacitados

4 años (1301 C.C.) Desde que salieren de tutela

Acción de anulabilidad de actos o con-
tratos celebrados por uno de los cón-
yuges sin el consentimiento del otro, 
cuando éste consentimiento fuere ne-
cesario

4 años (1301 C.C.) Desde el día de la disolución de la sociedad 
conyugal o del matrimonio salvo que antes hu-
biese tenido conocimiento suficiente de dicho 
acto o contrato

Saneamiento por gravámenes ocultos 
en la finca vendida

1 año para optar entre ejerci-
tar la acción rescisoria o soli-
citar la indemnización. Otro 
año más para reclamar la in-
demnización sino se optó por 
la rescisión (art. 1483 C.C.)

En el primer caso, a contar desde el otorga-
miento de la escritura. En el segundo caso, a 
contar desde el día en que se haya descubierto 
el gravamen oculto

Saneamiento por vicios ocultos 6 meses (art. 1490 C.C.) Desde la entrega de la cosa vendida

Acción redhibitoria por vicios ocultos 
del ganado comprado

40 días (art. 1496 C.C.) Desde la entrega al comprador, salvo lo dis-
puesto en los usos locales

Retracto convencional 4 años a falta de pacto expre-
so. No podrá exceder de 10 
años en caso de estipulación 
(art. 1508 C.C.)

Desde la fecha del contrato
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Retracto legal 9 días (art. 1524 C.C.) Desde la inscripción en el Registro, y en su 
defecto, desde que el retrayente hubiera teni-
do conocimiento de la venta

Tanteo enfitéutico 20 días (art. 1637 C.C.) Siguientes al aviso de la enajenación 

Retracto enfitéutico con preaviso del 
enajenante

9 días útiles (art. 1638 C.C.) Desde el otorgamiento de la escritura de ven-
ta; si esta se ocultare, desde la inscripción en 
el Registro de la Propiedad

Retracto enfitéutico sin preaviso del 
enajenante

1 año (art. 1639 C.C.) Desde la inscripción en el Registro de la Pro-
piedad

Reclamación de pago de laudemio en el 
caso de enajenación con preaviso

1 año (art. 1646 C.C.) Desde la inscripción en el Registro de la Pro-
piedad

       I  La Sentencia del Tribunal Constitucional 25 de mayo de 2005 declaró inconstitucional el párrafo primero del artículo 136.1 C.C. en cuanto comporta 
que el plazo para el ejercicio de la acción de impugnación de la paternidad matrimonial empiece a correr aunque el marido ignore no ser el progenitor 
biológico de quien ha sido inscrito como hijo suyo en el Registro Civil.								      
II  Sentencias del Tribunal Supremo de 23 de noviembre de 2004 y 20 de julio de 2007.
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La prescripción y la caducidad en 
derecho tributario

Fernando Alberto Cruz Garzón. Abogado Área Fiscal y Tributario de AGM Abogados

La prescripción y la caducidad son dos figuras jurídicas que sirven a un mismo fin (la seguridad en 
las relaciones jurídicas, art. 9.3 de la Constitución Española) a través de un procedimiento similar: la 
pérdida de una utilidad como consecuencia del transcurso de un determinado lapso de tiempo.

Debemos poner de manifiesto que no son instituciones propias del Derecho Tributario, sino trasladadas 
del ámbito del Derecho Común. Además, al ser instituciones jurídicas muy similares no existe unanimi-
dad doctrinal en torno a tal distinción, aunque podemos plantear lo siguiente:

- La prescripción significa la pérdida de un derecho o de sus medios de tutela en general.

- La caducidad debe referirse a un acto determinado de ejercicio de un derecho que sólo de esta 
forma puede hacerse valer: o se realiza este acto o desaparece el derecho. De ahí que no se admita 
la posibilidad de otros actos que interrumpan la pérdida del derecho por el transcurso del plazo 
fijado.
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Como tal institución del Derecho 
Civil, la prescripción ha de ser invo-
cada de parte, al tener la naturaleza 
de excepción sin que el juez pueda 
aplicarla de oficio, y dado ese carácter 
de excepción, el interesado puede re-
nunciar a la prescripción ganada (arts. 

1935.2 y 1937 in fine del Código Ci-
vil).

La caducidad civil, tal y como la 
definía el profesor Albaladejo, signifi-
ca “que algo –generalmente una facul-
tad o un llamado derecho potestativo, 

tendentes a modificar una situación ju-
rídica- nace con un plazo de vida, y que, 
pasado éste, se extingue. Se trata, pues, 
de que la facultad o el derecho que sea 
es de duración limitada”.

Sin embargo, la prescripción, y si-
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guiendo con el mismo autor, significa 
“no que algo nazca con un plazo de 
vida, sino que, si durante determinado 
tiempo está inactivo, no se puede luego 
imponer. Se trata pues, de que lo que 
sea, si bien es de duración ilimitada sólo 
sigue siendo exigible si no se le deja en 
desuso”.

En el caso de la caducidad, el tiem-
po se cuenta necesariamente desde el 
nacimiento; en el de la prescripción, 
desde que hay inactividad del derecho 
y, por eso, si después de nacer se ejer-
cita, el tiempo se cuenta desde que la 
inactividad cesa.

El plazo de caducidad, a diferencia 
de la prescripción, no admite, pues, 
interrupción.

No obstante, en el entorno de la 
relación jurídico-tributaria ofrece al-
gunas especialidades, aunque el fun-
damento se mantenga invariable:

–– La inactividad en el ejercicio de un 
derecho durante un cierto plazo de 
tiempo lleva implícita su renuncia.

–– Un elemental principio de seguri-
dad jurídica: los derechos deben 
ejercitarse efectivamente en un 
plazo de tiempo razonable, que 
permita al sometido a sus efectos, 
la certidumbre necesaria.

Además, y como característica fun-
damental, podemos comentar que la 

prescripción tributaria, a diferencia 
de la prescripción civil, se debe apli-
car de oficio, haya sido o no alegada 
por el interesado y sin que haya lugar 
a la renuncia a la prescripción ganada 
(art. 69 de la Ley General Tributaria).

PRESCRIPCIÓN

Con carácter general, podemos de-
finir la prescripción como “la pérdida 

de un derecho por la inactividad de su 
titular.”

La figura jurídica de la prescrip-
ción, en el orden tributario, se regula 
en los arts. 66 a 70 de la Ley 58/2003 
General Tributaria, modificada par-
cialmente por la Ley 34/2015 de 21 
de septiembre (en adelante LGT).

Así, dispone el artículo 66 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
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General Tributaria:

“Prescribirán a los cuatro años los si-
guientes derechos:

a) El derecho de la Administración 
para determinar la deuda tributaria 
mediante la oportuna liquidación.

b) El derecho de la Administración 
para exigir el pago de las deudas 
tributarias liquidadas y autoliquida-
das.”

c) El derecho a solicitar las devo-
luciones derivadas de la normativa 
de cada tributo, las devoluciones de 

ingresos indebidos y el reembolso del 
coste de las garantías.

d) El derecho a obtener las devolu-
ciones derivadas de la normativa de 
cada tributo, las devoluciones de in-
gresos indebidos y el reembolso del 
coste de las garantías.”

Por tanto, esa pérdida del derecho, 
puede darse tanto desde el punto de 
vista de la Administración Tributaria 
como desde el punto de vista del con-
tribuyente. En el primer caso podemos 
hablar (i) de la prescripción del dere-
cho a comprobar, a determinar la deu-
da tributaria o (ii) de la prescripción del 
derecho a recaudar, a exigir el pago y 
cobro de las deudas liquidadas (art. 66 
a) y b) de la LGT).

Así, la prescripción tiene lugar cuan-
do la Administración no liquida en el 
plazo de cuatro años, o liquidada o au-
toliquidada la deuda, no exige el pago 
en ese mismo plazo. Por tanto, hay que 
tener en cuenta que la prescripción se 
produce por inactividad de la Adminis-
tración, sea de sus órganos de gestión, 
inspección o recaudación.

Como se puede leer en la Sentencia 
del Tribunal Supremo de 28 de diciem-
bre de 2000, “pertenece a la esfera de las 
facultades o atribuciones del acreedor, 
revisar el acto liquidatorio antes de que 
se consuma el plazo prescriptivo”.

Por su parte, el dies a quo de la pres-
cripción varía según prescriba el dere-
cho a liquidar o el derecho a exigir el 
pago:

1) En el primer caso, se fija en el día 
en el que la Administración podía 
dar inicio a las actuaciones necesa-
rias para la liquidación de todos o 
parte de los elementos de la obliga-
ción tributaria, lo que requiere que 
haya finalizado el plazo reglamenta-
rio para presentar la correspondien-
te liquidación.
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2) Practicada la liquidación por 
la Administración, la prescripción 
comenzará a contarse desde el día 
siguiente a aquel en que finalice 
el plazo de pago en período volun-
tario, determinado conforme a las 
reglas del artículo 62 de la LGT.

Así, cuando hablamos de pres-
cripción del derecho a comprobar, se 
hace referencia al derecho de la Ad-
ministración Tributaria a cuantificar la 
deuda tributaria, al derecho a la pro-
pia liquidación tributaria por el que se 
determina el importe de la deuda tri-
butaria, tal y como viene regulado art. 
101 de la LGT, liquidación que debe 
practicarse en el plazo de cuatro años 
desde el día siguiente a aquel en que 
finalice el plazo reglamentario para 
presentar la correspondiente declara-
ción (art. 67.1 de la LGT).

La liquidación tributaria da lugar 
a la existencia de una deuda en favor 
de la Administración tributaria, por lo 
que comienza el plazo de su derecho a 
cobrar esa deuda, deuda que si no la 
hace efectiva en un plazo determinado 
(día siguiente a aquel en que finalice 
el plazo de pago en período voluntario), 
prescribe igualmente su derecho a re-
caudar lo previamente reconocido (art. 
67.1 de la LGT).

Por lo que se refiere a la prescripción 
del derecho a recaudar, hacer constar 
que se exige que la deuda esté en pe-
riodo ejecutivo, iniciándose la prescrip-
ción a partir del inicio de éste período, 
ya que es la fase en la que se pueden 
realizar actuaciones tendentes al cobro 
del tributo.

En definitiva, que para determinar 
el inicio del cómputo del plazo de pres-
cripción, según el art. 67 de la LGT, 
debemos acudir a la teoría de la “actio 
nata”, es decir, desde el momento en 
el que se puede ejercitar el derecho.

Por su parte, desde el punto de vis-

ta del contribuyente, podemos hablar 
de (i) prescripción del derecho a so-
licitar las devoluciones derivadas de 
la normativa de cada tributo, las de-
voluciones de ingresos indebidos y el 
reembolso del coste de las garantías 
y (ii) de la prescripción del derecho a 
obtener las devoluciones derivadas de 
la normativa de cada tributo, las de-
voluciones de ingresos indebidos y el 
reembolso del coste de las garantías 
(art. 66 c) y d) de la LGT).

Por lo que se refiere al primero de 
los supuestos, el plazo de prescripción 
para el obligado tributario comenzará 
a contar, desde el día siguiente a aquel 
en que finalice el plazo para solicitar 
la correspondiente devolución deri-
vada de la normativa de cada tribu-
to, desde el día siguiente a aquel en 
que se realizó el ingreso indebido o 
desde el día siguiente a aquel en que 
adquiera firmeza la sentencia o reso-

lución administrativa que declare total 
o parcialmente improcedente el acto 
impugnado.

En cuanto al plazo de prescripción 
del contribuyente en el segundo caso, 
se computará desde el día siguiente a 
aquel en que finalicen los plazos es-
tablecidos para efectuar las devolucio-
nes derivadas de la normativa de cada 
tributo o desde el día siguiente a la fe-
cha de notificación del acuerdo donde 
se reconozca el derecho a percibir la 
devolución o el reembolso del coste de 
las garantías.

Pero la característica principal de la 
prescripción y que la diferencia de la 
caducidad (como ya hemos apuntado 
anteriormente), es la posibilidad de 
interrumpir los plazos de prescripción.

Y así viene establecido en el art. 
68.6 de la LGT, cuando establece 
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que producida la interrupción, se ini-
ciará un nuevo cómputo del plazo de 
prescripción. Ello supone, que la in-
terrupción es importante para el cóm-
puto de la prescripción, pues la acción 
interruptiva de las actuaciones de la 
Administración y en su caso, del obli-
gado tributario, es lo que al final va a 
determinar cuál es la duración de la 
prescripción.

Por lo que se refiere a los actos de 
la Administración que interrumpen 
la prescripción, podemos hablar de 
actos con conocimiento formal del 
obligado tributario conducentes al 
reconocimiento, regularización, com-
probación, inspección, aseguramiento 
y liquidación de todos o parte de los 
elementos de la obligación tributaria 
(art. 68.1.a) de la LGT).

Por su parte, los actos que inte-
rrumpen la prescripción del obligado 
tributario, podemos hablar de: (i) los 
actos tendentes a la liquidación o so-
licitudes de rectificación de autoliqui-
daciones (art. 122 de la LGT y arts. 
126 a 129 del RGGI), las declaracio-

nes extemporáneas y complementa-
rias y (ii) la interposición de recursos 
o reclamaciones contra actos tenden-
tes a la recaudación (art. 68.1.b) de la 
LGT).

CADUCIDAD

Desde el punto de vista tributario, 
la caducidad es la consecuencia del 
incumplimiento del plazo máximo fija-
do por las normas para un determina-
do procedimiento, ya sea de gestión, 
inspección o recaudación (si bien éste 
último no tiene un plazo de duración 
concreto).

Ésta existencia de un plazo máxi-
mo de duración de los procedimien-
tos, tiene una relación directa con la 
obligación de resolver regulada en el 
art. 42 de la Ley de Régimen Jurídi-
co de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo 
Común (Ley 30/1992, modificada 
por la Ley 4/1999). Éste precepto in-
troduce la regla de que la resolución 
deberá tener lugar en un plazo gene-

ral de tres meses, que podrá ser su-
perior si una norma con rango de ley 
establece lo contrario o si así viene 
previsto por la normativa comunita-
ria, sin que se pueda superar el plazo 
de seis meses.

No existe en la LGT una regula-
ción específica de la caducidad, si 
bien hay determinados artículos de 
la norma que se refiere a la misma. 
Así, el art. 100 de la LGT referido a 
la Terminación de los procedimientos 
tributarios, viene a establecer:

“1. Pondrá fin a los procedimientos 
tributarios la resolución, el desisti-
miento, la renuncia al derecho en que 
se fundamente la solicitud, la imposi-
bilidad material de continuarlos por 
causas sobrevenidas, la caducidad, 
el cumplimiento de la obligación que 
hubiera sido objeto de requerimiento o 
cualquier otra causa prevista en el or-
denamiento tributario.”

Del mismo modo, la LGT en su 
art. 104, que lleva por rúbrica “Plazos 
de resolución y efectos de la falta de re-
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solución expresa, hace referencia a la 
caducidad, cuando establece:

1. El plazo máximo en que debe no-
tificarse la resolución será el fijado por 
la normativa reguladora del correspon-
diente procedimiento, sin que pueda 
exceder de seis meses, salvo que esté 
establecido por una norma con rango 
de ley o venga previsto en la normativa 
comunitaria europea. Cuando las nor-
mas reguladoras de los procedimientos 
no fijen plazo máximo, éste será de seis 
meses.”

Por su parte el art. 139.1 de la Ley 
General Tributaria (Terminación del 
procedimiento de comprobación Limi-
tada) establece:

“El procedimiento de comprobación 
limitada terminará de alguna de las si-
guientes formas: b) Por caducidad, 
una vez transcurrido el plazo re-

gulado en el artículo 104 de esta 
ley sin que se haya notificado resolución 
expresa, sin que ello impida que la Ad-
ministración tributaria pueda iniciar 
de nuevo este procedimiento dentro del 
plazo de prescripción”.

En éste sentido, indicar que la su-
peración del plazo de seis meses desde 
el inicio de un procedimiento de com-
probación limitada hasta la notifica-
ción de la liquidación, implica la cadu-
cidad del mismo, con el efecto de que 
las actuaciones seguidas en el proce-
dimiento caducado no han interrum-
pido la prescripción ni se considerarán 
requerimientos administrativos a los 
efectos previstos en el artículo 27.1 de 
la LGT  (art. 104.5 de la LGT).

Por lo que se refiere al procedi-
miento inspector, el plazo máximo de 
duración de las actuaciones inspec-
toras, con la reciente modificación, 

se ha elevado a 18 meses (antes 12), 
salvo que se den determinadas cir-
cunstancias previstas legalmente, en 
cuyo caso, el plazo de duración podría 
ser de hasta 27 meses (art. 150 de la 
LGT).

En éste sentido, las consecuencias 
del incumplimiento del plazo de dura-
ción del procedimiento de inspección 
(sin contar supuestos de interrupción 
justificada), no va a determinar la ca-
ducidad del procedimiento, que con-
tinuará hasta su terminación, pero no 
se considerará interrumpida la pres-
cripción como consecuencia de las 
actuaciones inspectoras, los ingresos 
realizados desde el inicio del proce-
dimiento y hasta que se produzca la 
primera actuación practicada con pos-
terioridad al incumplimiento del plazo 
de duración, tendrán la consideración 
de espontáneos a los efectos del art. 
27 de la LGT y no se exigirán intere-
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ses de demora desde que se produzca 
dicho incumplimiento hasta la finali-
zación del procedimiento (art. 150.6 
de la LGT).

Por otro lado, conviene poner de 
manifiesto, una diferencia fundamen-
tal respecto de los restantes procedi-
mientos de aplicación de los tributos, 
que hace referencia a la caducidad del 
procedimiento sancionador. Y es, que 
si pasados seis meses sin que se haya 
notificado la correspondiente resolu-
ción sancionadora, la caducidad im-
pedirá la iniciación de un nuevo pro-
cedimiento sancionador (artículo 211 
de la LGT), a diferencia del resto de 
procedimientos en los que cabe el ini-
cio de un nuevo procedimiento dentro 
del plazo de prescripción.

SUSPENSIÓN

La suspensión como tal, no se en-
cuentra regulada en la Ley General 
Tributaria, aunque si se regula en el 
art. 66 la interrupción de la prescrip-
ción.

La diferencia entre una y otra, radi-
ca en que la producción del hecho in-
terruptivo obliga a iniciar nuevamente 
el cómputo de plazo, mientras que el 
hecho suspensivo no inutiliza el lap-
so de tiempo transcurrido, y cuando 
cesa la suspensión y la prescripción 
comienza nuevamente a correr, para 
calcular el plazo total, se computan 
sumándolos al tiempo de prescripción 
transcurrido antes del instituto de la 
suspensión de la prescripción que 
obra en favor de la Administración, 
porque ésta, mediante la interrupción, 
puede hacer prácticamente inoperan-
te el instituto de la suspensión de la 
prescripción.

JURISPRUDENCIA

Como dijo el Tribunal Supremo en 

Sentencia de 19 de abril de 2006, la 
apreciación de la prescripción requie-
re al menos dos requisitos:

1º.- Que haya silencio en la relación 
jurídica que prescribe, pues el precep-
to se refiere claramente a cualquier 
acción administrativa, expresión que 
pone de relieve que lo trascendente a 
efectos de interrumpir la prescripción, 
es el silencio de la relación jurídica.

2º.- Que la norma jurídica reconoz-
ca la prescripción que se declara.

 Igualmente, el propio Tribunal 
Supremo ha venido proclamando, 
el efecto extintivo automático de la 
prescripción tributaria (Sentencias de 
20 de marzo de 1999 y 1 de abril de 
2000).

Según éstas sentencias, “el mero 
transcurso del plazo fijado en la ley pri-
va a la Administración de su derecho 
(si se considera que estamos ante una 
prescripción) o de su potestad (si se 
trata de caducidad), para fijar la deuda 
tributaria, de suerte que el transcurso 
del tiempo indicado, con la inactividad 
del órgano de la Administración compe-
tente, conduce a la extinción de dicha 
deuda de forma automática, apreciable 
de oficio, no pudiendo enervarse tal au-
tomatismo con ninguna consideración 
distinta a la de la interrupción o suspen-
sión, en la forma prevista en la del plazo 
correspondiente”.

Asimismo, el Tribunal Supremo es-
tablece que “no cualquier acto tendrá 
eficacia interruptiva, sino solo los ten-
dencialmente ordenados a iniciar o pro-
seguir los respectivos procedimientos, y 
siempre, claro está, que no respondan 
meramente a la finalidad dilatoria de 
interrumpir la prescripción, sino que 
efectivamente contribuyan a la liqui-
dación, recaudación o imposición de 
sanciones. Las diligencias que adolecen 
de inconsistencia objetiva por no docu-
mentar actuaciones efectivas se conside-

ran diligencias argucia, practicadas con 
el único fin de intentar interrumpir la 
prescripción, como el requerimiento de 
una documentación ya aportada” (Sen-
tencias de 18 de septiembre de 2009, 
2 de junio de 2008 y 23 de junio de 
2008).

Del mismo modo, dispone el Tri-
bunal Supremo que las alegaciones 
del interesado ante los órganos eco-
nómico-administrativos producen la 
interrupción de la prescripción (Sen-
tencias de 13 de septiembre de 2013, 
28 de abril de 2001). En todo caso ha 
de tratarse de un verdadero escrito de 
alegaciones, pues no interrumpirá el 
plazo de prescripción un escrito pre-
sentado por el reclamante mediante el 
que aporta al Tribunal Económico-Ad-
ministrativo una resolución del TEAC 
o una sentencia que le pueda favore-
cer (Sentencias de 6 de mayo de 2002, 
26 de febrero de 2003).

Por lo que se refiere a la suspensión 
del procedimiento, “si se ha solicitado 
la suspensión de la ejecución del acto, se 
interrumpe el plazo de prescripción del 
derecho al cobro de la deuda, aunque 
la solicitud no se haya resuelto, pues su 
mera solicitud paraliza inmediatamente 
el procedimiento de recaudación, que 
no podrá continuar hasta que no se re-
suelva; y hay que entender que continúa 
cuando su denegación se recurre en vía 
judicial” (Sentencia del Tribunal Su-
premo de 19 de junio de 2008).

“Si la deuda ha estado suspendida en 
vía económico-administrativa, la sus-
pensión se mantiene, al menos, hasta el 
transcurso del plazo de dos meses de que 
dispone el obligado tributario para in-
terponer recurso contencioso-adminis-
trativo, y a partir de dicho momento, es 
cuando se reanuda el plazo de prescrip-
ción del derecho a recaudar. No puede 
tomarse como dies a quo el de la fecha 
de resolución del Tribunal Económico-
Administrativo (Sentencia del Tribu-
nal Supremo de 25 de junio de 2009).
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PROCEDIMIENTO PRESCRIPCIÓN CADUCIDAD

Gestión 4 años 6 meses desde inicio del procedimiento

Inspección 4 años No caduca, pero el procedimiento tiene una 
duración determinada (1)

Recaudación 4 años No tiene un plazo de duración concreto (2)

Sancionador 4 años 6 meses desde inicio del procedimiento (3)

Solicitudes de devolución de los 
contribuyentes

4 años Notificación de resolución en 6 meses (4)

Hacer constar, igualmente, según 
establece el Tribunal Supremo, que 
los órganos jurisdiccionales también 
están obligados a apreciar de oficio 
aquella prescripción, de modo que, de 

no hacerlo así, desconocen el manda-
to contenido en la LGT, sin perjuicio 
de que, en su caso, se platee la cues-
tión a las partes para dejar a salvo sus 
derechos de defensa y el principio de 

congruencia procesal (Sentencias de 
15 de febrero de 2010 y 9 de junio de 
2014). n

Conclusiones

•	 La prescripción de las actuaciones tributarias se trata de una materia, que si bien puede tener su origen en la 
prescripción establecida en el Código Civil, se diferencia de ésta fundamentalmente, y como ya hemos comen-
tado, en que la prescripción tributaria se aplicará de oficio, sin necesidad de que la invoque el interesado y sin 
que haya lugar a la renuncia a la prescripción ganada, tal y como dispone el art. 69 de la Ley General Tributaria

•	 En definitiva, podríamos decir, que la prescripción tributaria tiene más similitudes con la naturaleza jurídica de 
la caducidad civil

•	 Por su parte, la caducidad tributaria, hace referencia al plazo con el que nacen los procedimientos tributarios, 
cuya finalización debe realizarse en un determinado lapso de tiempo

1. La duración general del procedimiento de inspección es de 18 meses, aunque al no caducar, el 
mismo seguirá hasta su terminación. No obstante, la superación del plazo máximo de duración tendrá 
las consecuencias del art. 150 de la Ley General Tributaria

2. Al no establecerse en la Ley General Tributaria un plazo de duración del procedimiento de apremio, 
se entiende que las actuaciones podrán extenderse hasta el plazo de prescripción (4 años)

3. La superación del plazo de 6 meses en el procedimiento sancionador sin notificar la correspondiente 
resolución sancionadora, conlleva la caducidad, sin que haya lugar a iniciar un nuevo procedimiento 
sancionador, aun cuando no haya transcurrido el plazo de 4 años

4. El Plazo máximo en que debe notificarse la resolución es de 6 meses. Transcurrido el plazo sin que 
se hubiese ordenado el pago por causa imputable a la Administración Tributaria, ésta abonará el interés 
de demora sobre la devolución que proceda, sin necesidad de que el contribuyente lo solicite. Cuando 
se produzca la paralización del procedimiento por causa imputable al obligado tributario, la Adminis-
tración le advertirá que, transcurridos tres meses, podrá declarar la caducidad del mismo (art. 104.3)
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LA PRESCRIPCIÓN Y LA CADUCIDAD EN EL 
DERECHO mercantil

Adriana Tres. Abogada Dutilh Abogados
Ivo Portabales. Socio Director.Dutilh Abogados

La prescripción y caducidad son dos instituciones de índole eminentemente civil, que en nuestro de-
recho mercantil no se encuentran debidamente sistematizadas; por lo que se puede afirmar que nos 
encontramos ante un conjunto de normas dispersas e incompletas, sin que exista por lo tanto, una 
doctrina general sobre la prescripción mercantil.

Así, la prescripción se regula en nuestro derecho mercantil en el Título II del Libro IV de nuestro Có-
digo de Comercio y, de manera supletoria, por lo dispuesto en el Código Civil, tal y como ordena el 
artículo 943 del Código de Comercio.
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La prescripción engloba tanto la 
prescripción adquisitiva o usuca-
pión como la extintiva. En concre-
to, el artículo 1.930 del Código Civil 
diferencia ambas instituciones, expre-
sando que mediante la prescripción 
adquisitiva o usucapión “se adquieren, 

de la manera y con las condiciones de-
terminadas en la ley, el dominio y de-
más derechos reales” y que el dominio 
y demás derechos reales “también se 
extinguen del propio modo por la pres-
cripción”.

La caducidad, por el contrario, al 
ser una institución atípica en nuestro 
Derecho, −no se encuentra debida-
mente regulada ni en el Código de 
Comercio ni en el Código Civil− ha 
sido desarrollada en consecuencia por 
nuestra Doctrina y Jurisprudencia.
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El objeto del presente artículo es, 
en primer lugar, la realización de un 
análisis de las instituciones de la pres-
cripción y caducidad, abordando sus 
conceptos, notas características, cla-
ses y efectos; en segundo lugar, una 
breve reseña de las modificaciones 
legislativas más relevantes relativas a 
la prescripción como son la reducción 
a cinco años del plazo de prescripción 
de las acciones personales prevista en 
el artículo 1.964 de nuestro Código 
Civil y el nuevo dies a quo para cal-
cular el plazo de cuatro años de pres-
cripción de las acciones de respon-
sabilidad contra los administradores 
previsto en el nuevo artículo 241 bis 
de la  Ley de Sociedades de Capital; 
y, por último, la elaboración de un 
cuadro-resumen de las acciones ob-
jeto de prescripción y/o de caducidad 
en el ámbito mercantil, junto con sus 
respectivos plazos y el inicio del cóm-
puto de los mismos.

La prescripción adquisitiva 
o usucapión

•	 Concepto

La prescripción adquisitiva o usu-
capión se regula en el Capítulo III, 
Libro IV, del Título XVIII −artículos 
1.940 al 1.960− de nuestro Código 
Civil.

Tal y como se ha expuesto en la 
Introducción, la prescripción adquisi-

tiva es una institución profundamen-
te distinta de la extintiva –la cual se 
analizará en el siguiente apartado− 
siendo en efecto, la usucapión uno 
de los modos de adquirir la propiedad 
y demás derechos reales mediante la 
posesión en concepto de dueño uni-
da al transcurso del tiempo durante 
un determinado lapso de tiempo, en 
virtud de lo dispuesto en los artículos 
609 y 1.940 de nuestro Código Civil.

Por su parte, es necesario que el 
usucapiente durante dicho tiem-
po posea en concepto de dueño  
comportándose como el titular 
del derecho que se trate y que 
dicha posesión sea pública, pa-
cífica y no interrumpida durante 
el plazo que la Ley señala. Y ese 
derecho que realmente no le per-
tenecía, se convierte en suyo en 
virtud de que ha venido apare-
ciendo como si le correspondiese.

Por usucapión, el estado de hecho 
se prolonga en el tiempo y se convier-
te en estado de Derecho.

El fundamento se halla en la idea 
de que, en aras de la seguridad del 
tráfico, es en principio aconsejable 
que, al cabo de determinado tiempo, 
se convierta en titular de ciertos de-
rechos quien, aunque no le pertenez-
can, los ostenta como suyos, en caso 
de que no exista contradicción de nin-
gún interesado.

•	 Clases

La usucapión es clasificada por 
nuestra Doctrina como:

–– Usucapión ordinaria o extraordina-
ria. Los artículos 1.955.1, 464.1 y 
1.957 del Código Civil señalan que 
la usucapión ordinaria requiere 
poseer con buena fe y justo título 

“La prescripción extintiva es susceptible 
de interrupción en el ámbito mercantil, 
por demanda o por cualquier tipo de 
interpelación judicial realizada al deudor, 
por el reconocimiento de las obligaciones o 
por la renovación del documento en que se 
funde el derecho del acreedor”
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durante cierto tiempo la cosa o el 
derecho que se usucape. La ex-
traordinaria, por el contrario, exige 
simplemente poseerlos sin nece-

sidad de buena fe ni justo título 
durante el plazo que marca la ley, 
plazo que en virtud de lo señalado 
en los artículos 1.955.2 y 1.959 del 

Código Civil, −en compensa-ción 
de no existir buena fe ni justo títu-
lo−,  es más largo que el de la usu-
capión ordinaria.
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“No sólo es susceptible de suspensión la 
caducidad en el ámbito judicial, sino que 
también lo es en el ámbito de la mediación”

–– Usucapión de bienes muebles o 
de inmuebles. Según se trate de 
adquirir la propiedad y demás de-
rechos reales bienes muebles o 
inmuebles. En la de muebles son 
exigidos plazos más cortos que en 
la de inmuebles.

•	 Efectos 

La usucapión es el modo originario 
de adquirir el derecho usucapido, en 
cuanto que la adquisición no se basa 
en derecho anterior alguno. Es decir, 
el usucapiente no lo hace suyo porque 
el que lo tenía se lo transfiera, sino 
que se convierte en titular del mismo 
–con independencia de que antes lo 
fuese otra persona− porque ha venido 
comportándose como tal.

La adquisición del usucapiente del 
derecho se produce ipso iure, esto es, 
cuando se cumple el plazo que es fi-
jado por la ley y este derecho es sus-
ceptible de disposición, esto es, si el 
usucapiente renuncia, dejarán de sur-
tir dichos efectos.

Es preciso señalar que a pesar de 
que la adquisición se produzca al 
cumplirse el plazo que la ley marque, 
la usucapión tiene efectos retroactivos 
desde el momento en el que comenzó 
a usucapirse. Es decir, el usucapiente 
se convierte en titular del derecho al 
final del plazo, pero éste le es recono-
cido como si le correspondiera desde 
el principio de la posesión.

Prescripción extintiva y 
caducidad

Prescripción extintiva

•	 Concepto

La prescripción extintiva se re-
gula en el Título II del Libro IV 
−artículos 942 al 950− del Códi-
go de Comercio y en los artículos 

1.930 a 1.975 del Título XVIII del 
Libro IV del Código Civil.

La prescripción extintiva puede 
definirse como una institución jurí-
dica consistente en la extinción de la 
acción o del derecho subjetivo por el 
transcurso del tiempo y por la falta de 
ejercicio del mismo.

Tal y como la define nuestra Doctri-
na, las notas características de la pres-
cripción extintiva son:

–– Que deba de basarse en un dere-
cho subjetivo u acción que tenga 
la conside-ración de prescriptible. 
Esto es, el Código Civil indica que 
se extinguen por prescripción los 
derechos y acciones de cualquier 
clase; y lo cierto es que sólo se re-
fiere a los derechos patrimoniales 
disponibles, es decir, los derechos 
reales y los derechos de crédito.

–– Que dicho derecho subjetivo o ac-
ción ha de permanecer inactivo, 
esto es, que no sea ejercitado.

–– Y que deba de transcurrir efectiva-
mente el periodo de tiempo esta-
blecido.

•	 Efectos

El efecto derivado de la pres-
cripción extintiva es la extinción 
de los derechos o acciones que 
sean objeto de ellas, tal y como 
dispone el artículo 1.903 del Código 
Civil. 

La prescripción extintiva es 

susceptible de interrupción en el 
ámbito mercantil, por demanda 
o por cualquier tipo de interpe-
lación judicial realizada al deu-
dor, por el reconocimiento de las 
obligaciones o por la renovación 
del documento en que se funde el 
derecho del acreedor; aunque, tal y 
como expresa el artículo 944 del Có-
digo de Comercio se considera que la 
prescripción no es interrumpida me-
diante interpelación judicial, si el ac-
tor desiste de ella, caduca la instancia 
o es desestimada la demanda.

En este sentido, en el caso de que 
el derecho subjetivo o la acción si-
guiesen siendo incumplidos tras dicha 
interrupción, comenzaría de nuevo el 
plazo de prescripción. Esto tiene cabal 
importancia debido a que esta nota es 
absolutamente diferenciadora de la 
caducidad –tal y como se abordará en 
el siguiente epígrafe−  ya que ésta será 
objeto de suspensión y no de prescrip-
ción, que se traduce en que tras la 
suspensión el plazo continuará desde 
donde se quedó.

Por otro lado y según la reite-
rada jurisprudencia del Tribunal 
Supremo, la prescripción extinti-
va deberá ser alegada a instancia 
de parte por el deudor debido a 
que los jueces y tribunales no 
pueden alegarla de oficio y es asi-
mismo renunciable por el deudor.

Finalmente, conviene destacar que 
desde el 27 de julio de 2012, fecha en 
la que entró en vigor la Ley 5/2012, 
de 6 de julio, de mediación en asun-
tos civiles y mercantiles, ya no sólo es 
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susceptible de prescripción la pres-
cripción en el ámbito judicial, sino 
que también lo es en el ámbito de 
la mediación, regulando el artículo 4 
de la referida Ley cuanto sigue: “la 
solicitud de inicio de la media-
ción suspende la prescripción o 
la caducidad de las acciones des-
de la fecha en que conste la recepción 

o depósito de la solicitud, siempre que 
hubiere previo pacto o cláusula de me-
diación”. 

Últimas reformas legislativas so-
bre la prescripción extintiva

•	 Nueva prescripción de las ac-
ciones personales regulada por 

el Código Civil

El 6 de octubre de 2015 se pu-
blicó en el BOE la Ley 42/2015, de 
5 de octubre, (“Ley 42/2015”) −la 
cual reforma la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil−, que  
entre sus cambios más significativos 
destaca la que afecta al régimen de la 
prescripción extintiva.

La Disposición Adicional Pri-
mera, en primer lugar, reduce a cin-
co años el plazo de prescripción de 
las acciones personales prevista en el 
artículo 1.964 del Código Civil y, en 
segundo lugar, aclara que el cómputo 
de este plazo de prescripción empieza 
a computarse desde el momento en 
que se pudiera exigir el cumplimiento 
de la obligación incumplida y, en el 
caso de las obligaciones continuadas 
o de tracto sucesivo, el plazo comen-
zará cada vez éstas se incumplan.

Así, el artículo 1.964 del Có-
digo Civil quedando redactado de la 
siguiente manera:
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“La acción de responsabilidad contra los 
administradores, sea social o individual, 
prescribirá a los cuatro años a contar desde 
el día en que hubiera podido ejercitarse”

“1. La acción hipotecaria prescribe 
a los veinte años.

2. Las acciones personales que 
no tengan plazo especial pres-
criben a los cinco años desde 
que pueda exigirse el cumpli-
miento de la obligación. En las 
obligaciones continuadas de hacer 
o no hacer, el plazo comenzará 
cada vez que se incumplan”.

Esta reforma, entró en vigor el pa-
sado 7 de octubre de 2015 y supone 
la primera actualización del régimen 
de prescripción contenida en nuestro 
Código Civil, que ha permanecido in-
alterable desde su promulgación en el 
año 1.889. 

La finalidad de dicha reforma, si-
guiendo lo dispuesto en el preámbulo 
de la Ley 42/2015 consiste en obte-
ner equilibrio entre los intereses del 
acreedor en la conservación de su pre-
tensión y la necesidad de asegurar un 
plazo máximo.

Se trata de una reforma de gran ca-
lado que afectará a numerosas relacio-
nes jurídicas, como son, entre otras, 
las siguientes:

–– cualquier obligación legal cuya 
efectividad no tenga un plazo espe-
cial de pres-cripción extintiva;

–– las obligaciones que puedan surgir 
de la celebración de un contrato de 
compraventa;

–– la acciones derivada de un cumpli-
miento defectuoso, por la entrega 
de cosa distinta o con defectos;

–– la acción de resolución del contrato 
por incumplimiento;

–– la acción de un comunero contra 
la comunidad de propietarios para 
el resarcimiento de daños causados 
por los elementos comunes;

–– la acción de responsabilidad con-
tractual ejercitada por la Comuni-
dad de Propietarios, por la entrega 
de la vivienda con vicios;

–– la acción ejercitada por un Colegio 
Profesional para exigir responsabili-
dad por daños; y

–– la acción del arrendador de un in-
mueble para la revisión de rentas.

Uno de los puntos más importantes 
de la reforma es el tema de la prescrip-
ción de las acciones que surgieron con 
anterioridad a la entrada en vigor de la 
Ley 42/2015, esto es, antes del 7 de 
octubre de 2015, dado que la referida 
Ley establece un régimen transitorio 
peculiar.

En este sentido, la Disposición 
Transitoria Quinta de la Ley 42/2015 
dice literalmente que “El tiempo de 
prescripción de las acciones personales 
que no tengan señalado término espe-
cial de prescripción, nacidas antes de la 
fecha de entrada en vigor de esta Ley, 
se regirá por lo dispuesto en el artículo 
1.939 del Código Civil”.

Por su parte, el artículo 1.939 del 
Código Civil establece: “La prescrip-
ción comenzada antes de la publicación 
de este código se regirá por las leyes an-
teriores al mismo; pero si desde que fue-
re puesto en observancia transcurriese 
todo el tiempo en él exigido para la pres-
cripción, surtirá ésta su efecto, aunque 
por dichas leyes anteriores se requiriese 
mayor lapso de tiempo”.

Pese a la ambigüedad del artículo 
1.939 del Código Civil, podría inter-
pretarse su contenido según lo dis-
puesto en el presente cuadro:

Relaciones 
jurídicas

Plazo de pres-
cripción

Nacidas antes 
del 7 de octubre 
de 2000

A fecha de hoy, 
se encuentran 
prescritas

Nacidas entre 
7 de octubre de 
2000 y el 7 de 
octubre de 2005

Se aplicará el 
anterior plazo 
de prescripción 
de quince años 
previsto en el de-
rogado artículo 
1.964 del Códi-
go Civil

Nacidas entre 
7 de octubre de 
2005 y el 7 de 
octubre de 2015

Será de aplica-
ción Disposi-
ción Transitoria 
Quinta de la Ley 
42/2015, cuya 
prescripción será 
en todo caso el 
7 de octubre de 
2.020

Nacidas a partir 
del 7 de octubre 
de 2015 en ade-
lante

Se aplicará el 
plazo de cinco 
años del vigente 
artículo 1.964 
del Código Ci-
vil, cuyo plazo de 
prescripción será 
a partir del 7 de 
octubre de 2020 
en adelante
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• El nuevo sistema del cómpu-
to de acciones individual y social 
de responsabilidad contra los ad-
ministradores de las sociedades de 
capital.

Otra de las reformas más novedosas 
en materia de prescripción es la relativa 
al nuevo sistema del cómputo de las ac-
ciones individual y social de la respon-
sabilidad contra los administradores de 
las sociedades de capital.

Desde el 20 de diciembre de 2014, 
fecha en la que ha entrado en vigor la 
Ley 31/2014, de 3 de diciembre, −que 
reforma la Ley 10/2010, que aprueba el 
Texto Refundido de la Ley de Socieda-
des de Capital (“LSC”)−, se encuentra 
vigente un nuevo artículo 241 bis de la 
LSC, el cual reza: “La acción de res-
ponsabilidad contra los adminis-
tradores, sea social o individual, 

prescribirá a los cuatro años a 
contar desde el día en que hubiera 
podido ejercitarse”.

Este plazo ya venía siendo exi-
gible por la doctrina mayoritaria 
mediante la aplicación del artícu-
lo 949 del Código de Comercio, 
pero se diferenciaba del anterior en el 
“dies a quo” o el día en virtud del cual 
comenzaba el cómputo de dicho plazo.

Así, con anterioridad a la reforma, 
el plazo de prescripción comenzaba 
cuando el administrador cesara 
de su cargo, disponiendo el referido 
artículo 949 que: “La acción contra 
los socios gerentes y administradores de 
las compañías o sociedades terminará 
a los cuatro años, a contar desde 
que por cualquier motivo cesaren 
en el ejercicio de la administra-
ción”. En dicho supuesto, se entendía 

de aplicación la doctrina conocida de la 
Sentencia del 2 de abril de 2002, nú-
mero de recurso 3154/1996, de la Sala 
1ª del Tribunal Supremo, que conside-
raba que la inscripción en el Registro 
Mercantil del administrador cesado a 
estos efectos no tenía eficacia constitu-
tiva sino que era exclusivamente frente 
a terceros.

Por otro lado, existía una doctrina 
minoritaria que decía que dicha acción 
prescribía en el plazo de un año desde 
que lo supo el agraviado, en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 1.968.2 del Có-
digo Civil relativo a las acciones para 
exigir la responsabilidad por injurias y 
calumnias –“Prescriben por el transcur-
so de un año: (…) 2. La acción para 
exigir la responsabilidad civil por 
injuria o calumnia, y por las obli-
gaciones derivadas de la culpa o 
negligencia de que se trata en el 
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artículo 1902, desde que lo supo 
el agraviado”.

Con la redacción del actual 241 bis 
de la LSC, queda claro que el plazo de 
prescripción de cuatro años de las ac-
ciones individuales y sociales contra los 
administradores comienza a contarse 
desde el día en que la acción hubiera 
podido ejercitarse.

Ahora bien, surge el problema de 
interpretación entre el “dies a quo” del 
artículo 241 bis de la LSC y del artícu-
lo 949 del Código de Comercio, pues 
parece darse la paradoja de que los mis-
mos son contradictorios o excluyentes 
entre sí.

Nosotros entendemos que el “dies 
a quo” del plazo de prescripción de los 
cuatro años de la acción social o indi-
vidual contra los administradores de 
una sociedad de capital será el previsto 
en el 241 bis de la Ley de Sociedades 
de Capital, esto es, desde el día en que 
hubiera podido ejercitarse la acción.

Por el contrario, consideramos que 
el “dies a quo” del plazo de prescripción 
de cuatro años previsto en el artículo 
949 del Código de Comercio, que es 
desde el cese del administrador, se apli-
cará para las acciones sociales o indi-
viduales contra administradores de las 
sociedades de personas y para el resto 
de acciones de las sociedades de capi-
tal, que no sean ni la acción individual 
ni la social, tales como por ejemplo la 
acción de responsabilidad por deudas 
sociales de los administradores prevista 

en el artículo 367 de la LSC.

Caducidad

Concepto

Tal y como se ha expuesto en la In-
troducción, la caducidad es una ins-
titución atípica en nuestro Derecho, 
debido a que no está regulada ni en el 
Código de Comercio ni en el Código 
Civil; por lo que, su concepto, notas ca-
racterísticas y efectos han sido objeto 
de estudio y análisis por nuestra Doc-
trina y Jurisprudencia.

Un derecho subjetivo o una acción 
caducaría en aquellos casos en los que 
su ejercicio está sujeto a un plazo que 
corre inexorablemente sin que pueda 
ser detenido por actuación alguna, por 
lo que los derechos sujetos a plazo de 
caducidad se extinguen transcurrido el 
plazo sin que se ejercite dicho derecho 
subjetivo o acción.

Las notas características de la cadu-
cidad son:

–– Puede tener un origen legal o con-
vencional.

–– Se refiere a los derechos potestati-
vos, a las facultades o poderes jurídi-
cos cuyo fin es promover un cambio 
de situación jurídica, el nacimiento, 
modificación o extinción de los de-
rechos.

Efectos

El efecto derivado de la caducidad 
es la extinción del derecho subjeti-
vo o de la acción de una manera au-
tomática y directa. Así, los efectos de 
la caducidad no pueden ser objeto de 
disposición, esto es, no pueden ser re-
nunciables por aquel a quien le favore-
cen; no es susceptible de interrupción 
–a diferencia de la prescripción−, sino 
de suspensión, lo cual significa que 
tras la suspensión el plazo se reanuda-
ría donde quedó en el momento de la 
suspensión y, por último, la caducidad 
sí que es susceptible de ser apreciada 
de oficio por parte de los juzgados y tri-
bunales, por lo que, no será alegada por 
la parte interesada y no es renunciable 
por las partes.

Finalmente, al igual que la prescrip-
ción, conviene destacar en este sentido 
que desde el 27 de julio de 2012, fecha 
en la que entró en vigor la Ley 5/2012, 
de 6 de julio, de mediación en asun-
tos civiles y mercantiles, ya no sólo es 
susceptible de suspensión la cadu-
cidad en el ámbito judicial, sino 
que también lo es en el ámbito de 
la mediación, regulando el artículo 4 
que “la solicitud de inicio de la me-
diación suspende la prescripción o 
la caducidad de las acciones desde 
la fecha en que conste la recepción o de-
pósito de la solicitud, siempre que hubie-
re previo pacto o cláusula de mediación”. 

Se ha introducido así como salva-
guarda de la institución de la media-
ción y para evitar abusos. n

Conclusiones

•	 De lo anterior habríamos de destacar, en primer lugar, el nuevo régimen de prescripción de las acciones per-
sonales de nuestro Código Civil, dada su importancia y trascendencia práctica en el tráfico jurídico mercantil. 
Tal y como se ha expuesto, se ha reducido el plazo de prescripción de quince a cinco años estableciendo un 
régimen transitorio que supone una retroactividad impropia, dado que se aplica a aquellas situaciones jurídicas 
nacidas con anterioridad a la vigencia de la Ley 42/2015 y que, de conformidad con la regulación anterior, aún 
quedarían más de cinco años para que prescribiese la acción
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LA PRESCRIPCION DE LAS ACCIONES EN EL DERECHO MERCANTIL

DERECHO CAMBIARIO- Ley 19/1985, de 16 de julio, Cambiaria y del Cheque (“LCCH”)

Letra de cambio

Concepto Plazo Dies a quo (cuándo comienza el cómpu-
to del plazo de prescripción)

Acción contra aceptante y su avalista 3 años (artículo 88.1 
de la LCCH)

Desde la fecha del vencimiento

Acción del tenedor contra endosantes y librador 1 año (artículo 88.2 
de la LCCH)

Desde la fecha del protesto, de la declaración 
equivalente, o de la fecha del vencimiento en 
las letras con cláusulas sin gastos

Acción de endosantes contra otros y contra el 
librador

6 meses (artículo 
88.3 de la LCCH)

Desde la fecha en que el endosante hubiere 
pagado la letra, o de la fecha en que se le hu-
biere dado traslado de la demanda interpuesta 
contra él

Pagaré

Acción contra firmante del pagare 3 años (artículo 88.1 
de la LCCH)

Desde la fecha del vencimiento

Acción del tenedor contra endosantes y firmante 1 año (artículo 88.2 
de la LCCH)

Desde la fecha del protesto, de la declaración 
equivalente, o desde la fecha del vencimiento 
en los pagarés con cláusulas sin gastos

Acción de endosantes contra otros y contra el 
firmante

6 meses (artículo 
88.3 de la LCCH)

Desde la fecha en que el endosante hubiere 
pagado el pagaré, o desde la fecha en que se 
le hubiere dado traslado de la demanda inter-
puesta contra él

Cheque

•	 Por otro lado, conviene asimismo resaltar −por su importancia en el gobierno corporativo de las sociedades 
españolas− la redacción del ya vigente artículo 241 bis de la LSC que ha introducido el nuevo dies a quo de 
la prescripción de las acciones de responsabilidad contra los administradores. Dicha reforma ha de entenderse 
con la finalidad de poner coto a los casos de corrupción empresarial tan sonados en nuestros días, dado que los 
Códigos de Buen Gobierno y las normas deontológicas no han sido suficientes para paliarlos. En este sentido, se 
facilita a los socios de una sociedad de capital el ejercicio de las acciones de responsabilidad contra sus admi-
nistradores ya que la acción de prescripción de cuatro años comienza a contar desde que ésta hubiera podido 
ejercitarse, es decir, desde que los socios tuvieran conocimiento de los hechos que permiten fundamentarla. Así, 
gracias a esta regulación, es irrelevante cuántos años hayan transcurrido desde que el administrador cometió la 
irregularidad o desde que éste hubiera cesado en su cargo, sino que la clave ahora reside en el momento en el 
cual los socios tuvieran o hubieran podido tener conocimiento de los hechos que dan origen a la responsabilidad 
de los administradores
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Acción del tenedor contra endosantes, librador 
y demás obligados

6 meses (artículo 
157.1 de la LCCH)

Desde la expiración del plazo de presentación 
al pago

Acciones de los diversos obligados al pago del 
cheque entre sí

6 meses (artículo 
157.2 de la LCCH)

Desde el día en que el obligado ha reembol-
sado el cheque o desde el día en que se ha 
ejercitado una acción contra él

DERECHO SOCIETARIO- Ley 10/2010, que aprueba el Texto Refundido de la Ley Sociedades de Capital (“LSC”)

Acción individual de responsabilidad de los ad-
ministradores de sociedades

4 años (nuevo artí-
culo 241 bis LSC)

Desde el día que hubiera podido ejercitarse

Acción social de responsabilidad de los adminis-
tradores de sociedades

4 años (nuevo artí-
culo 241 bis LSC)

Desde el día que hubiera podido ejercitarse

Acción de responsabilidad por deudas de admi-
nistradores por falta de disolución prevista en el 
artículo 367 de la LSC

4 años Desde el momento en que la acción por la 
sociedad hubiera podido ejercitarse, esto es, 
desde el transcurso del plazo de 2 meses sin 
haber convocado Junta General, instando la 
disolución judicial o el concurso de acreedo-
res1

Acciones del socio contra la sociedad o vicever-
sa

3 años (artículo 
947.1 y 2 del Códi-
go de Comercio)

Desde la inscripción en el Registro Mercantil 
de la separación del socio, de su exclusión o de 
la disolución de la sociedad, según los casos

Derecho del socio a percibir dividendos o pagos 
por razón de las utilidades

5 años (artículo 
947.3 del Código de 
Comercio)

Desde el día señalado para comenzar su cobro

CONTRATO DE TRANSPORTE- Ley 15/2009, de 11 de noviembre, del contra-to de transporte terrestre de mer-
cancías (“LCTTM”)

Las acciones a las que pueda dar lugar el trans-
porte regulado en la Ley (artículo 79 LCTTM)

Si las acciones se derivan de una actuación do-
losa o una infracción consciente

1 año (artículo 79 
LCTTM)

2 años (artículo 79.1 
LCTTM)

-En las acciones de indemnización por pérdida 
parcial o avería en las mercancías o por retraso, 
desde su entrega al destinatario

-En las acciones de indemnización por pérdida 
total de las mercancías, a partir de los veinte días 
de la expiración del plazo de entrega convenido o, 
si no se ha pactado plazo de entrega, a partir de los 
treinta días del momento en que el porteador se 
hizo cargo de la mercancía

-En todos los demás casos, incluida la reclama-
ción del precio del transporte, de la indemniza-
ción por paralizaciones o derivada de la entrega 
contra reembolso y de otros gastos del transporte, 
transcurridos tres meses a partir de la celebración 
del contrato de transporte o desde el día en que la 
acción pudiera ejercitarse, si fuera posterior

      1  Ya sea por disolución tardía, remoción de la causa o la declaración del concurso, cesa entonces el deber legal de resolución (Sentencia de la Sala 
Primera del  Tribunal Supremo  de 15 de octubre de 2013).
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COMPETENCIA- Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal (“LCD”)

Acciones de Competencia Desleal (artículo 35 
de la LCD)

1 año Desde el momento en que pudieron ejercitarse 
y el legitimado tuvo conocimiento de la persona 
que realizó el acto de competencia desleal

3 años En cualquier caso, desde el momento de la finali-
zación de la conducta

DERECHO DE SEGUROS- Ley 50/80, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro (“Ley 50/80”)

Acciones derivadas del contrato de seguro de 
daños

2 años (artículo 23 
de la ley 50/80)

Desde el día que pudieron ejercitarse (Artícu-
lo 1.969 del Código Civil2)

Acciones derivadas del contrato de seguro de 
personas

5 años (artículo 23 
de la ley 50/80)

Desde el día que pudieron ejercitarse (Artícu-
lo 1.969 del Código Civil)

COMERCIO MARÍTIMO- Ley 14/2014, de 24 de julio, de navegación marítima (“Ley 14/2014”)

Acciones nacidas del incumplimiento del con-
trato de construcción por el constructo

3 años (artículo 
115.1 de la Ley 
14/2014)

Desde la entrega del buque

Acciones nacidas de la falta de pago del precio 
de la construcción

3 años (artículo 
115.2 de la Ley 
14/2014)

Desde la entrega del buque

Acción hipotecaria naval 3 años (artículo 
142.1 de la Ley 
14/2014)

Desde que pueda ejercitarse

Las acciones derivadas del contrato de arrenda-
miento de buque

1 año (artículo 202 
de la Ley 14/2014)

Desde la fecha de terminación del contrato o 
de la devolución del buque, si fuera posterior

La acción de repetición del porteador contrac-
tual contra el porteador efectivo

1 año (artículo 278 
de la Ley 14/2014)

Desde el momento de abono de la Indemni-
zación

Las acciones para indemnización de pérdidas, 
averías o retrasos sufridos por las mercancías

1 año (artículo 286 
de la Ley 14/2014)

Desde la entrega de estas al destinatario o des-
de el día en que hubieran debido entregarse

Las acciones por la reclamación de fletes, de-
moras y otros gastos del transporte

1 año (artículo 286 
de la Ley 14/2014)

Desde la entrega de estas al destinatario o des-
de el día en que hubieran debido entregarse

Las acciones nacidas del contrato de remolque de la Ley 14/2014) ejercitarse (Artículo 1.969 del Código Civil)

Las acciones derivadas del contrato de arrenda-
miento náutico

1 año (artículo 313 
de la Ley 14/2014)

Desde la fecha de la terminación del contrato 
o del desembarque definitivo del arrendatario 
y de sus acompañantes, si fuera posterior

      2  El artículo 1.969 del Código Civil dice: “El tiempo para la prescripción de toda clase de acciones, cuando no haya disposición especial que otra cosa 
determine, se contará desde el día en que pudieron ejercitarse”.
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Las reclamaciones por daños, pérdida o retraso 
de las mercancías manipuladas

2 años (artículo 337 
de la Ley 14/2014)

Desde la entrega por el operador responsable. 
En caso de pérdida total, dicho plazo contará 
desde el día en que hubieran debido ser en-
tregadas

El derecho para exigir la contribución a la avería 
gruesa

1 año (artículo 355 
de la Ley 14/2014)

Desde que terminó el viaje en el que esta tuvo 
lugar, entendiéndose que para cada partida de 
mercancías termina en el momento de su des-
carga definitiva

Los derechos derivados del contrato de seguro 2 años (artículo 438 
de la Ley 14/2014)

Desde el momento en que pudieron ejercitar-
se

PROPIEDAD INDUSTRIAL

Marcas- Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas (“Ley 17/2001”)

Las acciones civiles derivadas de la violación del 
derecho de marca

5 años (artículo 45.1 
de la Ley 17/2001)

Desde el día en que pudieron ejercitarse

Indemnización de daños y perjuicios causados 
por la violación del derecho de marca

5 años (artículo 45.2 
de la Ley 17/2001)

Desde el día que se realizó el acto

Acción para pedir la nulidad absoluta de una 
marca registrada

Imprescriptible (artí-
culo 51 Ley 17/2001)

Acción para pedir nulidad de marcas inscritas 
en contra art. 6 a 10

5 años (artículo 52 
Ley 17/2001)

Desde la publicación de la marca en Boletín 
Oficial de la propiedad Industrial

Patentes- Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes (“Ley 24/2015”)

Acciones civiles derivadas de la infracción del 
derecho de Patente

5 años (artículo 78 
de la Ley 24/2015)

Desde el momento en que pudieron ejercitar-
se

Acción para exigir responsabilidad al transmiten-
te a título oneroso de una solicitud de patente o 
una patente ya concedida y otorgue una licencia 
si posteriormente se declarara que carecía de la 
titularidad o de las facultades necesarias para la 
realización del negocio de que se trate

6 meses (artículo 85 
de la Ley 24/2015)

Desde la fecha de la resolución definitiva o de 
la sentencia firme que les sirva de fundamento

COMERCIO MINORISTA- Ley 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del co-mercio minorista (“Ley 7/1.996”)

Infracciones: 

a) Muy graves  

b) Graves 

c) Leves 

Artículo 70.1 de la 
Ley 7/1.996 

a) 3 años 

b) 2 años

c) 6 meses

Desde la producción del hecho sancionable o 
de la terminación del período de comisión si 
se trata de infracciones continuadas
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Sanciones: 

a) Muy graves

b) Graves 

c) Leves

Artículo 70.2 de la 
Ley 7/1.996 a) 3 
años b) 2 años c) 6 
meses

Desde la firmeza de la resolución

Acción o derecho de recuperación de los géne-
ros entregados por el consumidor o usuario al 
comerciante para su reparación

Artículo 12.4 de la 
Ley 7/1.996 3 años

Desde el momento de la entrega

CONDICIONES GENERALES DE LA CONTRATACIÓN- Ley 7/1998, de 13 de abril, de condiciones genera-
les de la contratación (“Ley 7/1998”)

Acciones colectivas de cesación y retractación Regla general: im-
prescriptibles (ar-
tículo 19 de Ley 
7/1998)

En caso de que las 
condiciones gene-
rales se hubieran 
depositado en el 
Registro General de 
Condiciones Gene-
rales de la Contrata-
ción: 5 años

Desde el día en que se hubiera practicado di-
cho depósito y siempre y cuando dichas con-
diciones generales hayan sido objeto de utili-
zación efectiva

Acción individual de cesación y retractación 5 años (artículo 19 
de Ley 7/1998)

Desde la declaración judicial firme de nulidad 
o no incorporación que pueda dictarse con 
posterioridad

Acción declarativa Imprescriptible (ar-
tículo 19 de Ley 
7/1998)

OTROS

Contrato de agencia- Ley 12/1992, de 27 de 
mayo, del Contrato de Agencia (“Ley 12/1992”) 

Acción para reclamar indemnización por clien-
tela o daños y perjuicios tras la extinción del 
contrato

1 año (artículo 31 de 
la Ley 12/1992)

Desde la extinción del contrato

Agentes mediadores

Acción real contra la fianza de los Agentes me-
diadores

6 meses (artículo 
946 del Código de 
Comercio)

Desde la fecha del recibo de los efectos pú-
blicos, valores de comercio o fondos que se 
les hubieren entregado para las negociaciones, 
salvo los casos de interrupción (art.944 Códi-
go de Comercio
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Corredores de Comercio 

Acción de responsabilidad los Agentes de Bolsa, 
Corredores de Comercio o Intérpretes de bu-
ques, en las obligaciones que intervengan por 
razón de su oficio.

3 años (artículo 945 
del Código de Co-
mercio)

Desde que pudo ejercitarse la acción (artículo 
1.969 del Código Civil)

Responsabilidad civil por daños causados 
por productos defectuosos- Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el 
que aprueba el Texto Refundido de la Ley Ge-
neral para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios (“Ley 1/2007”)

Acción de reparación

Acción de petición del pagador contra otros res-
ponsables

3 años (artículo 143 
de la Ley 1/2007)

1 año

Desde la fecha del perjuicio siempre que co-
nozca al responsable del mismo

Desde el día del pago de la indemnización

CADUCIDAD DE LAS ACCIONES EN EL DERECHO MERCANTIL

Concepto Plazo Dies a quo (cuándo comienza el cómpu-
to del plazo de prescripción)

1.	DERECHO  SOCIETARIO- Ley 10/2010, que aprueba el Texto Refundido de la Ley Sociedades de Capital 
(“LSC”)

Impugnación de acuerdos sociales 1 año, salvo que sea 
contrario al orden 
público (artículo 
205 de la LSC)

Desde la fecha de adopción del acuerdo y des-
de la fecha de recepción de la copia del acta si 
el acuerdo hubiera sido adoptado por escrito

Si el acuerdo se hubiera inscrito, á desde la 
fecha de oponibilidad de la inscripción

COMPRAVENTA MERCANTIL

Reclamación por los vicios de la cosa vendida

Defecto en cantidad o en calidad de mercancías 
embaladas

4 días (artículo 336 
del Código de Co-
mercio)

Desde el recibo de las mercancías

Vicios internos 30 días  (artículo 
342 del Código de 
Comercio

Desde la entrega de la cosa

COMERCIO MARÍTIMO- Ley 14/2014, de 24 de julio, de navegación marítima (“Ley 14/2014”).

La acción de saneamiento por vicios o defectos 
ocultos de la compraventa de buque

6 meses (artículo 
120 del Código de 
Comercio)

Desde la notificación
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PROPIEDAD INDUSTRIAL

Marcas- Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas (“Ley 17/2001”)

Duración de la marca 10 años (artículo 31 
de la Ley 17/2001)

Desde la fecha de presentación de la solicitud

Cancelación del registro de la marca por falta 
de renovación

6 meses (artícu-
lo 32.3 de la Ley 
17/2001)

En su defecto, podrá renovarse en un plazo de 
seis meses a partir de la expiración del registro

Embargos inscritos o ejercicio de la acción rei-
vindicatoria

2 meses (artículo 56 
de la Ley 17/2001)

Desde la fecha en la que la sentencia sobre la 
acción reivindicatoria hubiera ganado firmeza

Hipoteca mobiliaria inscrita en el Registro de 
Marcas

1 mes (artículo 56 
de la Ley 17/2001)

Desde que la autoridad o tribunal competente 
hubieran notificado a la Oficina Española de 
Patentes y Marcas la adjudicación definitiva 
de la marca embargada desde la finalización 
del plazo de demora previsto en el artículo 
32.3 de la Ley 17/2001

Falta de uso 5 años (artículo 58 
de la Ley 17/2001)

Desde la fecha de la publicación de su con-
cesión

Prohibición temporal de registrar marcas colec-
tivas o de garantía canceladas

3 años (artículo 77 
de la Ley 17/2001)

- Desde el día en que fue publicada la cance-
lación del registro de la marca; ó

- en caso de caducar por falta de renovación, 
desde el día en que concluyó el plazo de de-
mora para renovar el registro

Patentes- Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes (“Ley 24/2015”)

Duración 20 años (artículo 58 
de la Ley 24/2015)

Desde la fecha de presentación de la solicitud

Actos a ejercitar por persona distinta del solici-
tante a la que una sentencia firme hubiera reco-
nocido el derecho a la obtención de la patente y 
siempre que la patente no hubiera llegado a ser 
concedida

P3 meses (artícu-
lo 11.1. de la Ley 
24/2015)

Desde la sentencia que adquirió fuerza de 
cosa juzgada

Reivindicación de la transferencia de la titula-
ridad de la patente, por la persona legitimada 
cuando se haya concedido a persona no legiti-
mada

2 años (artículo 12.3 
de la Ley 24/2015)

Desde la fecha en que se publicó la mención 
de la concesión de la patente en el Boletín 
Oficial de la Propiedad Intelectual

Reivindicación por la persona que sólo tenga de-
recho a una parte de la patente, de la titularidad 
de la misma por la persona

2 años (artículo 12.3 
de la Ley 24/2015)

Desde la fecha en que se publicó la mención 
de la concesión de la patente en el Boletín 
Oficial de la Propiedad Industrial
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Ejercicio de derecho de tanteo por los comune-
ros al disponer uno de ellos de su parte

2 meses (artícu-
lo 80.2 de la Ley 
24/2015)

Desde el envío de la notificación

Obligación de explotar la patente 4 años o 3 años (ar-
tículo 90 de la Ley 
24/2015)

Desde la inscripción de la cesión en el Regis-
tro de Patentes

Alegación de fuerza mayor en la caducidad de la 
patente por falta de pago de una anualidad

6 meses (artículo 90 
de la Ley 24/2015)

Desde la fecha de la presentación o  la fecha 
en que se publique la concesión de ésta en 
el Boletín Oficial de la Propiedad Industrial, 
respectivamente

Acción de nulidad Vida legal de la pa-
tente más cinco 
años más (artícu-
lo 103 de la Ley 
24/2015)

Desde la caducidad de ésta

Falta de explotación de la invención 2 años (artículo 
108.1 de la Ley  
24/2015)

Desde la concesión de la primera licencia 
obligatoria

COMERCIO MINORISTA

Derecho a la devolución de un producto, sin 
obligación de indemnizar al vendedor por el des-
gaste o deterioro del mismo

7 días salvo que por 
pacto sea objeto de 
ampliación (artículo 
10 de la Ley 7/96)

Desde la adquisición del producto
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La prescripción en el derecho penal
El momento de interrupción del plazo. Una 
perspectiva jurisprudencial

 

Eduardo Torres-Dulce Lifante. Fiscal en excedencia. Of Counsel Garrigues Abogados

Durante bastante tiempo el Tribunal Constitucional (TC) no aceptaba, cuando se planteaba en un 
recurso de amparo, una alegación nuclear sobre la prescripción, que ésta alcanzara per se transcen-
dencia constitucional alguna en el marco de los derechos fundamentales; sencillamente entendía que 
se trataba de una cuestión de mera legalidad que debía quedar extramuros del debate del amparo y su 
conexión con los derechos fundamentales siendo, pues, exclusiva competencia del razonamiento inter-
pretativo que cada órgano judicial pudiera darle de conformidad con la significación que de la legalidad 
ordinaria se desprende del art. 117.3 CE. Sin embargo, eso cambió radicalmente como consecuencia 
de un muy polémico recurso de amparo, popularmente conocido como el caso de “los Albertos”, en cuya 
sentencia, la STC 63/2005, de 14-3,  una de las dos Salas del TC admitía la posibilidad de que ciertas 
interpretaciones judiciales pudieran alcanzar un sentido de vulneración de derechos fundamentales en 
el marco del derecho a la tutela judicial efectiva ex art. 24.1 CE. La STC 63/ 2005, de 14-3 abrió esa 
polémica puerta, que como veremos, provocó una notoria brecha en las relaciones entre el TC y la Sala 
2ª del TS que contraatacó con un Acuerdo de Sala General de 12 de mayo de 2005 en el que se oponía 
a lo decidido por el TC.

SUMARIO

1.	 La prescripción: Su significado constitucional								      
	 a) El Tribunal Constitucional cambia de criterio								     
	 b) La Prescripción: Una definición constitucional							     
	 c) La prescripción de las penas. Momento de interrupción: Indulto

2.	 La posición (y oposición) de la sala 2ª del Tribunal Supremo							     
	 a) Un concepto jurisprudencial ordinario de la prescripción de los delitos

3.	 Interviene el legislador
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LA PRESCRIPCIÓN: Su 
significado constitucional

El Tribunal Constitucional cambia 
de criterio

Es cierto que la decisión del TC 
afectaba a una zona concreta de la 
prescripción penal, concretamente 
la muy debatida doctrina de cuándo 
debe entenderse interrumpido el pla-
zo de prescripción, pero no es me-
nos cierto que aunque ello sea así, el 
portillo abierto por el TC en la STC 
63/2005 le ha permitido a este Tribu-
nal ampliar poco a poco sus pronun-
ciamientos tanto sobre la institución 
sobre sí misma como sobre algunos 
otros aspecto que le conciernen como 
el indulto, la libertad condicional, etc. 

La Prescripción: Una definición 
constitucional

La muy reciente STC 14/16, de 
1 de febrero, recuerda el camino re-
corrido en la doctrina emanada de la 
seminal STC 63/2005.

Con carácter preliminar procede 
recordar que como se señalaba en la 
STC 63/2015, de 13 de abril y en las 
precedentes SSTC 37/2010, de 19 de 
julio, y 47/2014, de 7 de abril, entre 
otras, el instituto de la prescripción 
penal supone una autolimitación o 
renuncia del Estado al ejercicio del 
ius puniendi en consideración a los 

incidencia que tiene el transcurso de 
un determinado tiempo en las funcio-
nes y fines de la intervención penal, 

así como por razones de seguridad 
jurídica que conducen a fijar un lími-
te temporal para que no se dilate in-

“La apreciación en cada caso concreto de 
la prescripción como causa extintiva de la 
responsabilidad criminal es, en principio, 
una cuestión de legalidad ordinaria, carente 
por su propio contenido de relevancia 
constitucional”

LEGISLACIÓN

www.ksp.es

•	 Constitución española. (Normas básicas.Marginal:1) Arts.; 9.3, 
17.1, 24.1, 25.1, 117.3, 117.1,  123, 123.1, 161.1. b) y 164.1

•	 Código Penal. (Normas básicas. Marginal: 14269) Art. 80 y ss, 132, 
134, 305, 349

•	 Ley orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del tribunal constitucional 
(Normas básicas. Marginal: 62).Art.4

•	 Ley orgánica 6/1985, de 1 de julio, del poder judicial. (Normas bási-
cas. Marginal: 44).Art. 5.1

•	 Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley 
Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. (Normas 
básicas. Marginal: 108710)
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“La prescripción, que empieza a correr 
desde que el delito se hubiera cometido, 
se interrumpe desde que el procedimiento 
se dirige contra el culpable y sólo empieza 
a correr desde que termina aquél sin ser 
condenado (supuesto excepcional) o se 
paraliza el procedimiento”

definidamente la incertidumbre de la 
inculpación o de la persecución penal. 
Fundamentos que explican el instituto 
de la prescripción en el ámbito puniti-
vo en general, pero que requieren cier-
tas precisiones a efectos de diferenciar 
la prescripción de la acción penal —o 
prescripción del delito— frente a la 
prescripción del cumplimiento de la 
pena adjudicada en sentencia conde-
natoria. La prescripción del delito 
opera como obstáculo procesal 
que impide la investigación judi-
cial, y por ello puede decirse que 
la sociedad —en decisión del legis-
lador que le representa— renuncia 
al ius puniendi, renuncia a una 
investigación tardía del delito y 
exime de responsabilidad penal a 
los eventuales responsables, por 
razones pragmáticas y jurídicas. 
Por el contrario, la institución de 
la prescripción de la pena se sitúa 
temporalmente en el espacio pos-
terior al efectivo enjuiciamiento 
de los hechos y a la declaración 
de responsabilidad criminal, por 
lo que en esta vertiente de la pres-
cripción no se produce en sentido 
estricto una renuncia al ius pu-
niendi, sino una renuncia a una 
ejecución tardía de la pena. Dife-
rencias que tiene su reflejo en el dis-
tinto tratamiento que la ley establece 
para ambos supuestos en cuanto a su 
alcance, requisitos y efectos, aspectos 
de configuración legislativa que sir-

ven a la garantía de seguridad jurídica 
como sustrato del derecho fundamen-
tal a la legalidad (art 25.1 CE).

Por tratarse de una situación de li-
bre configuración legal, no cabe con-
cluir que su establecimiento suponga 
una merma del derecho de acción de 
los acusadores (STEDH de 22 de oc-
tubre de 1996, caso Stubbings, § 46 y 
ss.), como tampoco que las peculiari-
dades del régimen jurídico que el le-
gislador decida adoptar —delitos a los 
que se refiere, plazos de prescripción, 
momento inicial de cómputo del plazo 
o causas de interrupción del mismo— 
afecten, en sí mismas, a derecho fun-
damental alguno de los acusados (en 
este sentido, SSTC 63/2005, de 14 de 
marzo, FJ 2; 29/2008, de 20 de febre-
ro, FJ 7; 79/2008, de 14 de julio, FJ 2, 
o 157/1990, de 18 de octubre, FJ 3, 
entre otras).

Constituye, asimismo, una con-
solidada doctrina constitucional 
la que considera que la aprecia-
ción en cada caso concreto de la 
prescripción como causa extintiva 
de la responsabilidad criminal es, 
en principio, una cuestión de le-
galidad ordinaria, carente por su 
propio contenido de relevancia 
constitucional (SSTC 195/2009, de 
28 de septiembre, FJ 2; o 206/2009, 
de 23 de noviembre, FJ 2; por remi-
sión a las SSTC 63/2001, de 17 de 

marzo, FJ 7; 63/2005, de 14 de mar-
zo, FJ 2; 82/2006, de 13 de marzo, FJ 
10; 79/2008, de 14 de julio, FJ 2, y 
195/2009, de 28 de septiembre, FJ 2). 
Cuestión distinta es que la concreta 
decisión judicial que aprecia o recha-
za tal prescripción resulte susceptible 
de acceder al amparo, estando, en 
efecto, legitimado este Tribunal para 
revisar si la motivación concretamen-
te empleada cumple con el canon de 
motivación reforzada exigible en estos 
casos (SSTC 214/1999, de 29 de no-
viembre, FJ 4; 63/2001, de 17 de mar-
zo, FJ 7; 63/2005, de 14 de marzo, FJ 
3; 82/2006, de 13 de marzo, FJ 10, o 
79/2008, de 14 de julio, FJ 2), dada 
la trascendencia de los valores consti-
tucionales y derechos fundamentales 
en juego, entre los cuales destacan la 
libertad personal (art. 17.1 CE) y la 
legalidad penal (art. 25.1 CE).

Como recuerdan las SSTC 
109/2013, de 6 de mayo, y 192/2013, 
de 18 de noviembre, el control de la 
prescripción penal en sede de juris-
dicción constitucional se funda en el 
derecho a la tutela judicial efectiva y 
en la conexión de la prescripción en 
el ámbito punitivo con el derecho a 
la libertad (art. 17.1 CE), sin posibi-
lidad de interpretaciones in malam 
partem en virtud del art. 25.1 CE 
(STC 29/2008, de 20 de febrero, FJ 
12), lo que determina el control de la 
resolución impugnada bajo un canon 
de motivación reforzada, resultando 
conculcado el derecho a la libertad 
“tanto cuando se actúa bajo la cobertu-
ra improcedente de la ley, como cuan-
do se proceda contra lo que la misma 
dispone” (SSTC 127/1984, de 26 de 
diciembre, FJ 4; 28/1985, de 27 de 
marzo, FJ 2; 241/1994, de 20 de julio, 
FJ 4; 322/2005, de 12 de diciembre, 
FJ 3, y 57/2008, de 28 de abril, FJ 2) y, 
por ello, los términos en los que el ins-
tituto de la prescripción penal venga 
regulado deben ser interpretados con 
particular rigor “en tanto que perjudi-
quen al reo” (SSTC 29/2008, de 20 de 
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jurisprudencia
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•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 1 de febrero de 2016, núm. 14/2016, Nº Rec. 7419/2014, 
(Marginal: 69719030)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 13 de abril de 2015, núm. 63/2015, Nº Rec. 4416/2012, 
(Marginal: 69719076)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 22 de noviembre de 2014, núm. 760/2014, Nº Rec. 347/2014, 
(Marginal: 69719108)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 3 de noviembre de 2014, núm. 180/2014, Nº Rec. 2791/2013, 
(Marginal: 69719084)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 22 de octubre de 2014, núm. 690/2014, Nº Rec. 359/2014, (Mar-
ginal: 69719107)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 7 de octubre de 2014, núm. 47/2014, Nº Rec. 2834/2012, 
(Marginal: 69719035)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 23 de julio de 2014, núm. 586/2014, Nº Rec. 263/2014, (Marginal: 
69719106)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 28 de mayo de 2014, núm. 81/2014, Nº Rec. 2643/2013, 
(Marginal: 69719083)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 7 de abril de 2014, núm. 49/2014, Nº Rec. 3484/2013, (Mar-
ginal: 69719082)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 9 de diciembre de 2013, núm. 152/2013, Nº Rec. 6549/2011, 
(Marginal: 69719079)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 18 de noviembre de 2013, núm. 192/2013, Nº Rec. 659/2013, 
(Marginal: 69719069)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 4 de noviembre de 2013, núm. 187/2013, Nº Rec. 3506/2012, 
(Marginal: 69719081)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 6 de mayo de 2013, núm. 109/2013, Nº Rec. 2609/2012, 
(Marginal: 69719068)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 15 de noviembre de 2010, núm. 97/2010, Nº Rec. 1052/2010, 
(Marginal: 69719078)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 19 de julio de 2010, núm. 37/2010, Nº Rec. 8312/2006, 
(Marginal: 69719034)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 22 de enero de 2010, núm. 7/2010, Nº Rec. 967/2009, (Marginal: 
69719105)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 4 de diciembre de 2009, núm. 1329/2009, Nº Rec. 1014/2004, 
(Marginal: 69719104)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 24 de noviembre de 2009. Núm. 1226/2009, Nº Rec. 2275/2008, 
(Marginal: 69719103)
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•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 23 de noviembre de 2009, núm. 206/2009, Nº Rec. 1233/2007, 
(Marginal: 69719042)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 28 de septiembre de 2009, núm. 195/2009, Nº Rec. 8817/2006 
(Marginal: 69719041)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 14 de julio de 2008, núm. 78/2008, Nº Rec. 7719/2003, 
(Marginal: 69719039)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 25 de junio de 2008, núm. 430/2008, Nº Rec. 1586/2001, (Margi-
nal: 69719102)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 28 de abril de 2008, núm. 57/2008, Nº Rec. 5899/2003, 
(Marginal: 69719074)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 20 de febrero de 2008, núm. 29/2008, Nº Rec. 1907/2003, 
(Marginal: 69719038)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 31 de octubre de 2007, núm. 845/2007, Nº Rec. 651/2007, (Mar-
ginal: 69719095)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 11 de septiembre de 2007, núm. 600/2007, Nº Rec. 1746/2006, 
(Marginal: 69719093)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 6 de junio de 2007, núm. 706/2007, Nº Rec. 3513/2000, (Marginal: 
69719094)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 7 de diciembre de 2006, núm. 1224/2006, Nº Rec. 879/2006, 
(Marginal: 69719086)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 24 de marzo de 2006, núm. 331/2006, Nº Rec. 1127/2004, (Mar-
ginal: 69719092)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 13 de marzo de 2006, núm. 82/2006, Nº Rec. 5634/2004, 
(Marginal: 69719048)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 12 de diciembre de 2005, núm. 322/2005, Nº Rec. 4439/2003, 
(Marginal: 69719073)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 14 de marzo de 2005, núm. 63/2005, Nº Rec. 6819/2002, 
(Marginal: 69719029)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 6 de mayo de 2004, núm. 590/2004, Nº Rec. 452/2003, (Marginal: 
69719085)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 17 de marzo de 2001, núm. 63/2001, Nº Rec. 3721/1998, 
(Marginal: 69719045)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 6 de noviembre de 2000, núm. 1688/2000, Nº Rec. 3286/1998, 
(Marginal: 69719090)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 19 de mayo de 2000, núm. 643/2000, Nº Rec. 2473/1995, (Mar-
ginal: 69719088)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 29 de noviembre de 1999, núm. 214/1999, Nº Rec. 1115/1996, 
(Marginal: 69719067)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 26 de julio de 1999, núm. 1231/1999, Nº Rec. 2491/1998, (Mar-
ginal: 69719089)
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“Si el hecho es calificado de delito, el 
período de prescripción ha de entenderse 
referido al tiempo que el Código establece 
para este tipo de infracciones aunque la 
sentencia declare aquél como falta”

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 16 de julio de 1999, núm. 855/1999, Nº Rec. 2276/1998, (Margi-
nal: 69719087)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 22 de enero de 1999, núm. 19/1999, Nº Rec. 523/1998, 
(Marginal: 69719080)

•	 Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de fecha 22 de octubre de 1996, (Marginal: 69719037)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 20 de julio de 1994, núm. 241/1994, Nº Rec. 3877/1993, 
(Marginal: 69719072)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 18 de octubre de 1990, núm. 157/1990, Nº Recs. 732/1987 
y 2020/1988, (Marginal: 69719040)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 27 de marzo de 1985, núm. 28/1985, Nº Rec. 2657/1992, 
(Marginal: 69719071)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 26 de diciembre de 1984, núm. 127/1984, Nº Recs. 786/1983 
y 787/1983, (Marginal: 69719070)

febrero, FFJJ 10 y 12, y 37/2010, de 
19 de julio, FJ 5).

Señala la propia STC 63/2015, de 
13 de abril, que: “La decisión judi-
cial deberá así razonar los ele-
mentos tomados en cuenta a la 
hora de interpretar las normas re-
lativas a la prescripción respetan-
do, al propio tiempo, los fines que 
dicho instituto persigue (en este 
sentido, nuevamente, SSTC 63/2005, 
de 14 de marzo, FJ 3; 29/2008, de 20 
de febrero, FJ 10; 79/2008, de 14 de ju-
lio, FJ 2, o 195/2009, de 28 de septiem-
bre, FJ 2). El estándar de motivación 
exigible a la respuesta judicial en estos 
casos será, pues, especialmente riguro-
so, debiendo abarcar tanto la exteriori-
zación del razonamiento por el que se 
estima que concurre -o no- el supuesto 
previsto en la ley, como el nexo de co-
herencia entre la decisión adoptada, la 
norma que le sirve de fundamento y los 
fines que justifican la institución (STC 
63/2001, de 17 de marzo, FJ 7, segui-
da, entre otras, por STC 63/2005, de 
14 de marzo y demás citadas)”, por lo 
que interpretaciones que se separen o 
desconozcan los estrictos términos de 
la previsión legal y de la racionalidad 
legislativa, se convierten en interpre-

taciones irracionales por vulneradoras 
de las estrictas garantías de la motiva-
ción en el marco de la legalidad penal. 
Y añade el fundamento jurídico 3 de 
la STC 63/2015: “Es ésta la razón por 
la que la jurisdicción constitucional no 
puede eludir la declaración de inconsti-
tucionalidad o la apreciación de lesión 
en los señalados derechos fundamenta-
les cuando la interpretación judicial de 
la norma reguladora de la prescripción, 
aun no siendo irrazonable o arbitraria, 
lleve consigo una aplicación extensiva 
o analógica en perjuicio del reo que 
exceda de su significado gramatical 
(SSTC 63/2005, de 14 de marzo, FJ 3; 
29/2008, de 20 de febrero, FFJJ 7 y 10; 
195/2009, de 28 de septiembre, FJ 2; 
207/2009, de 23 de noviembre, FJ 2; 
37/2010, de 19 de julio, FJ 2; 97/2010, 

de 15 de noviembre, FJ 2; o 152/2013, 
de 9 de septiembre, FJ 3)”.

Conviene decir asimismo que en 
alguna sentencia, el TC manteniendo 
su tesis de fondo,  sin embargo avaló la 
posición de la STS que se recurría en 
amparo, que fue desestimado  como 
así ocurrió con la STC 129 / 2008, de 
27 de octubre.

En esa misma línea el TC ha veni-
do exigiendo que cuando se opere en 
una resolución judicial el instituto de 
la prescripción, el deber de motivar 
las resoluciones judiciales ex art. 24.1 
CE obliga a una motivación reforzada 
en los razonamientos de las mismas, 
como exigen las SSTC 97/2010, de 
15-11 y 63/2015, de 13-4.
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La prescripción de las penas

Momento de interrupción: Indulto

Es éste, como apuntábamos supra, 
otro de los terrenos en los que el 
TC ha decidido que cabía la posi-
bilidad de que una lectura cons-
titucional abriera brecha en el 
amparo a fin de corregir determi-
nadas posiciones jurisprudencia-
les ordinarias.

En términos generales la jurispru-
dencia del TC ha examinado esa 
problemática sita en el ámbito de 
la posible suspensión de la pena 
impuesta y cómo puede influir en 
cuanto al momento interruptivo 
que afecte a la prescripción. Lo 
ha hecho en diversas SSTC a partir 
de la STC 97/2010, bastando citar 
entre otras las SSTC 109/13, de 15-
11, 109/13, de 6-5, 152/13, de 9-9, 
187/13, de 4-11, 192/13, de 18-11 y 
49/14, de 7-4.

La reciente STC 14/2016, de 1-2, 

lo ha abordado desde la situación del 
indulto.

“El art. 134 CP, en su redacción 
originaria dada por la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, aquí 
aplicable, disponía que “el tiempo de 
la prescripción de la pena se computará 
desde la fecha de la sentencia firme, o 
desde el quebrantamiento de la conde-
na, si ésta hubiese comenzado a cum-
plirse.”

El TC, en su STC 97/2010, de 15 
de noviembre, FJ 4, descartó que la 
suspensión de la ejecución de la 
pena durante la tramitación de 
una solicitud de indulto —como 
también de un recurso de amparo— 
despliegue un efecto interruptivo 
sobre el plazo señalado a la pres-
cripción de la pena, poniendo de 
relieve la carencia de específica pre-
visión legal al efecto, en la medida en 
que el art. 134 CP se limita a indicar 
como dies a quo para el cómputo del 
plazo de prescripción de la pena la fe-
cha en que la sentencia deviene firme 

o bien aquélla en que la condena es 
quebrantada.

De acuerdo con la citada STC 
97/2010, de 15 de noviembre, “la con-
templación de nuevas causas de inte-
rruptivas de la prescripción de las penas 
distintas a las recogidas en los preceptos 
legales reguladores de dicho instituto no 
es un supuesto que, lógicamente, tenien-
do en cuenta los precedentes del CP de 
1995, pudiera haber pasado inadvertido 
al legislador al regular dicha materia, lo 
que ‘desde la obligada pauta de la inter-
pretación en el sentido de la mayor efec-
tividad del derecho fundamental y de la 
correlativa interpretación restrictiva de 
sus límites’ (SSTC 19/1999, de 22 de 
enero, FJ 5; 57/2008, de 28 de abril, FJ 
6), permite entender que si el legislador 
no incluyó aquellos supuestos de sus-
pensión de ejecución de la pena como 
causas de interrupción de la prescrip-
ción de las mismas fue sencillamente 
porque no quiso hacerlo. En todo caso, 
y al margen de problemáticas presuncio-
nes sobre la intención del legislador, el 
dato negativo de la no previsión de esa 
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situación es indudable y, a partir de él, 
no resulta constitucionalmente acepta-
ble una interpretación de los preceptos 
legales aplicables que excede de su más 
directo significado gramatical.” (FJ 5).

La doctrina anterior es reiterada, 
entre otras, en las SSTC 192/2013, 
de 18 de noviembre, 49/2014, de 7 
de abril, y 63/2015, de 13 de abril, en 
las que se insiste en que en el ámbito 
de ejecución de la pena no cabe ha-
blar de otras formas de interrupción 
de la prescripción de la pena distin-
tas del quebrantamiento de condena, 
por no existir una regulación sustan-
tiva en tal sentido, como en cambio 
sí existía en el Código penal de 1973 
(SSTC 97/2010, de 15 de noviembre, 
FJ 4; 109/2013, de 6 de mayo, FJ 4; 
187/2013, de 4 de noviembre, FJ 4; 
192/2013, de 18 de noviembre, FJ 4, y 
49/2014, de 7 de abril, FJ 3).

De ahí que el TC haya considerado 
razonable, desde la perspectiva cons-
titucional aludida y bajo la vigencia 
del citado art. 134 CP, que los actos 

de ejecución dirigidos contra el con-
denado distintos del cumplimiento, in 
natura o sustitutivo, carezcan de rele-
vancia interruptora de la prescripción 
(SSTC 187/2013, de 4 de noviembre, 
FJ 4; con cita de la STC 109/2013, 
de 6 de mayo, FJ 5; 192/2013, de 
18 de noviembre, FJ 4; 49/2014, de 
7 de abril, FJ 3, y 63/2015, de 13 de 
abril, FJ 5). Precisamente por apre-
ciar que se trataba de supuestos de 
cumplimiento sustitutivo, tal y como 
había adelantado este Tribunal en 
STC 109/2013, de 6 de mayo, FJ 5, 
destacó la STC 81/2014, de 28 de 
mayo, FJ 3, in fine, y reiteró la STC 
180/2014, de 3 de noviembre, FFJJ 2 
y 3, que la doctrina establecida en la 
STC 97/2010, de 15 de noviembre, 
no resulta directamente trasladable a 
aquellos supuestos de paralización de 
la ejecución natural de la pena deriva-
dos de cuantas formas alternativas de 
cumplimiento reconoce expresamente 
el legislador, dada su diferente natu-
raleza jurídica y efectos. Tal es el caso 
de la suspensión y la sustitución de las 
penas privativas de libertad previstas 

en los arts. 80 y ss. CP, figuras que han 
sido calificadas como formas de cum-
plimiento sustitutivas o alternativas a 
la pena de prisión. 

LA POSICIÓN (Y OPOSICIÓN) 
DE LA SALA 2ª DEL TRIBUNAL 
SUPREMO

Un concepto jurisprudencial 
ordinario de la prescripción de los 
delitos

La sala 2ª del TS ha ido precisando 
poco a poco una Doctrina general de 
la institución de la prescripción en el 
campo de los delitos. Así entiende la 
concurrencia de los elementos bási-
cos.

1) La prescripción de las in-
fracciones penales no es otra 
cosa, en definitiva, que la renun-
cia expresa por parte del Estado 
del ejercicio del derecho a penar, 
en razón a que el tiempo transcurrido 
borra de alguna manera los efectos de 
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la infracción y apenas si existe ya me-
moria social de la misma. De ahí que 
a menor gravedad del delito se exija 
más tiempo de prescripción, atendido 
el hecho sociológicamente comproba-
do de que la reacción social se atenúa 
en función de la trascendencia del he-
cho; 2) por tanto, la prescripción de 
la infracción penal es una institu-
ción de Derecho material y no de 
Derecho procesal, como a veces se 
entendió; 3) ahora bien, la prescrip-
ción, que empieza a correr desde 
que el delito se hubiera cometi-
do, se interrumpe desde que el 
procedimiento se dirige contra el 
culpable y sólo empieza a correr 
desde que termina aquél sin ser 
condenado (supuesto excepcional) o 
se paraliza el procedimiento. Mientras 
el proceso está en marcha la sociedad 
tiene vigencia del hecho y la memo-
ria se mantiene. Al menos, éste es el 
principio en que se inspira la institu-
ción de la prescripción; 4) el derecho 
constitucional a un proceso sin 
dilaciones indebidas no se iden-
tifica con la prescripción. Aquél 
tiene su correctivo por la vía indem-
nizatoria, sin perjuicio de la valoración 
judicial que de la indebida prolonga-
ción del proceso haga el juez o tribu-
nal, teniendo en cuenta que, si aqué-
lla es ajena a su voluntad, el proceso 
mismo de alguna manera actúa como 
una especie de «sanción» complemen-
taria; 5) si el hecho es calificado de 
delito, el período de prescripción 
ha de entenderse referido al tiem-
po que el Código establece para 
este tipo de infracciones aunque 
la sentencia declare aquél como 
falta. Sólo así se cumplimentan los 
principios de seguridad y certeza. La 
tramitación de un proceso penal por 
delito permite a quienes han de llevar 
a cabo los correspondientes actos pro-
cesales «confiar» que los períodos de 
paralización se computarán de acuer-
do con la calificación inicial del deli-
to (SSTS  590/2004, de 6 de mayo; 
1224/2006, de 7-12).

Las siempre conflictivas relaciones 
del Tribunal Supremo con el Tribu-
nal Constitucional, muy celoso aquél 
de la interferencia de lo que estiman 
como el desborde de la función estric-
tamente constitucional de éste, culmi-
nado con episodios como el enfrenta-
miento entre el TC y la Sala 1ª del TS 
que motivó incluso una modificación 
de la Ley Orgánica del Tribunal Cons-
titucional en su art. 4 para asegurar la  
“supremacía constitucional”  del 
TC sobre cualquier otro órgano cons-
titucional, alcanzaron especial viru-
lencia en torno a la STC 63/2015.

La Sala 2ª del TS reaccionó con ra-
dicalidad ante lo que estimaba como 
una intolerable injerencia en sus fun-
ciones jurisdiccionales casacionales y 
una extralimitación de las propias del 
TC.

La sucesión  de los diversos  Acuer-
dos de Junta General del TS  en la ma-
teria habla por sí misma.

La Sala General de la Sala 2ª del 
TS de 12-5-2005 llegó al siguiente 
Acuerdo: La Sala Penal del Tribu-
nal Supremo ha examinado la sen-
tencia del tribunal Constitucional 
63/2005 y considera que la misma 
insiste en la extensión de la juris-
dicción constitucional basándose 
en una interpretación de la tutela 
judicial efectiva que, prácticamen-
te, vacía de contenido el art. 123 CE 
que establece que el Tribunal Supre-
mo es el órgano jurisdiccional superior 
en todos los órdenes salvo lo dispuesto 
en materia de garantías constituciona-
les, por lo que, consiguientemente, le 
incumbe la interpretación en última 
instancia de las normas penales.

Asimismo, y en Sala General de fe-
cha 3-10-2005, llegó a los siguientes 
Acuerdos: Primer Asunto: Prescrip-
ción: Interrupción del plazo: Acuerdo: 
El art. 5.1 LOPJ, interpretado confor-
me a los arts. 117.1, 161.1 b) y 164.1 

CE, no puede impedir que el TS ejer-
za con plena jurisdicción las faculta-
des que directamente le confiere el 
art. 123.1 CE.

Segundo Asunto dentro del mis-
mo asunto: Qué debe entenderse por 
procedimiento que se dirija contra el 
culpable. Acuerdo: «Mantener la ac-
tual jurisprudencia sobre la interrup-
ción de la prescripción pese a la STC 
63/2005».

A estos efectos conviene recordar 
que en Sala General de fecha 18-7-
2006, se adoptó el siguiente Acuerdo: 
«los acuerdos de sala general (pleno no 
jurisdiccional) son vinculantes».

Al hilo de todo ello ha seguido ela-
borando su jurisprudencia sobre el 
momento de la interrupción del plazo 
de prescripción anudado a la inter-
pretación de la expresión «dirigirse el 
procedimiento contra el culpable» de 
acuerdo con las tesis más arriba ex-
puestas. Muy específicamente en esa 
oposición frente a la STC 63/2005, 
podemos citar, entre otras, SSTS 
855/1999, de 16-7, 643/2000, de 19-
5, 1231/99, de 26-7, 1688/2000, de 
14-3-2003 (Caso Urbanor).

Como ha señalado reiterada-
mente la última jurisprudencia 
de esta Sala la resolución judicial 
que acuerda incoar diligencias 
previas interrumpe la prescrip-
ción, siendo indiferente que la 
notitia criminis, es decir, el cono-
cimiento de hechos delictivos que 
se atribuyen a personas o grupos 
perfectamente identificados, re-
vista la forma de denuncia o de 
querella ya que lo relevante es la 
existencia de una resolución judi-
cial que revista la forma de Auto, 
en cuanto que tiene antecedentes 
de hecho, Fundamentos jurídicos 
y parte dispositiva y contra el mis-
mo cabe el Recurso de Reforma. 
Este auto contiene la decisión judicial 
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de investigar el hecho y perfilar la par-
ticipación del denunciado o querella-
do. No se puede hacer de peor con-
dición al querellante que asume una 
costosa carga para poner en marcha el 
proceso, que al denunciante que limi-
ta su actuación a una manifestación 
oral o escrita. No creemos que se pue-
da mantener, en estos tiempos, que la 
única forma de dirigir el procedimien-
to contra el culpable pase necesaria-
mente por un procesamiento o por su 
imputación formal en el  momento de 
la calificación de los hechos.

La distinción entre la denuncia y 
la querella, a efectos de prescripción, 
entraría en contradicción con el pro-
pio tenor literal del actual artículo 305 
del CP que complementa con carác-
ter meramente interpretativo al ante-
rior artículo 349 (Código de 1973). Se 
establece, con perfecta claridad, que 
la persecución puede ponerse en 
marcha por querella o denuncia 
del ministerio fiscal, abogado del 
Estado o representante de la Ad-
ministración tributaria, cuando la 
denuncia o querella se dirige con-
tra el deudor tributario.

Condicionar la interrupción de 
la prescripción a la admisión de la 
querella sería aleatorio, inseguro ju-
rídicamente y con una gran dosis de 
injusticia al remitir la decisión de ex-
tinguir la responsabilidad criminal de 
un delincuente a la mayor o menor 
carga de trabajo que tenga un juzgado 
(STS 643/2005, de 19-5 que combate 
así la STC 63/2005). Idem en SSTS 
774/2005, de 2-6; y 331/2006, de 24-3.

Entre otras, han seguido asimismo 
los criterios del Pleno de 25-4-2006, 
de oposición a lo decidido en la STC 
63/2005, las SSTS 600/2007, de 11-
9; 706/2007, de 6-6; y 845/2007, de 
31-10.

El decurso del tiempo ha enfriado 
algo esa inflamada relación entre el 
TC y el TS pero uno y otro han segui-
do manteniendo sus criterios.

Así la Sala General en 26-2-2008 
adoptó el siguiente acuerdo: “La Sala 
de lo Penal del TS ha tenido conoci-
miento de la reciente sentencia dictada 
por la Sala Segunda del TC el pasado 
20-2-2008, que declara la nulidad de 
la nuestra de 14-3-2003 y, tras su aná-
lisis, ratificamos nuestros precedentes 
Acuerdos de la Sala General de 12-5-
2005 y 25-4-2006, por cuanto el órga-
no constitucional reitera la extensión de 
su jurisdicción basándose de nuevo en 
una interpretación de la tutela judicial 
efectiva, en este caso, en relación con el 
potencial derecho a la libertad personal 
de los recurrentes, que vacía de conteni-
do el art. 123 CE.

Este precepto constitucional, den-
tro del Título correspondiente al Poder 
Judicial, tiene como misión preservar 
el debido equilibro entre órganos cons-
titucionales del Estado, en este caso el 
TC y el TS, para asegurar el adecuado 
funcionamiento de aquél, de forma que 
se desconoce su esencia, fijando una in-
terpretación de la legalidad ordinaria 
que sólo corresponde al TS.”

Esa doctrina se plasmó, entre 
otras, en SSTS 430/2008, de 25 de 
junio; 1226/2009, de 24 de noviem-
bre; 1329/2009, de 4 de diciembre; 
7/2010, de 22 de enero; 586/2014, de 
23 de julio; 690/2014, de 22 de octu-
bre; y 760/2014, de 22 de octubre.

Incluso el asunto que desencade-
nó el enfrentamiento, el caso de “Los 
Albertos” volvió a dar juego cuando se 
entró en el incidente de ejecución. En 
Sala General 10-6-2008 se examinó: 
Asunto: decisión sobre el incidente 
promovido en el caso de «Los Alber-
tos», después de la STC. Acuerdo: 

esta Sala debe dictar sentencia absol-
viendo a los acusados, con declaración 
de oficio de las costas procesales y de-
jando expedita la vía civil para que las 
partes, si lo estiman procedente, ejer-
zan las acciones civiles que les asistan. 
Jurisprudencia que lo desarrolla: STS 
430/2008, de 25 de junio.

Las consecuencias de todo ello es 
que ese debate se ha trasladado inclu-
so al recurso de revisión.

De igual forma se adoptó en esta 
materia un nuevo Acuerdo el 26-
2-2009. Acuerdo: la STC procla-
mando cómo se integra el conte-
nido de una norma legal, acerca 
del momento interruptivo de la 
prescripción, que resulta diver-
sa, como venía siendo entendido, 
no constituye un hecho nuevo 
de  aquellos a los que se refiere 
el art. 954 LECr, como requisito 
del recurso de revisión. Jurispru-
dencia que lo desarrolla: Auto nº Rec. 
20445/2008, de 26-3-2009.

INTERVIENE EL LEGISLADOR

Ese áspero y peligroso enfrenta-
miento de tan importantes Tribunales 
como el TC y el TS, con daños cier-
tos para el justiciable y el principio de 
seguridad jurídica (art. 9.3 CE) tan 
esencial en la arquitectura del Estado 
de Derecho, motivó que el Legislador 
decidiera intervenir. La LO 5/2010, de 
22 de junio, modificó y muy sustan-
cialmente el art. 132 CP centro de la 
polémica.

En su momento escribí sobre las 
complicaciones y una especie de “ter-
tio genus” que en su estilo  suponía 
la Reforma, un comentario que sigo 
manteniendo ahora mismo en su inte-
gridad  y que aquí reproduzco1.

      	1  Torres- Dulce Lifante, Eduardo. Código Penal Comentado. 15 ª Edición. Pp. 353-354. Editorial Colex . Madrid, 2015.
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La reforma altera sustancialmen-
te el modo de computar la prescrip-
ción de los delitos. Es obvio que en 
el ánimo del legislador ha pesado el 
áspero enfrentamiento institucional 
entre las posiciones interpretativas 
del TC y del TS a la hora de inter-
pretar el párrafo 2 de este art. 132, a 
la hora de dilucidar qué alcance tenía 
la expresión «dirigir el procedimiento 
contra el culpable». La reforma, que 
no es precisamente un modelo de 
claridad ni precisión sistemática, se 
orienta en relación a estos criterios: 
1°) Ahora ya no se designa al cul-
pable como tal sino como indi-
ciariamente responsable del de-
lito o falta de cuya prescripción 
se trate. Esa extraña  expresión, que 
dará juego interpretativo, parece que-
rer expresar que debe concurrir en 
su calificación de responsable de un 
delito o falta algo más que la mera 
designación de ser responsable de los 
mismos; deben adicionarse indicios 
bastantes de tal participación. 2º) El 
legislador ha decidido dar una inter-
pretación auténtica (art. 132.2.1º) 
del alcance de la expresión clásica de 
dirigir el procedimiento contra una 
persona, que se exige ahora que sea 
determinada. Como regla general el 
legislador parece preferir la po-
sición del TC, pues indica que 

es necesario que al incoarse una 
causa, o con posterioridad a tal 
incoación, se dicte resolución 
judicial motivada en la que se le 
atribuya su presunta participa-
ción en un hecho que pueda ser 
constitutivo de un delito o falta. 
El problema es que en realidad esa 
regla general es dinamitada por sus 
excepciones, como veremos inmedia-
tamente. 3º) Pero esa regla general la 
excepciona de inmediato el legis-
lador (art. 132.2.2ª) inclinándo-
se en este caso por las tesis del 
TS, ya que la mera presentación 
de querella o denuncia ante un 
órgano judicial en que se atribu-
ya participación en un delito o 
falta a persona determinada, sus-
pende el cómputo de la prescrip-
ción por un plazo máximo de seis 
meses en caso de delito y de dos 
meses en caso de falta, a contar 
en ambos casos desde el momen-
to de la deducción de la querella 
o denuncia. Si durante esos plazos 
se dicta una resolución judicial de 
imputación contra el querellado o de-
nunciado, esto es atribuyéndoles una 
presunta participación en un hecho 
delictivo o falta, la prescripción se 
entiende retroactivamente interrum-
pida desde el momento de la presen-
tación de la querella o denuncia. Un 

efecto que se hace extensivo para con 
la imputación judicial a cualquier 
otra persona implicada en los hechos, 
aunque no hubiera sido inicialmente 
objeto de la querella o denuncia. De 
forma reiterativa el legislador precisa 
cómo el plazo de prescripción no se 
interrumpirá si en esos plazos el juez 
no adopta la decisión de imputación 
o si el juez inadmitiera a trámite la 
querella o denuncia o acordara no 
dirigir el procedimiento contra la 
persona querellada o denunciada. 
4°) El legislador ha querido, asimis-
mo, saldar otra polémica, aunque en 
este caso la jurisprudencia ya era muy 
clara y asentada, la de la exigencia 
de que la persona contra la que 
se dirija el procedimiento deba 
quedar suficientemente determi-
nada (art. 132.2.3ª). Inesperada y 
absurdamente el legislador se refiere 
exclusivamente a un concepto de de-
terminación, no en la querella o en 
la denuncia, sino exclusivamente en 
la resolución judicial de imputación. 
En ese caso exige que la persona 
sea identificada de manera di-
recta o indirecta mediante datos 
que permitan concretar poste-
riormente tal identificación en el 
seno de la organización o grupo 
de personas a quienes se atribuya 
el hecho.2  n

	 2  Un excelente análisis que recoge cronológicamente las diferencias entre los TC y TS, y los Acuerdos de Junta General de la Sala 2ª TS,  puede encontrar-
se  en Manzanares  Samaniego, José Luis. Código Penal. Tomo I. Parte General. (Artículos 1 a 137). Pp. 978 -995. Editorial Comares, Granada, 2010.	
3  Código Penal   Director Luís Rodríguez Ramos. Editorial La Ley. 5ª Edición. Pp . 726 -727  Madrid 2015

Conclusiones

•	 ¿Cambió en algo la jurisprudencia de la Sala 2ª TS ante esa reforma? Pues no parece que lo haya hecho de 
manera sustancial. Al no haber sido taxativa la nueva regulación, y así las SS 1294/2011, de 21 de noviembre 
y 885/2012, de 12 de noviembre rememorando la S 1187/ 2010, de 27 de diciembre, recuerda que puede 
haber otras resoluciones motivadas anteriores a aquellas que expresamente se dirija contra una persona un 
procedimiento (autos acordando la entrada y registro, escuchas telefónicas o la detención) aunque no sean 
específicamente de imputación y  por otra parte, el hecho de que se aluda a una resolución firme “se considera 
que el recurso contra un auto en tal sentido, si se recurre y con posterioridad se confirma, el auto inicial tendrá 
fuerza interruptiva”3.
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PRESCRIPCIÓN DELITOS ARTÍCULO 131 CÓDIGO PENAL

Delitos

Plazo de prescripción Tipo de plazo y pena señalada por el 
delito

20 años Prisión 15 o más años

15 años Inhabilitación 10 o más años Prisión 
entre 10 y 15 años

10 años Prisión o Inhabilitación entre 5 y 10 años

5 años Los demás delitos, excepto injurias y 
calumnias

Delitos con pena compuesta Pena que exija mayor tiempo para la 
prescripción

Pena compuesta

Delitos de lesa humanidad, genocidio, 
contra las personas y bienes protegidos 
en caso de conflicto armado y de terro-
rismo con la muerte de una persona

Imprescriptibles

Concurso de infracciones o infraccio-
nes conexas

El que corresponda al delito más grave

PRESCRIPCIÓN DE LAS PENAS ARTÍCULO 133 CÓDIGO PENAL

Delitos

Plazo de prescripción Tipo de plazo y pena impuesta

30 años Prisión superior a 20 años

25 años Prisión entre 10 y 15 años

20 años Inhabilitación más de 10 años Prisión 
entre 10 y 15 años

15 años Inhabilitación entre 6 y 10 meses Pri-
sión entre 5 y 10 años

10 años Resto de penas graves

5 años Resto de penas menos graves

1 año Penas leves

Delitos de lesa humanidad, genocidio, 
contra las personas y bienes protegidos 
en caso de conflicto armado y de terro-
rismo con la muerte de una persona

Imprescriptible
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LA PRESCRIPCIÓN Y LA CADUCIDAD EN EL 
DERECHO DEL TRABAJO

Maria José Martínez Herrero. Abogada del Departamento Laboral de 
Ventura Garcés & López-Ibor Abogados

En el presente artículo pretendemos acercarnos a la institución jurídica de la prescripción, institución 
que consiste en la extinción de un derecho subjetivo por su falta de ejercicio en el transcurso de un 
periodo de tiempo determinado.

Siguiendo la línea tomada ya por otros trabajos anteriores publicados por E&J sobre este mismo tema, 
vamos a abordar los supuestos de prescripción y caducidad en el ámbito del Derecho del Trabajo, que-
dando  excluidas del presente análisis las especialidades relacionadas con el Derecho de la Seguridad 
Social. Para llevar a cabo el análisis de dichas figuras vamos a hacer un repaso de la jurisprudencia 
más reciente sobre la materia, pretendiendo que este trabajo sea una herramienta útil, amena y actua-
lizada sobre esta materia tan recurrente en nuestros tribunales.

SUMARIO

1.	 Plazos ordinarios de prescripción
2.	 Interrupción de la prescripción
3.	 Plazos especiales de prescripción
4.	 Régimen sancionador
5.	 Caducidad
6.	 Suspensión de la caducidad
7.	 Prescripción de las acciones derivadas del contrato de trabajo
8.	 Prescripción de los plazos de ejecución de sentencias
9.	 Prescripción de infracciones y faltas laborales
10.	 Caducidad de las acciones más comunes

PLAZOS ORDINARIOS DE 
PRESCRIPCIÓN

Es el artículo 59 del Estatuto de 
los Trabajadores (en adelante ET), el 

que regula la prescripción y la cadu-
cidad de las acciones derivadas del 
contrato de trabajo.

En el primero de sus apartados, 

el antedicho artículo 59 ET reza lo 
siguiente: “Las acciones derivadas del 
contrato de trabajo que no tengan se-
ñalado plazo especial prescribirán al 
año de su terminación. A estos efectos, 
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se considerará terminado el contrato: a) 
El día en que expire el tiempo de dura-
ción convenido o fijado por disposición 
legal o convenio colectivo. b) El día en 
que termine la prestación de servicios 
continuados, cuando se haya dado esta 
continuidad por virtud de prórroga ex-
presa o tácita”. De su literalidad po-
demos deducir entonces que el plazo 
otorgado por este precepto responde 
a un plazo de prescripción “general” u 
“ordinario” y que el dies a quo a partir 
del cual debe computarse dicho plazo 
se inicia el día que termine el contrato 
de trabajo.

El inicio del cómputo de esta 
prescripción “laboral” para em-
prender acciones derivadas del 
contrato de trabajo queda aleja-
do, por tanto, del régimen pres-
criptivo que establece el artículo 
1969 del Código Civil (en adelante 
CC). Este último precepto determina 
que el cómputo del tiempo para la 
prescripción de toda clase de acciones 
se debe contar desde el día en que la 
acción pudiera ejercitarse.

En cambio, el artículo 59 ET 
no sigue la regla del artículo 
1969 CC y deja abierta la posi-
bilidad de emprender acciones 
derivadas del contrato de trabajo 
durante toda la vida del mismo, 
independientemente del momen-
to en el cual pudieron ejercitarse.

Hacemos mención en este punto, 

LEGISLACIÓN
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“El artículo 59 ET no sigue la regla del 
artículo 1969 CC y deja abierta la posibilidad 
de emprender acciones derivadas del contrato 
de trabajo durante toda la vida del mismo, 
independientemente del momento en el cual 
pudieron ejercitarse”
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“El excepcional derecho a solicitar la posible 
compensación económica por vacaciones 
anuales que no se hubieran podido disfrutar, 
no surge hasta que se extingue la relación 
laboral por declaración de incapacidad 
permanente y no al finalizar el año natural”

a la Sentencia de la Sala de lo Social 
del Tribunal Supremo, de 19 de sep-
tiembre de 2006 que, revocando la 
dictada por la Audiencia Nacional que 
había declarado prescrita la acción de 
impugnación del convenio colectivo, 
consideró aplicable, por analogía, el 
artículo 59.1 ET. El Tribunal Supremo 
deja abierta de este modo la posibili-
dad de la impugnación de un conve-
nio colectivo durante todo el periodo 
de vigencia del mismo.

Entramos ahora a analizar el conte-
nido del segundo de los apartados del 
artículo 59 ET, donde podemos ver las 
primeras excepciones a la regla gene-
ral indicada anteriormente. Para ello, 
recordamos su contenido literal: “Si la 
acción se ejercita para exigir percepcio-
nes económicas o para el cumplimiento 
de obligaciones de tracto único, que no 
puedan tener lugar después de extin-
guido el contrato, el plazo de un año se 
computará desde el día en que la acción 
pudiera ejercitarse”.

En este apartado segundo se con-
figura una hipótesis, presentada como 
excepción, mediante la que el plazo 
general de un año se computará desde 
el día en que la acción pueda ejerci-
tarse, reencontrándose de ese modo, 
aunque desde una perspectiva reduci-
da, con la regla del artículo 1969 CC.

Este tratamiento excepcional sobre 
el cómputo del dies a quo contenido 

en el artículo 59.2 ET afecta a dos 
tipos de acciones: (i) aquellas en 
las que se exigen percepciones 
económicas, y (ii) aquellas en 
las que se exigen obligaciones de 
tracto único.

En cuanto al contenido que abarca 
el concepto de percepciones económi-
cas, podemos afirmar que se trata de 
una expresión amplísima, donde pue-
de tener cabida cualquier deuda dine-
raria. El plazo de prescripción para las 
acciones en materia de percepciones 
económicas será, por tanto, el de un 
año, a contar desde el día en que la 
acción pudo ejercitarse, fijándose di-
cha fecha en el momento en que los 
salarios u cualquier otra percepción 
económica, debieron ser abonados 
y no se abonaron o se abonaron en 
cuantía inferior.

Destacamos en este punto la Sen-
tencia dictada por la Sala 4ª del Tri-
bunal Supremo de fecha 25 de febrero 
de 2015, en recurso 432/2014, en la 
que la empresa reclama la devolución 
de un préstamo realizado al trabaja-
dor tras extinguirse la relación laboral, 
considerando la Sala que las obligacio-
nes enmarcadas en aquel acuerdo cre-
diticio no tenían vida fuera del marco 
más amplio de la relación laboral, sin 
la cual el préstamo perdía su justifica-
ción y, por tanto, al estar tal préstamo 
vinculado al contrato de trabajo, esti-
mó que el plazo de prescripción para 

su reclamación era de un año desde 
la terminación del contrato de trabajo.

Respecto al concepto de obli-
gaciones de tracto único, aunque 
no nos aclara el legislador cuáles 
son concretamente las acciones 
que considera englobadas en di-
cho concepto, siguiendo el esque-
ma tradicional de clasificación 
de las obligaciones y atendiendo 
al momento del cumplimiento de 
la prestación, podemos afirmar 
que son de tracto único aquéllas 
de cumplimiento instantáneo, y 
de tracto sucesivo todas aquellas 
obligaciones cuyo cumplimiento 
se desarrolla en el tiempo.

No obstante, su distinción teóri-
ca no obtiene eficacia absoluta en la 
práctica a la hora de permitir diferen-
ciar con claridad las distintas acciones 
posibles dentro del concepto de tracto 
único o tracto sucesivo. Prueba de ello 
es la continua actividad judicial a este 
respecto.

A modo de revisión, paso a comen-
tar a continuación algunas de las dis-
tinciones que nos recuerda la jurispru-
dencia.

En cuanto a la determinación 
del dies a quo para el inicio del 
cómputo prescriptivo en materia 
de clasificación profesional, nos 
encontramos ante hechos jurídi-
cos de tracto sucesivo. Así lo afirma 
la Sentencia nº 260/2006, dictada por 
el TSJ de Madrid, de fecha 19 de abril 
de 2006, que reza literalmente “De la 
lectura de la sentencia en su conjun-
to se desprende que el trabajador, que 
tiene reconocida la categoría de Jefe de 
Sucursal, viene realizando desde el año 
2000 funciones de 2º de tienda, si bien 
la empresa le reconoce su categoría pro-
fesional, teniendo derecho a solicitar, 
durante la vigencia de su contrato que 
se le encomienden las funciones corres-
pondientes a dicha categoría, ya que se 
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“Con la solicitud de conciliación 
administrativa, el cómputo del plazo 
queda suspendido el mismo día en que se 
presenta la conciliación, y no a partir del día 
siguiente, y la suspensión se mantiene hasta 
la conciliación, reanudándose el cómputo a 
partir del día inmediato siguiente”
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trata de una obligación de tracto suce-
sivo derivado del contrato de trabajo y 
por ello, exigible en cualquier momento 
por el trabajador durante la vigencia del 
mismo. Para que se aplicase el pla-
zo de prescripción del art. 59 ET, 
tendría que tratarse de una recla-
mación económica o exigirse el 
cumplimiento de una obligación 
de tracto único, pero en el presen-
te supuesto nos encontramos ante 
una obligación de tracto sucesi-
vo, pudiendo el trabajador reclamar en 
cualquier momento durante la vigencia 
de su contrato laboral. El contrato de 
trabajo, por su propia naturaleza genera 
una obligación de trato sucesivo y no de 
trato único, por lo que todos y cada uno 
de los derechos dimanantes en el mis-
mo son ejercitables y postulables, si no 
son reconocidos, durante la vigencia del 
mismo o como dice el artículo 59 citado 
en su número primero sólo prescriben 
transcurrido un año desde su finaliza-
ción, sin perjuicio de la operatividad 
del párrafo 2 en orden a las diferencias 
económicas que pudiesen resultar en 
el supuesto de que se actuase la acción 
ejercitada, por lo que ha de concluirse 
que si el contrato de trabajo se halla vi-
gente de manera que nadie lo ha puesto 
en duda, deviene inaplicable la invoca-
da por la demandada excepción de pres-
cripción”.

Esta teoría, en cambio, no puede 
ser extendida a las acciones que 
pretenden una adecuación de la 
categoría a las funciones realiza-
das en las que se parte de la exis-
tencia de un error inicial de clasi-
ficación profesional, por tratarse 
este encuadramiento de un hecho 
jurídico de tracto único. Esta tesis 
ha sido corroborada por el Tribunal 
Supremo al estimar la concurrencia de 
prescripción en un supuesto en el que 
la Sala califica expresamente de cla-
sificación profesional, y posterior en-
cuadramiento en un determinado gru-
po profesional, utilizando los criterios 
propios de las obligaciones de tracto 

único, y no los de las obligaciones de 
tracto sucesivo. La Sentencia dictada 
por la sala 4ª del Tribunal Supremo, 
en fecha 20 de febrero de 2008, re-
curso 116/2007, en su fundamento 

jurídico tercero indica: “Conviene pre-
cisar que la cuestión planteada en el re-
curso, como se deduce de las sentencias 
objeto de contraste, podría en principio 
presentar dos vertientes (clasificación o 
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encuadramiento), pero en este caso se 
reconducen a lo mismo, que es la cla-
sificación profesional y consiguiente en-
cuadramiento en un determinado Gru-
po Profesional como consecuencia del 
sistema de clasificación profesional del 
Convenio Único para el Personal La-
boral de la Administración del Estado y 
Acuerdo Colectivo complementario pu-
blicado en el BOE de 19 de septiembre 
de 2000, por entender que las funcio-
nes que el trabajador venía originaria-
mente y viene realizando corresponden 
a distinto grupo de aquel en el que fue 
encuadrado y, en consecuencia como 
opera el Instituto de la prescripción. En 
esta materia, se ha venido reiterando de 
forma uniforme la más reciente doctri-
na unificada de esta Sala, que aparece 
recogida entre otras sentencias en la de 
25 de febrero de 2005 (recurso 415/04), 
lo que conlleva la desestimación del re-
curso por falta de contenido casacional, 
pues: “esta Sala de lo Social del Tribu-
nal Supremo se ha pronunciado ya sobre 
la cuestión de prescripción controverti-
da en sentencia de 27 de abril de 2004 
(rec. 5447/2003). De acuerdo con ella 
es aplicable el plazo de prescripción de 
un año previsto en el art. 59.2 del Es-
tatuto de los Trabajadores al ejercicio de 

la acción de clasificación profesional en 
litigio. Pero el cómputo de dicho plazo 
de prescripción se ha de iniciar no en 
la fecha de entrada en vigor del conve-
nio colectivo único para el personal de 
la Administración General del Estado, 
sino en la fecha de un posterior acuerdo 
colectivo complementario en la materia, 
negociado precisamente a la vista de los 
problemas de clasificación de los traba-
jadores que aquél había suscitado. El 
“dies a quo” o punto temporal a partir 
del cual se ha de iniciar el cómputo de 
la prescripción es, siguiendo la doctrina 
unificada sentada en dicha sentencia, 
en la fecha de publicación en el Bole-
tín Oficial del Estado (19 de septiembre 
de 2000) del referido Acuerdo colecti-
vo complementario sobre el sistema de 
clasificación profesional. Como ya se ha 
señalado, la demanda del trabajador se 
interpuso el 24 de diciembre de 2001, 
pero la reclamación administrativa pre-
via que debe preceder a las reclamacio-
nes jurisdiccionales frente a las Admi-
nistraciones públicas tuvo lugar el 2 de 
mayo de 2001, interrumpiéndose con 
su presentación el plazo de prescripción 
de la acción de clasificación profesional 
ejercitada”.

No podemos pasar por alto en 
este punto la referencia a la obli-
gación de tracto único por exce-
lencia, una vez finalizado el con-
trato de trabajo: la reclamación 
de las vacaciones no disfrutadas.

A este respecto, cabe traer a cola-
ción la Sentencia del TS, sala 4ª, de lo 
Social, de fecha 28 de Mayo de 2013, 
que se dicta en unificación de doctri-
na y examina el supuesto de una tra-
bajadora que, tras diversos periodos de 
incapacidad, y a causa de ellos, no ha 
podido disfrutar durante tres años su 
periodo vacacional anual, y cuando fi-
nalmente  queda extinguido su contra-
to a consecuencia de una incapacidad 
permanente, decide  reclamar el re-
sarcimiento económico de todas esas 
vacaciones no disfrutadas. La Sala 
concluye que el excepcional derecho a 
solicitar la posible compensación eco-
nómica por vacaciones anuales que no 
se hubieran podido disfrutar efectiva-
mente “no surge hasta que se extingue 
la relación laboral y, en consecuencia, 
hasta ese momento no cabe entender 
que se inicie el plazo para el ejercicio 
de la acción tendente a exigir tal com-
pensación, pues mientras pervivía la re-
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lación laboral, aun en suspenso, no era 
exigible tal sustitución de la obligación 
de hacer por una pecuniaria, sin perjui-
cio del concreto derecho a esta última 
que ahora no se cuestiona; y así es da-
ble, también deducirlo, tanto del citado 
art. 59.2 ET (“...el plazo de un año se 
computará desde el día en que la acción 
pudiera ejercitarse “) como del art. 1969 
del Código Civil (“ El tiempo para la 
prescripción de toda clase de acciones, 
cuando no haya disposición especial 
que otra cosa determine, se contará 
desde el día en que pudieron ejercitarse 
“), y de su reflejo en la jurisprudencia 
social contenida en la STS/IV 20-ene-
ro-2006 (rcu 3811/2004 ), sentándose 
en ella la doctrina consistente en que el 
plazo de prescripción de la acción para 
reclamar la compensación económica 
de vacaciones no disfrutadas es compu-
table desde la fecha del despido, que es 
cuando la acción pudo ya ejercitarse, y 
no desde la de firmeza de la sentencia 
que lo declaró”.

Por tanto, podemos concluir 
que el excepcional derecho a so-
licitar la posible compensación 
económica por vacaciones anua-

les que no se hubieran podido 
disfrutar no surge hasta que se 
extingue la relación laboral por 
declaración de incapacidad per-
manente, y no al finalizar el año 
natural, y en consecuencia, hasta 
ese momento no cabe entender 
que se inicia el plazo para el ejer-
cicio de la acción tendente a exi-
gir tal compensación económica.

INTERRUPCIÓN DE LA 
PRESCRIPCIÓN

La institución jurídica de la pres-
cripción puede interrumpirse, co-
menzando con ello un nuevo cómpu-
to del plazo para ejercitar el derecho.

Concretamente, la interrupción de 
la prescripción en el ámbito laboral 
se produce cuando tiene lugar el ejer-
cicio de una acción ante los tribuna-
les por reclamación extrajudicial del 
acreedor (ya sea presentando papeleta 
de conciliación, reclamación previa o 
por la suscripción de un compromiso 
arbitral) o por cualquier acto de reco-
nocimiento de deuda del deudor.

Realizada cualquiera de estas ac-
ciones, se reinicia de nuevo el plazo 
de prescripción previsto en el artículo 
59 ET. Además, la interrupción de la 
prescripción surte efectos durante el 
tiempo que la acción judicial está sub 
iudice.

Así se prevé en la Sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada en unifica-
ción de doctrina, en fecha 27 de di-
ciembre de 2011: “...la formulación de 
la papeleta de conciliación (y lo mismo 
sucede respecto a la reclamación pre-
via), tal como igualmente tiene declara-
do, también desde antiguo, aunque no 
con total uniformidad, la jurisdicción 
ordinaria (STS1ª 14-5-1987 , y las que 
en ella se citan), interrumpe la prescrip-
ción “desde el momento de su presen-
tación” (art. 479 LEC/1881, reformado 
en 1984 y en vigor aún conforme a lo 
dispuesto en la derogatoria Única 1.1ª 
y 2ª LEC/2000); 3) ese efecto interrup-
tivo, cuando la interpelación extraju-
dicial haya sido seguida de la oportuna 
demanda -y se acredita la constitución 
de la relación jurídico- procesal me-
diante la citación o emplazamiento 
del demandado que, por tanto, tiene 
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conocimiento de la reclamación (TS1ª 
25-5- 2010, R. 1020/05 , y las que en 
ella se relacionan)- ante la jurisdicción 
dentro de los plazos que establecen las 
leyes procesales y, en cualquier caso, an-
tes de que transcurra completamente el 
plazo prescriptivo de la acción (proba-
blemente salvo supuestos acreditados de 
fraude procesal, fraude de ley o de abu-
sos procesales o de derecho que puedan 
revelar retrasos desleales (Verwirkung), 
es decir, contrarios al principio gene-
ral de la buena fe) se mantiene duran-
te todo el tiempo en que la pretensión 
esté pendiente de resolución judicial; y 
4) el plazo de la prescripción extintiva 
previsto en el art. 59 del ET inicia de 
nuevo su cómputo una vez transcurra 
un año desde que se formuló la interpe-
lación extrajudicial o desde que, si ésta 
es adecuadamente seguida por la recla-
mación judicial, la pretensión resultara 
desistida por el demandante, ya sea de 
forma expresa o tácitamente, sin que, 
como ha reconocido la mejor doctrina, 
haya límite a las plurales y sucesivas in-
terrupciones”.

En el supuesto de accidentes de 
trabajo y acciones de reclamación de 
daños y perjuicios derivados del mis-
mo, las eventuales actuaciones pena-
les interrumpen el plazo de prescrip-
ción para su reclamación, de tal modo 
que la citada acción no puede iniciarse 
hasta que finalice la causa penal (STS 
dictada en unificación de doctrina, de 
10 de diciembre de 1998).

También queda interrumpida la 
prescripción de las acciones indivi-
duales de reclamación de cantidad 
cuando se haya planteado previamen-
te un conflicto colectivo, siempre que 
aquéllas tengan relación con el objeto 
del referido conflicto.

En último término conviene recor-
dar que la prescripción no opera de 
oficio y que deberá ser invocada por 
quien pretende hacerla valer.

PLAZOS ESPECIALES DE 
PRESCRIPCIÓN

Pasamos ahora al análisis del ar-
tículo 60 ET, que regula los plazos 
especiales de prescripción. Recorda-
mos su redactado:

“1. Las infracciones cometidas por el 
empresario prescribirán conforme a lo 
establecido en el texto refundido de la 
Ley sobre Infracciones y Sanciones en el 
Orden Social, aprobado por el Real De-
creto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.

2. Respecto a los trabajadores, las fal-
tas leves prescribirán a los diez días; las 
graves, a los veinte días, y las muy gra-
ves, a los sesenta días a partir de la fecha 
en que la empresa tuvo conocimiento de 
su comisión y, en todo caso, a los seis 
meses de haberse cometido”.

La Ley sobre Infracciones y Sancio-
nes en el Orden Social (en adelante 
LISOS) establece un plazo de pres-
cripción de tres años para las infrac-
ciones en el orden social y de cuatro 
años para las infracciones en materia 
de Seguridad Social.

Por lo que se refiere a las infrac-
ciones en materia de prevención de 
riesgos laborales, prescriben según su 
graduación, siendo el plazo de pres-
cripción de un año para las infraccio-
nes leves, de tres años para las graves 
y de cinco años para las muy graves, a 
contar desde la fecha de la infracción, 
con un tratamiento diferenciado para 
las sociedades cooperativas, que tie-
nen un plazo prescriptivo más corto, 
resultando prescritas las infracciones 
leves a los tres meses, las graves a los 
seis meses y las muy graves al año des-
de la fecha de la infracción.

También encontramos un plazo 
especial de prescripción en el ar-
tículo 44 ET, al regular la respon-
sabilidad solidaria que surge en 
los supuestos de sucesión de em-

presas. Su tercer apartado establece 
que “Sin perjuicio de lo establecido en 
la legislación de Seguridad Social, el 
cedente y el cesionario, en las transmi-
siones que tengan lugar por actos in-
ter vivos, responderán solidariamente 
durante tres años de las obligaciones 
laborales nacidas con anterioridad a 
la transmisión y que no hubieran sido 
satisfechas. El cedente y el cesionario 
también responderán solidariamente de 
las obligaciones nacidas con posteriori-
dad a la transmisión, cuando la cesión 
fuese declarada delito”.

Merece mención especial el 
procedimiento para la reclama-
ción de salarios de tramitación al 
Estado, que queda actualizado y 
adaptado a la jurisprudiencia que 
venía interpretando la prescripi-
ción de esta acción, con el Real 
Decreto 418/2014. El plazo para 
presentar la reclamación de los sala-
rios al Estado es de un año desde la 
firmeza de la Sentencia que por pri-
mera vez declare la improcedencia del 
despido.

Recordemos que, anteriormente, el 
Real Decreto 924/1982, que regulaba 
este procedimiento, establecía un pla-
zo de reclamación de treinta días há-
biles desde la firmeza de la Sentencia. 
No obstante, el Tribunal Supremo 
había venido interpretando, tal 
como se ha avanzado anterior-
mente, que, dado que el derecho 
que trataba de hacerse efectivo 
era de naturaleza laboral, debía 
aplicarse el plazo de prescripción 
de un año del artículo 59 ET.

RÉGIMEN SANCIONADOR

Los plazos de prescripción en el 
régimen sancionador se establecen 
en función de la graduación de las 
faltas, prescribiendo las faltas leves a 
los diez días, las graves a los veinte 
y las muy graves a los sesenta días a 
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partir de la fecha en que la empresa 
tuvo conocimiento de su comisión, 
y en todo caso prescriben a los seis 
meses de haberse cometido (art. 60.2 
ET).

Estos plazos son considerados 
como máximos y de derecho necesa-
rio, por lo que no es posible ampliarlos 
por la vía de pactos individuales ni co-
lectivos (TSJ Cataluña 5-2-99; 26-4-
01; TSJ C.Valenciana 9-3-00).

De la redacción del mencionado 
artículo 60.2 ET podemos extraer dos 
conclusiones de carácter general.

La primera es que los plazos se 
computan desde que la empresa 
tiene conocimiento de la comi-
sión de la falta, de tal forma que 
el dies a quo es aquel en que los 
hechos llegan a conocimiento 
de quienes ostentan la facultad 
sancionadora, siendo requerido 
por la jurisprudencia, que dicho 
conocimiento sea cabal, exacto y 
pleno, no bastando con que sea 
superficial o genérico.

La segunda conclusión es que la 
prescripción entra en juego, en 
todo caso, por el transcurso de 
seis meses desde la comisión de 
la falta, con independencia de la 
graduación de la misma. Este pla-
zo de prescripción de seis meses 
no se inicia necesariamente con 
la primera infracción cometida, 
ya que si se trata de faltas conti-
nuadas, el dies a quo para el cóm-
puto del referido plazo se iniciará 
cuando se cometió la última de 
dichas faltas.

En este sentido se pronuncia la re-
ciente Sentencia del TSJ de Valladolid 
de fecha 18 de febrero de 2015, cuan-
do establece que “El inicio del plazo de 
prescripción de una falta continuada 
de falsedad y deslealtad comienza 
a computarse en el momento en que la 

empresa tiene cabal conocimiento de 
la realidad del ocultamiento del falle-
cimiento del familiar, que avalaba la 
reducción de jornada, aunque tal falle-
cimiento sucediera años antes”.

En cuanto al cómputo de los días 
a que se refiere el indicado artículo 
60.2 ET, y a pesar de tratarse de un 
precepto cuasi procesal, la doctrina 
jurisprudencial considera que el cóm-
puto debe realizarse por días naturales 
(Sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de Cataluña 5-2-99 y Senten-
cia del Tribunal Superior de Justicia 
de Asturias 24-3-00).

CADUCIDAD

La caducidad consiste en la 
extinción de un derecho por el 
transcurso del tiempo concedido 
para su ejercicio. La caducidad se 
diferencia de la prescripción en que 
la primera resulta indisponible por las 
partes y es apreciable de oficio.

En el caso de la caducidad no 
podemos hablar de un plazo ordi-
nario, como hacíamos con la pres-
cripción, sino que la norma prevé 
un plazo distinto para cada caso 
concreto regulado.

También se establece para cada 
caso el dies a quo en el que debe ini-
ciarse su cómputo, y para el caso de no 
encontrarse regulado expresamente, 
sería de aplicación lo dispuesto en el 
artículo 1969 CC (el momento en que 
la acción pueda ejercitarse).

La forma de computar el plazo de 
caducidad debe estar prevista en cada 
supuesto concreto, pero en caso de no 
estarlo debemos tener presente que 
hay que estar a lo dispuesto en el artí-
culo 5 CC, por lo que al no tratarse de 
plazos procesales, deben ser computa-
dos por días naturales.

La caducidad en los procesos de 
despido viene regulada por el artículo 
59.3 ET que establece que “El ejercicio 
de la acción contra el despido o resolu-
ción de contratos temporales caducará a 
los veinte días siguientes de aquel en que 
se hubiera producido. Los días serán há-
biles y el plazo de caducidad a todos los 
efectos. El plazo de caducidad quedará 
interrumpido por la presentación de la 
solicitud de conciliación ante el órgano 
público de mediación, arbitraje y conci-
liación competente”.

El dies a quo para el cómputo del 
plazo de la caducidad del despido debe 
fijarse “en el día siguiente a aquel en que 
el despido se hace efectivo por la real ce-
sación en el trabajo”, y “siempre teniendo 
en cuenta el día del cese de la prestación 
real de los servicios, y no aquel en que 
finaliza el devengo teórico de las vaca-
ciones que, compensadas en metálico, 
correspondían al trabajador despedido” 
(STS 8-2-10).

La Sentencia dictada por el Tribunal 
Supremo en unificación de doctrina, de 
fecha 3 de junio de 2013, aunque con 
un voto particular, ha entendido que no 
existe caducidad de la acción de despi-
do en un supuesto en que se interpuso 
la papeleta de conciliación justo antes 
de las 15h00 del día 21º del plazo de 
caducidad, y la demanda ante el Juz-
gado de lo Social el mismo día en que 
se llevó a cabo la conciliación sin ave-
nencia, interpretando que, conforme 
a los principios de  proporcionalidad y 
“pro-actione”, es posible la aplicación a 
este supuesto del artículo 135.1 de la 
LEC, ya que  la conciliación previa es 
una actuación exigible para acceder a la 
jurisdicción, y por lo tanto,  “un trámite 
profundamente impregnado de princi-
pios y valores procesales de características 
propias”.

Puede ocurrir que en el momento 
de plantear la papeleta de conciliación, 
la solicitud de mediación o reclama-
ción previa, o la demanda de despido, 
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la misma se dirija contra persona a la 
que por error se le dio la cualidad de 
empresario y se acredite con posteriori-
dad, sea en el juicio o en otro momen-
to anterior del proceso, que lo era un 
tercero. Ante estos casos el trabajador 
podrá promover nueva demanda o bien 
ampliar la presentada si no se hubiera 
celebrado el juicio, no iniciándose el 
cómputo del plazo de caducidad hasta 
que conste quién es realmente el em-
presario.

No obstante, debemos tener muy 
presente que el error en la per-
sona del empresario “debe ser to-
talmente involuntario y proceder 
de un desconocimiento real de la 
personalidad del verdadero em-
presario, no pudiendo actuar esta 
causa cuando documentalmente 
le pudiera constar al demandante 
quién es la empresa real”. Así se ha 
pronunciado de forma reiterada el Tri-
bunal Supremo.

El artículo 59.4 ET regula la cadu-
cidad de las acciones contra las deci-
siones empresariales en materia de 
movilidad geográfica y modificación de 
condiciones sustanciales de las condi-

ciones de trabajo, otorgando el mismo 
plazo de caducidad que para la acción 
contra el despido, computándose el 
plazo “desde el día siguiente a la fecha de 
notificación de la decisión empresarial, 
tras la finalización, en su caso, del perio-
do de consultas”.

Este plazo operará aunque el em-
presario no haya respetado el procedi-
miento previsto en los artículos 40 y 
41 ET para llevar a cabo la movilidad 
o modificación oportuna, siendo el pro-
cedimiento oportuno para su impugna-
ción el regulado en el artículo 138.1 de 
la LRJS.

Por último, también están sometidas 
a plazo de caducidad de veinte días las 
acciones contra las sanciones impues-
tas por el empresario en el ejercicio de 
su facultad disciplinaria.

SUSPENSIÓN DE LA CADUCIDAD

El plazo de caducidad permite su 
suspensión por las siguientes causas 
tasadas:

a) La solicitud de abogado de oficio.

b) La solicitud de conciliación ad-
ministrativa ante el organismo públi-
co de mediación, arbitraje y concilia-
ción competente. Con la solicitud 
de conciliación administrativa el 
cómputo del plazo queda suspen-
dido el mismo día en que se pre-
senta la conciliación, y no a partir 
del día siguiente, y la suspensión 
se mantiene hasta la conciliación, 
reanudándose el cómputo a partir 
del día inmediato siguiente.

Ponemos de relieve en este punto el 
caso resuelto por el TSJ de Cataluña, 
en Sentencia de fecha 25 de septiem-
bre de 2014, en el que la actora pre-
sentó demanda de despido en correos 
el último día del plazo de caducidad, 
entendiendo el Tribunal, que tal pre-
sentación no suspende dicho plazo de 
caducidad, ya que no existe previsión 
legal en ese sentido.

c) La presentación de reclamación 
previa a la vía judicial (en el caso de los 
empleados públicos).

d) La suscripción de un compromiso 
arbitral. n

Conclusiones

•	 En el ámbito del Derecho del Trabajo existe una abundante y continua jurisprudencia sobre las instituciones de 
la prescripción y la caducidad, que viene motivada por la concurrencia de múltiples situaciones en las relacio-
nes laborales diarias, con infinidad de peculiaridades, que hacen surgir matices que provocan situaciones de 
incertidumbre en la interpretación correcta de las referidas instituciones

•	 Lo plazos de caducidad y los de prescripción, tanto los ordinarios como los especiales, deben ser estudiados en 
cada caso con sumo cuidado, empezando por el dies a quo que debemos considerar para el cómputo del plazo, 
que una vez transcurrido, hará decaer nuestro derecho

•	 Como hemos podido ver en la selección de jurisprudencia reseñada en este artículo, no son pocas las ocasiones 
en que el actor pierde la ocasión de ver enjuiciado el fondo del asunto, por estar afectada por la prescripción o 
la caducidad la acción promovida

•	 Por todo lo anterior, no resulta baladí profundizar en el conocimiento de estas instituciones, con la finalidad de 
poder abrir, con mayor seguridad, el camino a la defensa sustantiva de los asuntos que debamos plantear ante 
los tribunales, y precisamente a esa finalidad, se espera haber contribuido con este artículo
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PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES DERIVADAS DEL CONTRATO DE TRABAJO 

ACCIÓN PLAZO INICIO DEL CÓMPU-
TO

JURISPRUDENCIA

Acciones derivadas del contrato de tra-
bajo que no tengan señalado plazo espe-
cial

1 año (art. 59.1 ET)
Desde la fecha de termi-
nación del contrato (art. 
59.1 ET)

Acciones para exigir percepciones eco-
nómicas y el cumplimiento de obligacio-
nes de tracto único

1 año (art. 59.2 ET)
Desde el día que la acción 
pudiera ejercitarse (art. 
59.2 ET)

Acción de extinción del contrato de tra-
bajo por incumplimientos del empresa-
rio

1 año (art.59.2 E.T.)
Desde el momento en que 
tienen lugar los hechos 
constitutivos del incum-
plimiento contractual 

Acción de reingreso tras excedencia vo-
luntaria (cuando la empresa niega el de-
recho por no existir vacante)

1 año (art. 59.2 E.T.)
Desde que el trabajador 
conoce la existencia de 
vacante 

Acción de reconocimiento de categoría 
profesional 1 año (59.2 ET)

Desde el momento en que 
se inicia relación laboral o 
cambio de funciones

Acción de desahucio de vivienda ocupa-
da en razón de contrato de trabajo, ex-
tinguido el mismo

1 año (art. 59.1 ET)
Desde la terminación del 
contrato (art. 59.1 ET)

Acción de extinción indemnizada en su-
puestos de modificación sustancial.

1 año (art. 59.2 ET y 
138.1 LRJS)

Desde la modificación 
sustancial

TS unif doctrina 20-4-
09; TSJ Las Palmas 24-
6-04; TSJ Murcia 14-7-
03; TSJ Galicia 26-1-00

Conflicto colectivo
Imprescriptible mien-
tras permanezca vigen-
te el convenio

STS 26/07/94 y 
25/11/97 

Acciones del TRADE
Plazo previsto en cada 
caso, y en su defecto en 
general: 1 año

Desde que puedan ser 
ejercitadas 

Reclamación al Estado de salarios de 
tramitación

1 año 

Acción tutela de derechos fundamenta-
les y libertades públicas

El general previsto para 
las conductas sobre 
las que se concrete la 
lesión derecho funda-
mental o libertad de 
que se trate
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PRESCRIPCIóN DE LOS PLAZOS DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS

ACCIÓN PLAZO INICIO DEL CÓMPUTO JURISPRU-
DENCIA

Con carácter general
El que fijen las leyes sustantivas para el 
ejercicio de la acción que pretenda el re-
conocimiento de derecho cuya ejecución 
se pretenda (art. 243.1 LRJS)

Desde que la sentencia es firme

Reclamación de obliga-
ciones económicas 

1 año (art. 243.2 LRJS) Desde que la sentencia es firme

Ejecución de Sentencia 
de despido por no read-
misión

20 días 

Desde la fecha señalada para 
la readmisión si no se efectúa 
(art.279.1 LRJS); y desde la 
expiración de los 10 días si no 
se señala fecha de reanudación 
(art. 278 LRJS)

Readmisión irregular 20 días (art. 279.1.c LRJS) Desde la readmisión

En todo caso, precluidos 
los anteriores, pero sin 
devengo de salarios hasta 
la solicitud de ejecución

3 meses (279.2 LRJS) Desde que la sentencia es firme

Una vez solicitada la eje-
cución

Imprescriptible (art. 243.3 LRJS)

PRESCRIPCIÓN DE INFRACCIONES Y FALTAS LABORALES

ACCIÓN PLAZO INICIO DEL 
CÓMPUTO

JURISPRUDENCIA

Infracciones del empresario (ex-
cepto seguridad social)

3 años (art. 60.1 ET) Desde su comisión

Infracciones del empresario (en 
materia de prevención de riesgos)

Leves 1 año; graves 3 años; muy 
graves 5 años

Infracciones del empresario en 
materia de seguridad social

4 años (art. 60.1 ET) Desde su comisión

Infracciones de los trabajadores 
(prescripción corta)

Leves 10 días; graves 20 días; muy 
graves 60 días

Desde que la em-
presa tiene conoci-
miento de su comi-
sión

TS 24-11-89; 22-5-96; TS 
15-4-94; 26-12-95; 14-2-
97; 25-7-02; TS 20-2-98; 
TSJ Valladolid 18-2-15
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Prescripción larga de las faltas 6 meses (art. 60.2 ET)
Desde que la em-
presa tiene conoci-
miento de su comi-
sión

TS 27-1-90; 25-4-91; 24-
9-92; 3-11-93; TS 19-9-
11; TSJ Cataluña 9-9-04

CADUCIDAD DE LAS ACCIONES MÁS COMUNES

ACCIÓN PLAZO INICIO DEL CÓM-
PUTO

JURISPRUDENCIA

Contra despido o extinción 
por causas objetivas 20 días hábiles (art. 59.3 ET)

Desde la extinción o des-
pido

TCo 101/1993; TS 12-7-
88; 22-9-97; 28-6-99; 29-
7-99

Acciones del TRADE Según acción o modalidad pro-
cesal aplicable (102.3 LRJS)

Impugnación de despido co-
lectivo

20 días hábiles
Desde el acuerdo (si hay 
acuerdo) o desde la notifi-
cación a la RLT de las ex-
tinciones (si no lo hay)

Impugnación de decisiones 
en materia movilidad geográ-
fica o modificación sustancial

20 días hábiles (art. 59.4 ET)
Desde la notificación de la 
decisión

Sentencia de TS, Sala 4ª, 
de lo Social, 29-10-12

Acción de reingreso tras ex-
cedencia voluntaria (cuando 
la empresa niega el derecho a 
la reincorporación)

20 días caducidad (art. 59.3 
ET)

Desde que se niega el de-
recho

TS 19-10-94; 23-1-96; 21-
12-00; y TSJ Las Palmas 
21-10-04

Impugnación de sanciones 
impuestas por el empresario

20 días hábiles (art. 59.4 ET) Desde la fecha de notifica-
ción de la decisión

Derecho de conciliación de 
vida familiar y laboral

20 días hábiles (art. 139.1 
LRJS)

Desde comunicación em-
presarial de la negativa o 
disconformidad con la pro-
puesta del trabajador

Opción entre readmisión o 
indemnización tras Sentencia

5 días (art. 110.2 y 3 LRJS) Desde la notificación de la 
Sentencia

Fijación de fecha de disfrute 
de vacaciones 

20 días naturales (art. 125 
LRJS)

Desde conocimiento de fe-
cha de disfrute

TSJ Cataluña 29-10-99; 
TSJ Galicia 30-3-00; TSJ 
País Vasco 11-7-00; TSJ 
Valladolid 29-7-05
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noticias del mundo jurídico

LA AGENDA DE CONFORMIDADES DE LA ABOGACÍA ESPAÑOLA Y LA FISCALÍA GENERAL 
DEL ESTADO, PREMIO ‘CALIDAD DE LA JUSTICIA’

El proyecto conjunto Agenda de Conformidades 
con Fiscalía, elaborado por el Consejo General de 
la Abogacía Española y la Fiscalía General del Es-
tado, ha recibido en la modalidad de Justicia más 
eficaz- el Premio ‘Calidad de la Justicia’ otorgado por 
el Consejo General del Poder Judicial. El anterior 
presidente del Consejo General de la Abogacía Es-
pañola, Carlos Canicer, recibió el premio de manos 
del vocal del Consejo General del Poder Judicial y 
presidente del jurado, Gerardo Martínez Tristán.

EL PRESIDENTE MARIANO RAJOY SE INTERESA POR LA ABOGACÍA  

El Presidente del Gobierno de España en funciones, se 
reunió en Madrid con personalidades relevantes de diversos 
sectores de la sociedad, con ocasión de un encuentro que 
propició el diario La Razón, en el que Mariano Rajoy, intervi-
no para explicar su postura en relación al proceso de investi-
dura de nuevo Presidente del Gobierno.

En el marco de dicho encuentro, el Presidente del 
Grupo Difusión Jurídica, el Director y el Presidente 
del Instituto Superior de Derecho y Economía (ISDE), 
respectivamente, Don Alejandro Pintó Sala, Don Juan 
José Sánchez Puig y Don Jorge Pintó Sala se reunie-
ron con el Presidente del Gobierno Don Mariano Rajoy 
Brey para comentar diversos temas relacionados con el 
sector jurídico en general y más concretamente con  la 
abogacía y la formación.

Posteriormente se sirvió un vino español al que asis-

tieron diversos miembros del Gobierno y autoridades, 
entre otras, la Vicepresidenta del Gobierno Doña So-
raya Sáenz de Santamaría, el Ministro de Interior Don 
Jorge Fernández Díaz y La Presidenta de la Comunidad 
de Madrid, Doña Cristina Cifuentes.

EL MINISTRO DE JUSTICIA VISITA LA SEDE DEL COLEGIO DE PROCURADORES DE MADRID

El ministro de Justicia Rafael Catalá acudió a la sede 
del Colegio de Procuradores de Madrid, donde fue recibi-
do por su Decano, Gabriel María de Diego, y su Junta de 
Gobierno. Acompañó al ministro ,la Secretaria de Estado 
de Justicia Carmen Sánchez-Cortés. También estuvo pre-
sente Juan Carlos Estévez, Presidente del Consejo general 
de Procuradores de España (CGPE).

El Ministro mantuvo una reunión a lo largo de una 
hora con procuradores y Autoridades, en la que el eje 
central fueron LexNet y los baremos de justicia gra-
tuita.

D. Jorge Pintó Sala, D. Mariano Rajoy, D. Alejandro Pintó Sala y 
D. Juan José Sánchez Puig
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actualidad de los despachos

Fernando Escura, reelegido presidente de 
Hispajuris

El abogado barcelonés Fer-
nando Escura afronta su cuarto 
mandato al frente de Hispajuris, 
que preside desde 2005, habien-
do consolidado a la firma como un 
modelo inédito de entidad presta-
dora de servicios legales, capaz de 
ofrecer tanto un servicio legal de 
proximidad en cada ciudad -con 
38 sedes en todo el país- como 
servicios de alta especialización en 
todas las áreas del Derecho.

Ignacio Sevilla Soler, nuevo director general 
de PONS

Ignacio Sevilla Soler ha sido 
nombrado por el Consejo de 
Administración de PONS como 
nuevo director general. El nue-
vo responsable de la compañía 
líder en servicios profesionales 
se incorporó a PONS en 2007 
y llega a la Dirección General 
tras ocupar la máxima respon-
sabilidad ejecutiva al frente de 
PONS Consultores Registrales 

y, desde 2009, también de Ges-
toría PONS.

Judit Ligüerre se 
incorpora a Pareja & 
Associats

Judit Ligüerre Casals se ha 
incorporado al bufete Pareja & 
Associats como abogada sénior 
responsable del área de Derecho 
Ambiental, Energía y Seguridad 
Alimentaria.

D. Ignacio Sevilla Soler

El bufete CCS Abogados incorpora al ex 
ministro de Justicia Francisco Caamaño para 
liderar su área de Derecho Público

Caamaño es Licenciado en De-
recho por la Universidad de San-
tiago de Compostela y su trayec-
toria profesional ha estado ligada 

al mundo jurídico desde diversos 
enfoques tanto académico como 
político. 

Dentro de su extensa trayecto-
ria profesional, Francisco Caama-
ño formó parte del Gobierno de 
España como ministro de Justicia 
entre 2009 y 2011 y anteriormente 
ejerció el cargo de secretario de Es-
tado de Relaciones con las Cortes 
y secretario de Estado de Asuntos 
Constitucionales y Parlamentarios.

D. Fernando Escura

Cuatrecasas, 
Gonçalves Pereira 
factura 265 millones 
en 2015

Cuatrecasas, Gonçalves Pereira,  
firma de abogados líder en 
España y Portugal que representa 
a empresas cotizadas de ambos 
países, ha obtenido unos sólidos 
resultados financieros impulsados, 
principalmente, por la buena 
marcha de su práctica de mercantil, 
que lidera un año más el ránking 
de despachos en número de 
operaciones. La cifra de facturación 
del ejercicio superó los 265 
millones de euros, frente a los 255 
millones del mismo periodo del año 
anterior. La firma crece un  4,03% y 
consolida un crecimiento sostenido 
por seis años consecutivos.

Dª Judit Ligüerre

D. Jaime Concheiro, D. Francisco 
Caamaño, D. Miguel Caamaño y 

D. Carlos Seoane
D. Jorge Badía y 

D. Rafael Fontana
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novedades editoriales

Derecho de la 
edificación y 
renovación urbana   

Mª Ángeles González Bustos

Ed. Tecnos

Páginas 332

Entre las novedades 
legislativas que se produjeron 
a finales de 2015, el Texto 
Refundido de la Ley del 
Suelo y Rehabilitación 
Urbana (Real Decreto 
Legislativo 7/2015, de 30 
de octubre) situó en lugar 
muy destacado la conexión 
entre el tradicional derecho 
urbanístico y el más técnico 
derecho de la edificación, 
que había modernizado 
la Ley 38/1999, de 5 de 
noviembre, de Ordenación 
de la Edificación.

Persona y Familia 
Estudios de Derecho 
Civil catalán  

Dr. Alfonso Hernández 
- Moreno, Dr. Josep M. 
Martinell Gispert-Saúch y 
Dra. Mª Corona Quesada 
González

Ed. Difusión Jurídica

Páginas 345

En Persona y familia el 
lector encontrará estudios 
serios, rigurosos y bien 
documentados sobre temas de 
Derecho de la persona y de la 
familia aplicable en Cataluña 
de gran interés y actualidad. 

Impuesto sobre 
Sucesiones y 
Donaciones  
Normativa estatal, 
autonómica y 
Convenios bilaterales

Mª Luisa Carrasquer Clari

Ed. Tecnos

Páginas 530

Como normas básicas, la 
Ley 29/1987, de 18 de 
diciembre, del Impuesto de 
Sucesiones y Donaciones, y 
su Reglamento, aprobado por 
Real Decreto 1.629/1991, 
de 8 de noviembre. Y como 
complementaria, la siguiente 
normativa y otras normas 
complementarias.

Inteligencia 
Económica y 
Seguridad Nacional

Vicente Gonzalvo Navarro

Ed. Difusión Jurídica 

Páginas 257

La inteligencia económica 
es una “nueva disciplina” 
vertebrada a partir de un 
proceso sistemático de 
recolección de información, 
análisis y diseminación de 
la anterior acerca del actual 
entorno económico, y de las 
previsiones sobre el mismo, 
que relaciona variables 
jurídicas, relacionadas con 
el concepto de seguridad 
e interés nacional, 
empresariales, y de la propia 
organización, con otras 
relativas a la macroeconomía, 
la estrategia y la prospectiva.

Libros disponibles en libros 24 horas

www.libros24h.com

La Transferencia Internacional del Futbolista

Iván Palazzo

Ed. Difusión Jurídica

Páginas 201

El proceso de globalización en el fútbol ha incrementado enormemente los traspasos de los 
futbolistas entre clubes pertenecientes a asociaciones distintas, lo cual obliga a sus protagonistas 
a conocer pormenorizadamente las normas que los regulan. Además, la permanente evolución 
de la disciplina futbolística provoca constantes y profundos cambios reglamentarios.

En la presente obra doctrinaria el autor ha pretendido proporcionar al lector una 
herramienta de consulta que englobe los aspectos trascendentales en torno al Reglamento 
sobre el Estatuto y la Transferencia de Jugadores de la FIFA.
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